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L
a actualidad social ha ve-
nido marcada en los últi-
mos tiempos por dos reali-
dades acuciantes como

son los datos de desempleo y la
negociación colectiva. Por éstas
y otras razones que se pueden
descubrir a lo largo de la entre-
vista que abre el número 26 de
Cuenta con IGAE, nos dirigimos
al Ministro de Trabajo e Inmigra-
ción, Valeriano Gómez, quien
muy amablemente accedió a
abordar, además de las cues-
tiones señaladas, otras como el
esfuerzo que se está haciendo
en materia de políticas de em-
pleo, o para garantizar la soste-
nibilidad del sistema de pensio-
nes, en materia de diálogo so-
cial, o enmateria de extranjería,
etc.

El pasadomes de septiembre se
aprobó el Real Decreto
1159/2010 por el que se apro-
baban las normas para la for-
mulación de cuentas anuales
consolidadas. A través de esta
norma se respondía a las exi-
gencias de las Directivas Comu-

nitarias en la materia y se toma-
ban en consideración las normas
internacionales de información fi-
nanciera adoptadas por los Re-
glamentos de la Unión Europea.
En la sección Análisis, Enrique
Corona Romero y Virginia Beja-
rano Vázquez ponen de mani-
fiesto los aspectos más significa-
tivos de la citada reforma de las
normas de consolidación cuya fi-
nalidad contable es poner a dis-
posición de los grupos de socie-
dades “no cotizados” que opten
por aplicar las normas españolas,
un marco contable armonizado
con el Derecho Comunitario.

La importancia tanto cuantitati-
va como cualitativa de las mo-
dificaciones que ha introducido
la recientemente aprobada Ley
de Economía Sostenible en re-
lación con el régimen de modi-
ficación contractual que esta-
blecía la Ley de Contratos del
Sector Público, hamotivado que
desdeCuenta con IGAE se abor-
dara esta cuestión, para lo que
ha contado con Bernardino Pé-
rez Crespo, Subdirector General

de Patrimonio, quien en el se-
gundo artículo de la sección
Análisis ha abordado en profun-
didad el origen, las implicaciones
y consecuencias de esta cues-
tión. Finalmente, Maximino Lina-
res Gil nos aproxima a las normas
técnicas de interoperabilidad,
que surgen como desarrollo de
la Ley de acceso electrónico
de los ciudadanos a los Servicios
Públicos con el objetivo de ase-
gurar la compatibilidad e inte-
roperabilidad de los sistemas y
aplicaciones empleados por las
Administraciones Públicas.

El protagonismo que en los últi-
mos tiempos ha tenido la ne-
gociación colectiva en nues-
tro país ha dado lugar a que
desde Cuenta con IGAE se
planteara en la sección A De-
bate una cuestión directamen-
te relacionada con ella como es
la descentralización de la ne-
gociación colectiva. Para ello
hemos contado con las opinio-
nes de José de la Cavada, Di-
rector del Departamento de
Relaciones Laborales de la
CEOE, y de Ramón Górriz, Se-
cretario de Acción Sindical de
CCOO, quienes, desde posturas
divergentes nos han ofrecido
su visión de esta cuestión.

En la sección Entorno, Rafael
Cortés Sánchez, Subdirector Ge-
neral de Inspección y Control nos
aproxima a las actuaciones de
verificación y control que, en el
ámbito de los fondos comunita-
rios y en el de los incentivos re-
gionales se desarrollan, desde el
punto de vista de la gestión en su
Subdirección General.

El número 26 de Cuenta con
IGAE presenta, además de todo
lo comentado, algunas nove-
dades en su presentación que
pretende ser más atractiva y de
fácil lectura y que esperamos
sea del agrado de todos.

Presentación
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Entrevista al Ministro de Trabajo
e Inmigración

Valeriano Gómez Sánchez

S
u llegada al Ministerio de
Trabajo e Inmigración ha
coincidido con las tasas
de paro más altas de Es-

paña en los últimos tiempos.
¿Cómo se afronta esta realidad
desde su Ministerio y cuáles son,
en su opinión, las perspectivas
de esta situación?

Con preocupación, desde
luego, pero también con espe-
ranza. Llevamos ya dos meses
con datos positivos y empeza-
mos a ver que España se va
acercando poco a poco a una
situación de estabilidad del des-
empleo. En abril y mayo se ha
producido un descenso conjun-
to de 150.000 parados, el mejor
resultado desde 1988, lo que
nos sitúa en la ‘antesala’ de la re-
ducción del desempleo. Esta-
mos todavía en una fase inci-
piente de recuperación, pero
nuestra perspectiva es que el
mercado laboral va a vivir aho-
ra una buena etapa, con dos tri-
mestres seguidos con buenos
datos de empleo. La Encuesta
de Población Activa (EPA) del

tercer trimestre, que engloba los
meses de julio, agosto y sep-
tiembre, va a ser buena por el
impulso del sector turístico ya
que, por circunstancias geopo-
líticas, nuestro país se ha con-
vertido en un destino preferente

y, probablemente, alcanzare-
mos el 100% de ocupación del
sector, que tirará, a su vez, del
resto de servicios.

Sin embargo, ni por un mo-
mento, vamos a bajar la guardia
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en la lucha contra el paro por-
que aún son muchas las perso-
nas que están en desempleo.
Hemos abordado reformas im-
portantes en los últimos meses y
vamos a seguir tomando las que
sea necesario hasta recuperar la
senda de creación de empleo.
Hemos abordado una reforma
importante de las políticas acti-
vas de empleo, estableciendo iti-
nerarios personalizados para
ayudar a la búsqueda de em-
pleo. Además, hemos adoptado
un programa excepcional de
aumento y estímulo del contra-
to a tiempo parcial, un plan de
choque, que persigue un ade-
lantamiento de las decisiones
de contratación de las empresas
y con el que queremos estimular
la contratación de jóvenes y
personas en paro de larga du-
ración, dos de los colectivos más
afectados por la crisis. Y estas po-
líticas se complementan con el
plan PREPARA, que tiene como
objetivo mantener una ayuda
de renta para aquellos desem-
pleados que agotan sus presta-
ciones, pero que está vinculada
a la participación en progra-
mas activos de empleo.

Por fortuna, España es un país
que tiene un sistema de protec-
ción por desempleo que no ha
abandonado a su suerte a los
que han tenido la desgracia de
caer en desempleo y que trata
de fortalecer las formas de tra-
tamiento del desempleo a través,
por ejemplo, demás formación.

Con todo, no debemos olvi-
dar que para reducir el paro es
necesario también normalizar la
situación financiera y que no
falte la financiación para las
empresas.
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El Real Decreto-Ley 1/2011
sobre medidas urgentes para
promover la transición al empleo
estable y la recualificación pro-
fesional de las personas des-
empleadas, y el Real Decreto-
Ley 3/2011 sobre medidas ur-
gentes para la mejora de la em-
pleabilidad y la reforma de las
políticas activas de empleo,
¿qué aportan, en el escenario
económico actual, en materia
de políticas de desempleo y de
fomento del empleo?

La filosofía de esta reforma es
atender, proteger y contratar.
Queremos que las personas en
desempleo sean mejor atendi-
das, que se haga un seguimien-
to con ellas de su camino hacia
el empleo, a través de un itine-
rario personalizado de inserción
sociolaboral que va a ser un de-
recho de cadadesempleado. La
reforma de las políticas activas
de empleo persigue ayudar a los
desempleados a conocer las
acciones de orientación, forma-
ción o recualificación que deben
seguir para estar mejor prepara-
das para su reinserción laboral.

Proteger, porque este Go-
bierno ya ha dejado claro que
no va a abandonar a las perso-
nas quemás nos necesitan, pero
pasando de una política pasiva
de protección a una política
activa, vinculando la ayuda
económica a la realización de
un proceso formativo que pre-
pare a las personas para volver
a encontrar un trabajo en lugar
de depender de un subsidio.

Y, finalmente, contratar. El
Plan de choque contempla in-
centivos que van dirigidos a im-
pulsar y adelantar las decisiones

de contratación de las empre-
sas, a través de la bonificación
de la cotización a tiempo parcial
a jóvenes y parados de larga du-
ración. España tiene unas tasas
de empleo a tiempo parcial
muy bajas en comparación del
resto de países de Europa.

Usted ha manifestado que,
junto con la lucha contra el paro,
el diálogo social es otra de las
prioridades de sumandato. ¿Qué
valoración hace de la situación
actual del diálogo social tras el
Acuerdo suscrito el pasado mes
de febrero entre el Gobierno y los
interlocutores sociales?

La recuperación del diálogo
social ha sido un avancemuy im-
portante. Restaurar los puentes
rotos con los sindicatos y hacer
que el diálogo social volviera a
funcionar era un objetivo priori-
tario, esencial, porque teníamos
que abordar reformas de cala-
do, como la de las políticas ac-
tivas de empleo o la del sistema
de pensiones, por citar algunas
de las más importantes, y que-
ríamos hacerlo desde el diálogo
y el consenso.

El Acuerdo Social y Económi-
co para el crecimiento, el em-
pleo y la garantía de las pensio-
nes que el Gobierno y los inter-
locutores sociales firmamos el
pasado 2 de febrero, es, sin
duda, uno de los acuerdos más
importantes de los últimos
30 años. Ahora, hemos abierto
una Mesa Tripartita de Diálogo
Social sobre contratación, en la
que se pondrá especial énfasis
en abordar el empleo juvenil, en
el ámbito de la formación, las
prácticas y el tiempo parcial. El
Gobierno va a permanecer muy

atento a este colectivo. Ellos,
los jóvenes, son los más afecta-
dos por la crisis, pero son también
los primeros en encontrar tra-
bajo cuando las crisis pasan.

El Gobierno ha aprobado re-
cientemente el proyecto de Ley
sobre Adecuación, Adaptación
y Modernización del Sistema de
Seguridad Social, que supone el
tránsito hacia un sistema de ju-
bilación flexible. ¿Puede esbozar
cuáles son las líneas básicas de
este proyecto de Ley?

El proyecto de carácter inte-
gral contribuye a reforzar la sos-
tenibilidad económica del siste-
ma y garantiza las pensiones de
los actuales cotizantes cuando
dentro de treinta años el núme-
ro de pensiones se duplique en
relación con el actual. Actual-
mente hay 8 millones de pensio-
nes que alcanzarán los 15 millo-
nes en el período señalado.

Esta reforma, que da res-
puesta al reto demográfico, su-
pone una adaptación a los
cambios sociales. Significa pasar
de un sistema de jubilación im-
perativa a otro flexible, aumen-
ta la relación entre lo que se co-
tiza y lo que se percibe (contri-
butividad) y la solidaridad, me-
diante una adecuada coordi-
nación entre los ámbitos contri-
butivo y no contributivo.

La edad de jubilación pasa
de 65 a 67 años en un período
transitorio que dura quince años,
que comenzará en 2013 y cul-
minará en 2027. Aún así se esta-
blece un sistema flexible en el
que es posible jubilarse antes
de los 67, decisión que ahora no
se puede tomar de forma vo-
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luntaria, solo en casos de despi-
do. Quién quiera prolongar la
vida laboral tendrá incentivos
de mejora de la pensión. Ade-
más se valora a efectos de la ju-
bilación los períodos en que las
mujeres han tenido que aban-
donar el trabajo para cuidar de
sus hijos o las profesiones que im-
plican especial penosidad o pe-
ligrosidad.

Se abre la vía a la cotización
de los becarios y la ley es clara-
mente desincentivadora de la ju-
bilación anticipada. La reforma
de la Seguridad Social entrará en
vigor el 1 de enero de 2013, se
aplicará de forma paulatina en
un período transitorio de 15 años,
que culminará en 2027.

Uno de los aspectos desta-
cados del proyecto de Ley sobre
Adecuación, Adaptación y Mo-
dernización del Sistema de Se-
guridad Social es la inminente
creación de la Agencia Estatal
de la Administración Única de la
Seguridad Social. En su opinión,
¿qué va a aportar la creación de
esta Agencia al Sistema de la Se-
guridad Social?

La creación de la Agencia no
supondrá un aumento del gasto
sino mayor eficacia y eficiencia
en la gestión evitando duplici-
dades y coordinandomejor la re-
caudación con la gestión de
las prestaciones, lo que redun-
dará en un mejor servicio a los
ciudadanos.

Uno de los compromisos de la
Ley de Reforma Laboral era el
desarrollo de un fondo de capi-
talización. ¿Nos puede explicar,
a grandes rasgos, en qué con-
siste dicho fondo?

Se trataría de configurar un
fondo, similar al modelo austria-
co, que mantendría durante
toda la vida laboral de los tra-
bajadores una cantidad equi-
valente aparte de la indemni-
zación que deberían recibir en
caso de despido. La cuantía se-
ría equivalente a un cierto nú-
mero de días de salario por cada
año trabajado y permitiría redu-
cir en esta cifra la indemnización
que afrontará el empresario en
caso de despido.

La creación de este fondo es
ya el último de los compromisos
contemplados en la Ley de Re-
forma Laboral a desarrollar y
que queremos abordar en las
próximas semanas. Tenemos ya
el informe del grupo de expertos
que recoge diversas alternati-
vas. El Gobierno va a estudiar
este informe y planteará, de
acuerdo con los agentes so-
ciales, alguna propuesta. A fi-
nales de junio o principios de ju-
lio esperamos tener una deci-
sión. No soy partidario de solu-
ciones que conduzcan inevita-
blemente a una subida de co-
tizaciones, porque no es el me-
jor momento, y tampoco bajar-
las. Una posibilidad sería conti-
nuar con el régimen actual, en
el que las empresas tuvieran
una ayuda del Fondo de Ga-
rantía Salarial, o de un fondo si-
milar, para sufragar parte del
coste del despido de aquellos
contratos celebrados desde la
reforma laboral en adelante.

¿Cómo valora la reforma de
la negociación colectiva que, fi-
nalmente, ha aprobado el Go-
bierno? ¿Cómo cambia la rela-
ción empresario-trabajador a
partir de ahora?

Es una reforma equilibrada.
Mantenemos la protección de
los derechos de los trabajadores
y, al mismo tiempo, introducimos
más flexibilidad interna en las
empresas. No desaparece la ul-
traactividad del convenio –pró-
rroga automática–, sino que se
sustituye por un arbitraje si no hay
acuerdo.

Por un lado, las empresas ten-
drán más facilidad para adap-
tarse al ciclo económico de una
forma distinta a como lo habían
hecho hasta ahora, es decir, sin
usar tanto el instrumento del des-
pido, ya que facilita mejor a las
empresas su adaptación interna
(jornada, horario, turnos, clasifi-
caciones profesionales y los pro-
pios salarios cuando la situación
económica lo exija). Y, por el
lado del trabajador, se salva-
guardan sus derechos.

En definitiva, creo que éste es
el intercambioque seproduceen
la reforma: más flexibilidad para
las empresas sin que los derechos
de los trabajadores y, muy espe-
cialmente cuandoacabael con-
venio, se vean perjudicados.

¿Cree que ligar los incre-
mentos salariales a la producti-
vidad sería beneficioso a la hora
demejorar la competitividad de
las empresas en España?

En nuestro país, desde que
tenemos una negociación co-
lectiva libre y democrática, hace
más de 30 años, la productividad
siempre se ha tenido en cuenta y
ha habido un reparto negociado
de la productividad entre em-
presarios y trabajadores que es lo
que, además, ha permitido a
nuestra economía sortear, enmu-

6 / Cuenta con IGAE

En opinión de



chas ocasiones, crisis importantes,
con un buen nivel de resultados.

Creo que ligar los incrementos
salariales a la productividadapor-
ta equilibrio. Pero es muy impor-
tante tener en cuenta que cuan-
do hablamos de ligar salarios a
productividad no estamos ha-
blando solo de moderación sa-
larial, hablamos también demo-
deración en los márgenes em-
presariales para que cuando las
cosas van bien, los excedentes
de la productividad se destinen a
más inversión y más empleo.

Recientemente se ha apro-
bado en el Congreso la Ley de
Economía Social, la cual consti-
tuía un compromiso del Gobier-
no al inicio de la actual legisla-
tura. ¿Qué aporta esta norma al
ordenamiento jurídico?

Lo que persigue esta Ley, pio-
nera en el ámbito europeo, es
conformar unmarco jurídicomás
seguro para la promoción y el
desarrollo de esta forma de eco-
nomía yde sus organizaciones re-
presentativas. Un aspecto a des-
tacaresqueesta Leydapoderde
participacióna los representantes
de la Economía Social en la ela-
boración depolíticas públicas re-
lacionadas conestamateria, cre-
ando una nueva fórmula de in-
terlocución que antes no existía.

En la Ley de Economía Soste-
nible se han introducidomedidas
que tienen como objetivo in-
centivar a las empresas, organi-
zaciones e instituciones, tanto
públicas, como privadas, a des-
arrollar políticas de promoción
de la responsabilidad social.
¿Considera necesario que deba
existir una vinculación entre la

responsabilidad social empre-
sarial y el empleo, especial-
mente en momentos como los
actuales donde existen elevadas
tasas de desempleo?

En un momento en que nos
planteamos ir hacia un cambio
demodelo productivo sería muy
importante que el mundo em-
presarial incorporara los valores
sociales de la economía social a
los de eficiencia económica. La
reflexión que se está realizando
sobre el cambio demodelo pro-
ductivo no estaría completa sin
incluir los valores empresariales
que contempla la Responsabili-
dad Corporativa en el modelo
de empresas que queremos
para nuestro país.

Las empresas no son compar-
timentos estancos de la sociedad
ni la sociedad puede estar apar-
tada de la empresa. Y en estos
tiemposdecrisis, debemospedir a
lasempresasque tienenbeneficios
que incorporen la corresponsabi-
lidad con el empleo comomedi-
dadeResponsabilidad Social Em-
presarial. Está vinculadaal empleo
y al empleo de calidad, además
deotrosaspectosde las relaciones
laborales que son muy importan-
tes, como la formaciónde los tra-
bajadores y trabajadoras, la se-
guridad y salud laboral o la igual-
dadentrehombres ymujeres yen-
tre colectivos.

¿Puede hacernos una valo-
ración de lo que supone la apro-
bación del Reglamento de la Ley
de Extranjería?

El Reglamento de la Ley Ex-
tranjería es uno de los principa-
les instrumentos con los que
cuenta el Gobierno para ges-

tionar la inmigración y consolida
un modelo basado en la cultu-
ra de la regularidad y vinculado
al mercado de trabajo. El texto,
aprobado el pasado mes de
abril, da respuesta a los nuevos
retos planteados por el cambio
de ciclo migratorio en el que nos
encontramos. El Reglamento
perfecciona los mecanismos de
gestión previstos, pone mayor
énfasis en la integración y forta-
lece la cohesión social.

¿Qué opinión lemerece la la-
bor de la IGAE como órgano de
control interno de la actividad
económico financiera del sector
público estatal y, en particular, la
de la Intervención General de la
Seguridad Social?

Tanto la Intervención General
de la Administración del Estado
como la IntervenciónGeneral de
la Seguridad Social, cada una
de ellas dentro de su campo de
actuación, cumplen con una
labor imprescindible dentro de
una Administración moderna
como es la española. Ambas
realizan una labor fundamental
en el ejercicio de las funciones
que tienen encomendadas por
ley. La primera de ellas, la reali-
zación del control interno, es
una garantía de la buena ges-
tión de los recursos públicos. La
segunda, que atañe a la direc-
ción y gestión de la contabilidad
de los entes que integran la Ad-
ministración General del Estado
y de la Seguridad Social, consti-
tuye un aval de la transparencia
de las cuentas públicas. Sin olvi-
dar la importante labor de ase-
soramiento que también realizan
y que contribuye a garantizar la
seguridad de las actuaciones
de los gestores públicos.
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La reforma de las normas
de consolidación
Enrique Corona Romero y
Virginia Bejarano Vázquez
UNED

1. INTRODUCCIÓN

L
as nuevas normas de con-
solidación se enmarcan en
la reforma contable espa-
ñola que, en cierta forma,

es consecuencia de la aplica-
ción en la Unión Europea de las
normas internacionales de con-
tabilidad que, como habrá
oportunidad de examinar, cons-
tituyen un referente junto a los
restantes antecedentes de las
nuevas normas.

En las normas de consolida-
ción, basadas en la Norma de
Registro y Valoración 19.ª del
Plan General de Contabilidad,
relativa a combinaciones de
negocios, se precisa la definición
de las sociedades del grupo: do-
minante y dependientes, junto a
la obligación de consolidar, y de
las sociedades multigrupo y aso-
ciadas, se establecen las reglas
para la incorporación a las
cuentas anuales consolidadas
de las magnitudes económico-
financieras registradas en las
cuentas anuales individuales de

las sociedades del grupo a tra-
vés del método de integración
global y en el caso de las so-
ciedades multigrupo y asocia-
das mediante el método de in-
tegración proporcional y la
puesta en equivalencia, según
corresponda. Además, se esta-
blecen los contenidos de las
cuentas anuales consolidadas,
que están integradas por seis do-
cumentos: el balance consoli-
dado, la cuenta de pérdidas y
ganancias consolidada, el es-
tado de cambios en el patri-
monio neto consolidado, for-
mado a su vez por el estado de
ingresos y gastos reconocidos
consolidado y el estado total de
cambios en el patrimonio neto
consolidado, el estado de flujos
de efectivo consolidado y la
memoria consolidada.

La limitación del espacio dis-
ponible para este trabajo acon-
seja tratar solo la definición del
grupo de sociedades y la obli-
gación de consolidar en el es-
quema general del método de
integración global realizando

una referencia más pormenori-
zada a algunas cuestiones es-
pecíficas como la consolidación
por etapas, la inversa y la de so-
ciedades dependientes que no
constituyen un negocio, que-
dando sin abordar las definicio-
nes de las restantes sociedades
y procedimientos que intervienen
en la consolidación, el trata-
miento de la moneda extranje-
ra, el método del efecto imposi-
tivo o los modelos de cuentas
anuales consolidadas, entre
otros.

2. ANTECEDENTES

Las normas para la formula-
ción de las cuentas anuales
consolidadas (en adelante:
NOFCAC), aprobadas por Real
Decreto 1159/ 2010, de 17 de
septiembre, por el que se aprue-
ban las Normas para la Formu-
lación de Cuentas Anuales
Consolidadas y se modifica el
Plan General de Contabilidad
aprobado por Real Decreto
1514/2007, de 16 de noviembre

8 / Cuenta con IGAE
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y el Plan General de Contabili-
dad de Pequeñas y Medianas
Empresas aprobado por Real
Decreto 1515/2007, de 16 de
noviembre (en adelante RD
1159/2010), elaboradas de con-
formidad con lo dispuesto en las
Directivas Comunitarias y te-
niendo en consideración las
normas internacionales de in-
formación financiera adopta-
das por los Reglamentos de la
Unión Europea, vienen a sustituir
a las aprobadas por el Real De-
creto 1815/1991, de 20 de di-
ciembre, por el que se aprue-
ban las Normas para formula-
ción de las Cuentas Anuales
Consolidadas (en adelante RD
1815/1991)(1), que ya habían
quedado parcialmente dero-
gadas con la redacción de los
artículos 42 a 49 del Código de
Comercio (en adelante: C. de
Com.) de la Ley 16/2007, de 4
de julio, de reforma y adapta-
ción de la legislación mercantil
en materia contable para su ar-
monización internacional con
base en la normativa de la
Unión Europea, de los que cons-
tituyen el desarrollo reglamen-
tario. La finalidad contable de
estas modificaciones ha sido
poner a disposición de los gru-
pos de sociedades “no cotiza-
dos” que opten por aplicar las
normas españolas un marco

contable armonizado con el
Derecho comunitario(2).

Las NOFCAC son unas normas
complementarias del PGC, con-
formea la disposición final prime-
ra de la Ley 16/2007, que habilita
al Gobierno para que elabore
normas comoundesarrollo de los
aspectos contenidos en los artícu-
los 42 y siguientes del C. deCom.
deconformidadcon lo dispuesto
en las Directivas Comunitarias y,
por tanto, con las normas inter-
nacionales de información finan-
ciera adoptadas por los Regla-
mentos de la Unión Europea, y sin
perjuicio de que la definición de
grupo y de sociedades dispensa-
das de consolidar correspondea
cada Estadomiembro incluso en
relacióncon loquepodríamosde-
nominar “grupos cotizados”, de
acuerdo con la interpretación
efectuadaennoviembrede 2003
por lapropiaComisión Europea(3).

Las nuevas NOFCAC, ade-
más de utilizar como referente la
Séptima Directiva 83/349/CEE
del Consejo, de 13 de junio de
1983, relativa a las cuentas con-
solidadas, transponen a nuestro
Derecho contable el artículo 2
de la Directiva 2009/49/CE del
Parlamento Europeo y del Con-
sejo, de 18 de junio de 2009, por
el que se incorpora un nuevo
apartado 2.bis al artículo 13 de
la Séptima Directiva 83/349/CEE
del Consejo, de 13 de junio de
1983, relativa a las cuentas con-
solidadas: dispensa cabe reseñar
como novedad la exención de
los supuestos en que la sociedad
dominante participe exclusiva-
mente en sociedades depen-
dientes que no posean un inte-
rés significativo, individualmente
y en conjunto, para la imagen
fiel del patrimonio, de la situación
financiera y de los resultados de
las sociedades del grupo.

El dilatado espacio de tiem-
po transcurrido desde la apro-
bación y entrada en vigor de la
Ley 16/2007 y la fecha de apro-
bación de las NOFCAC está re-
lacionado con la necesaria co-
nexión-dependencia del mar-
co normativo señalado, como se
reconoce en la exposición de
motivos del RD 1159/2010 al in-
dicar “la demora en el esclare-
cimiento del marco jurídico de
referencia europeo en materia
de «Combinaciones de nego-
cios» y «Consolidación de esta-
dos financieros», motivó que la
entrada en vigor del Plan Ge-
neral de Contabilidad en los
ejercicios iniciados a partir del 1
de enero de 2008, no fuera
acompañada de la aprobación
de un real decreto que revisase
las Normas para la Formulación

(1) El antecedente del RD 1815/1991 es
la Orden de 15 de julio de 1982 del Mi-
nisterio de Hacienda (de aplicación fa-
cultativa), sin perjuicio de los referentes a
la tributación consolidada existentes en
normas fiscales previas como el Texto Re-
fundido de la Ley del Impuesto general
sobre la renta de sociedades y demás en-
tidades jurídicas, aprobado por Decre-
to 3359/1967, de 23 de diciembre o el
Real Decreto-ley 15/1977, de 25 de fe-
brero, sobre medidas fiscales, financieras
y de inversión pública, entre otras.

(2) En la letra b) del apartado 1 del “ar-
tículo 6. Obligación de consolidar” de las
nuevas NOFCAC se establece la opción,
de acuerdo con el artículo 43 bis del C. de
Com., para aquellos grupos de socieda-
des en los que ninguna de sus sociedades
tiene emitidos valores admitidos a coti-
zación en unmercado regulado de cual-
quier Estado miembro de la Unión Euro-
pea, de aplicar “lo establecido en el Có-
digo de Comercio, en el texto refundido
de la Ley de Sociedades de Capital, en
la demás legislación que sea específica-
mente aplicable y en esta disposición; o
por las normas internacionales de infor-
mación financiera adoptadas por los Re-
glamentos de la Unión Europea.”

(3) COMISIÓNDE LASCOMUNIDADES EU-
ROPEAS (2003): Comentarios referentes a
ciertos artículos del Reglamento (CE)
n.º 1606/2002del Parlamento Europeo ydel
Consejo, de 19 de julio de 2002, relativo a
laaplicacióndenormas internacionales de
contabilidad y de la cuarta Directiva
78/660/CEE del Consejo, de 25 de julio de
1978, y la séptimaDirectiva 83/349/CEE del
Consejo, de 13de junio de 1983 sobre con-
tabilidad. Bruselas, noviembre 2003.
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de Cuentas Anuales Con-
solidadas aprobadas por
Real Decreto 1815/1991,
de 20 de diciembre”. Efec-
tivamente, cabe advertir
que al tiempo de aprobar-
se el PGC se encontraban
en revisión las dos normas
internacionales más estre-
chamente relacionadas
con la consolidación de
estados financieros: la NIC
27 “Estados financieros con-
solidados y separados”; y la
Norma Internacional de In-
formación Financiera (NIIF)
3 “Combinaciones de ne-
gocios”, cuyos textos no se apro-
baron hasta 2008, siendo adop-
tadas por la Unión Europea a tra-
vés de los Reglamentos (CE)
n.º 494/2009 y 495/2009 de la Co-
misión, de 3 de junio de 2009,
que modifican el Reglamento
(CE) n.º 1126/2008 por el que se
adoptan determinadas Normas
Internacionales de Contabilidad
de conformidad con el Regla-
mento (CE) n.º 1606/2002 del
Parlamento Europeo y del Con-
sejo, en lo relativo, respectiva-
mente, a la Norma Internacional
de Contabilidad (NIC) 27 “Esta-
dos financieros consolidados y
separados” y la Norma Interna-
cional de Información Financie-
ra (NIIF) 3 “Combinaciones de
negocios”.

La entrada en vigor de tales
reglamentos de 2009 delimitó
un nuevo conjunto de principios
aplicables en la formulación de
las cuentas anuales consolida-
das correspondientes a los ejer-
cicios iniciados a partir del 30 de
junio de 2009, por los grupos de
sociedades cotizados, circuns-
tancia que hizo aconsejable
abordar la revisión de las NOF-

CAC con la finalidad de poner a
disposición de los grupos de so-
ciedades no cotizados unmarco
contable armonizado con el De-
recho comunitario (Cf. Aparta-
do 1 de la Exposición deMotivos
del RD 1159/2010).

Consecuencia también de
la última redacción de la citada
NIIF 3 en 2008 es la modificación
de la norma de registro y valo-
ración (en adelante NRV) 19.ª
del PGC que, como se verá
posteriormente, constituye un
instrumento esencial en la apli-
cación del método de integra-
ción global.

Entre los antecedentes no se
puede dejar de mencionar la
Nota del Instituto de Contabili-
dad y Auditoría de Cuentas
(ICAC) relativa a los criterios apli-
cables en la formulación de
cuentas anuales consolidadas
según los criterios del Código
de Comercio para los ejercicios
que comiencen a partir de 1 de
enero de 2008, publicada el 27
de noviembre de 2008, que in-
cluyó un análisis de qué reglas
de las contenidas en el RD
1815/1991 seguían siendo apli-

cables a la vista de la nue-
va redacción del C. de
Com. enmateria de conso-
lidación, dada por la indi-
cada Ley 16/2007, durante
los ejercicios 2008 y 2009, an-
tes de que entraran en vigor
las nuevas NOFCAC.

Finalmente, para com-
pletar los antecedentes,
cabe recordar que, ade-
más de las normas de con-
solidación, en la normativa
española también existen
desarrollos de carácter sec-
torial(4). Este es el caso de las

reglas de consolidación de ca-
rácter sectorial aplicables a las
entidades de crédito, contenidas
en la Circular 4/2004, de 22 de di-
ciembre, del Banco de España,
a entidades de crédito, sobre
normas de información finan-
ciera pública y reservada y mo-

La calificación de
una sociedad

dependiente como “no
negocio” implica la
aplicación de unas
reglas de consolidación
distintas de las
previstas en el
supuesto general

(4) El apartado 7 de la Introducción de
las NOFCAC aclara la regla que se debe
aplicar para homogeneizar la información
financiera elaborada a partir de normas
deproducción interna diferentes, o incluso
específicas por razón del sujeto contable,
debido a la coexistencia del PGC-2007
con los criterios sectoriales. Concreta-
mente, qué criterio se debe seguir en la
formulación de las cuentas anuales con-
solidadas de la sociedad dominante,
cuando los criterios aplicados por las de-
pendientes en sus cuentas anuales indi-
viduales, según los criterios sectoriales, di-
fieren de los seguidos por aquélla. La so-
lución se encuentra en el apartado 3 del
artículo 17 de las NOFCAC, en el que se
precisa, en primer lugar: “que si la nor-
mativa específica no presenta opciones
para contabilizar la operación, en todo
caso deberá respetarse el criterio apli-
cado por la dependiente en sus cuentas
individuales. Solo cuando ambosmarcos
establezcan opciones, la norma exige ho-
mogeneizar las valoraciones conside-
rando el criterio aplicado en las cuentas
individuales de la sociedad cuya rele-
vancia en el seno del grupo sea mayor
para la citada operación.
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delos de estados financieros(5),
así como de las normas corres-
pondientes a las entidades ase-
guradoras, que se rigen por el
Real Decreto 1317/2008, de 24 de
julio, por el que se aprueba el
Plan de contabilidad de las en-
tidades aseguradoras(6) o de la
Circular 7/2008, de 26 de no-
viembre, de la Comisión Nacio-
nal del Mercado de Valores, so-
bre normas contables, cuentas
anuales y estados de información
reservada de las Empresas de
Servicios de Inversión, Sociedades
Gestoras de Instituciones de In-
versión Colectiva y Sociedades
Gestoras de Entidades de Capi-
tal-Riesgo, aplicable entre otros

casos, según el apartado 1 de la
norma primera: “a las empresas
de servicios de inversión definidas
en el artículo 64 de la Ley
24/1988, de 28 de julio, del Mer-
cado de Valores y sus corres-
pondientes grupos consolida-
bles, tal como se definen en el ar-
tículo 86 de lamencionada Ley.”

3. ENFOQUE DECONSOLIDACIÓN
ADOPTADO

Es sabido que la técnica de la
consolidación, apoyada en la
definición del “grupo de socie-
dades”, es fruto de una con-
vención que puede responder a
un enfoque-teoría u otro, dando
lugar a una estructura y conte-
nidos de los estados financieros
distinta según el modelo adop-
tado. Tradicionalmente se ha
acostumbrado a aglutinar las
distintas alternativas en dos en-
foques antagónicos: i) enfoque
financiero; y ii) enfoque econó-
mico, sin perjuicio de que en de-
terminados momentos se haya
prestado especial atención a
una alternativa conocida como
teoría financiera B.

En líneas generales, se puede
afirmar que las características
esenciales de cada uno de los
dos enfoques son:

• Teoría financiera: también co-
nocida como “teoría (enfo-
que) de la extensión de la
matriz”, es la que ha predo-
minado en los distintos textos
normativos que se han apro-
bado en nuestro país sobre la
consolidación, a pesar de co-
rresponder con una etapa in-
cipiente o menos evolucio-
nada de la consolidación. Tal

y comopone demanifiesto su
denominación, las cuentas
consolidadas se conciben
como una “extensión” de las
individuales de la sociedad
matriz del grupo, siendo uno
de sus elementos esenciales el
“control legal” ejercido por
esta última, a través de algu-
no de los cauces previstos en
la propia normativa, funda-
mentalmente la posesión de
la mayoría de derechos de
voto o el poder para contro-
lar el órgano de dirección de
una empresa, sobre sus so-
ciedades dependientes, pero
siempre centrando la conso-
lidación en una sociedad do-
minante, si bien ampliada al
conjunto de sociedades sobre
las que se ejerce un control
evidente(7).

• Teoría económica: también
identificada por algunos au-
tores como teoría de la “enti-
dad”, a diferencia de la an-
terior, el grupo, entendido
como una pluralidad de so-
ciedades de capital fuerte-
mente relacionadas, es una
entidad económica distinta e

(5) En el “ámbito de aplicación” de esta
norma se dice que “la Circular es aplica-
ble en la confección de los estados fi-
nancieros individuales y consolidados,
tanto públicos como reservados, de las en-
tidades de crédito y sucursales en España
de entidades de crédito extranjeras”.

Por otro lado, en el apartado 2 de la In-
troducción de las NOFCAC se indica
que: “(...) lógicamente, la relación entre
las distintas normas contables de fuente
interna presenta vínculos más estrechos.
Las diferentes adaptaciones sectoriales
para las entidades financieras apelan a
la aplicación subsidiaria del Plan Gene-
ral de Contabilidad y sus disposiciones de
desarrollo. Del mismomodo, el artículo 3
del real decreto por el que se aprueban
las presentes normas dispone que las ci-
tadas adaptaciones se configuran como
auténtico derecho supletorio ante la au-
sencia de norma o interpretación apli-
cable en el marco de la norma general”.

(6) En la disposición transitoria quinta.
Normas para la formulación de cuentas
de los grupos consolidables de entidades
aseguradoras, se mantiene la vigencia
del Real Decreto 2014/1997, de 26 de di-
ciembre, que “permanecerán en vigor
en tanto no sea objeto de revisión pos-
terior”, circunstancia que no se ha pro-
ducido hasta la fecha. Ver Nota de la Di-
rección General de Seguros y Fondos de
Pensiones relativa a los criterios aplicables
en la formulación de las cuentas anua-
les consolidadas de las entidades ase-
guradoras a partir del ejercicio 2008.

(7) En laOrden de 15 de julio de 1982 del
Ministerio de Hacienda, basada en la teo-
ría financiera de la consolidación, se in-
dicaba que, conforme a esta teoría: “la
consolidación es una extensión o desa-
rrollo de las cuentas de la Sociedad. Se
trata fundamentalmente de sustituir en el
balance de dicha Sociedad los títulos que
ésta tiene, directa o indirectamente, de
las Sociedades dependientes, por los
bienes, derechos y obligaciones corres-
pondientes a aquéllos. Los intereses mi-
noritarios, en el caso de que existan, fi-
gurarán explícitamente en las cuentas
consolidadas, asimilándose a los acree-
dores. En esta concepción, las cuentas
del grupo se inscriben en el contexto de
la Sociedad dominante y no en el grupo
en su acepción más estricta y rigurosa”.
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En el articulado se advierten
diferencias importantes con res-
pecto a las NOFCACderogadas
en el capítulo I, al incluir la defi-
nición de entidades de propósi-
to especial (en adelante EPE) en

el “artículo 2. Presunción de con-
trol” y, en el capítulo II, al regular
las inversiones en sociedades
mantenidas para la venta en el
“artículo 14. Clasificación y va-
loración”.

Por otra parte, en el capítu-
lo III, que regula el método de in-
tegración global, los artículos 22
a 26 hacen una remisión gene-
ral a las reglas para la aplicación

del método de adquisición re-
gulado en la NRV 19.ª del PGC,
para preparar las cuentas anua-
les consolidadas (ver cuadro 4);
también se regula la pérdida
del control en una sociedad de-
pendiente en el artículo 31 y
una serie de situaciones que no
aparecían explícitamente en las
NOFCAC derogadas (ver cua-
dro 2). Finalmente, en relación
con la eliminación de resultados

Análisis
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independiente de la plurali-
dad de personas jurídicas que
la constituyen que, por ende,
tampoco se debe identificar
con su sociedadmatriz o do-
minante. De acuerdo con
esta concepción, la noción
de grupo excedería en gran
medida de la contemplada
por la teoría financiera al dar
cabida no solo a los grupos
de sociedades basados en re-
laciones de subordinación,
sino también a los definidos a
partir de una mera relación
de coordinación, siendo el
objetivo fundamental de la in-
formación económico-finan-
ciera consolidada reflejar la
realidad económica subya-
cente a la pluralidad de per-
sonas jurídicas existentes(8),

todo ello con la consabida di-
ficultad de identificación del
elemento “control”, elemen-
to esencial en la delimitación
del sujeto de la consolida-
ción.

Las características de las nor-
mas de consolidación aproba-
das en España, incluidas las NOF-
CAC, determinan que ninguna
de ellas se puedan adscribir al
cien por cien a ninguna de las
teorías de la consolidación a las
que se acaba de hacer refe-
rencia, a pesar de que en todas
ellas, salvo en las NOFCAC, el re-
gulador contable español haya
declarado una preferencia por
la teoría financiera. En la Intro-
ducción de las NOFCAC, sin em-
bargo, se declara en el contex-

to del método de integración
global que: “exige su agrega-
ción y posterior eliminación bajo
la perspectiva del grupo como
sujeto que informa, y no como la
mera prolongación de las cuen-
tas anuales individuales de la so-
ciedad dominante.”

4. ESTRUCTURA DE LA NORMA

Las NOFCAC presentan una
estructura similar a la de las NOF-
CAC derogadas (RD 1815/1991),
ya que están integradas por: in-
troducción; articulado y anexo
con los modelos de cuentas
anuales. El nuevo articulado
se compone de 6 capítulos,
tal y cómo se indica en el cua-
dro 1.

(8) En este sentido, Álvarez Melcón
[1978; 9-11] precisó que: “no existe un
concepto de grupo que venga delimi-
tado por algún aspecto tanto cualitativo
como cuantitativo que lo califique”.

NORMAS PARA LA FORMULACIÓN DE LAS CUENTAS ANUALES CONSOLIDADAS

CAPÍTULO I Sujetos de la consolidación Arts. 1 a 5
CAPÍTULO II Obligación de consolidar, métodos de consolidación y procedimiento de

puesta en equivalencia Arts. 6 a 14
CAPÍTULO III Método de integración global Arts. 15 a 49
CAPÍTULO IV Método de integración proporcional y procedimiento de puesta en

equivalencia Arts. 50 y 58
CAPÍTULO V Otras normas aplicables a la consolidación Arts. 59 a 73
CAPÍTULO VI Cuentas anuales consolidadas Arts. 74 a 84

Cuadro 1. Estructura de las NOFCAC
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se incorpora el “artículo 47. Re-
clasificación y eliminación de

resultados por aplicación de
ajustes por cambios de valor y el

reconocimiento de subvencio-
nes en el patrimonio neto”.

NORMAS PARA LA FORMULACIÓN DE LAS CUENTAS ANUALES CONSOLIDADAS

Adquisición inversa. Artículo 33
Combinación por etapas. Artículo 26
Adquisición del control sin transferir contraprestación. Artículo 34
Adquisición de una sociedad dependiente que no constituye un negocio. Artículo 38
Combinaciones de negocios entre empresas del grupo. Artículo 40

Cuadro 2. Nuevas operaciones reguladas en las NOFCAC

En el capítulo IV se regula el
método de integración propor-
cional y el procedimiento de
puesta en equivalencia o mé-
todo de la participación, que es
un criterio de valoración en el
que en las nuevas normas se es-
tablece que el fondo de co-
mercio se refleje formando par-
te de la participación puesta
en equivalencia, sin perjuicio del
debido desglose en memoria
consolidada.

El capítulo V se destina al
tratamiento contable de la con-
versión de cuentas anuales en
moneda extranjera y del gasto
por impuesto sobre beneficios en
cuentas anuales consolidadas.
Las normas sobre moneda ex-
tranjera, conforme a la regula-
ción del PGC(9), parten de la dis-
tinción entre moneda funcional,
que es la del entorno económi-

co principal y soportan el riesgo
de cambio, y moneda de pre-
sentación, que en todo caso
será el euro.

La conversión de moneda
funcional a moneda de presen-
tación es similar al “método de
tipo de cambio de cierre” regu-
lado en las antiguas normas de
consolidación, aunque el fondo
de comercio no se valora al tipo
de cambio histórico, ya que se
considera un activo de la socie-
dad dependiente, y las diferen-
cias de conversión se reflejará en
la cuenta de pérdidas y ganan-
cias cuando se recupere total o
parcialmente la inversión, inclu-
so a través de los dividendos.

La contabilización del im-
puesto sobre beneficios en cuen-
tas anuales consolidadas ha am-
pliado notablemente su regula-
ción frente a lo sintético de la an-
tigua, y por supuesto se adapta
a las nuevas reglas del PGC sobre
el particular enfoque de balance
en el método de la deuda.

En el capítulo VI se estable-
cen las reglas para la formula-
ción de las cuentas anuales con-
solidadas, cuyos modelos apa-

recen en el anexo de las NOF-
CAC, incorporando todas las es-
pecificaciones necesarias que se
derivan de los nuevos docu-
mentos (balance; cuenta de
pérdidas y ganancias; estado de
cambios en el patrimonio neto;
estado de flujos de efectivo; y,
memoria consolidados) y con-
tenidos de las cuentas anuales
consolidadas que, por tanto, no
se contemplaban en las NOF-
CAC derogadas.

5. GRUPO DE SOCIEDADES Y
OBLIGACIÓNDE CONSOLIDAR

El grupo de sociedades, ele-
mento esencial de la consolida-
ción de estados financieros, se
regula, conforme al apartado 3
del artículo 1 de las NOFCAC(10),
a partir de la siguiente definición
de control:

A efectos de esta norma se
entiende por control el poder

(9) La exposición de motivos del
RD 1159/2010 especifica que: “Los criterios
que se regulan en las presentes normas
para determinar lamoneda funcional de
una sociedad también son aplicables en
cuentas individuales. Del mismo modo
que los conceptos partidas «monetarias»
y «nomonetarias» que se utilizan en el ca-
pítulo V son los recogidos en la norma de
registro y valoración 11.ª Moneda extran-
jera del Plan General de Contabilidad”.

(10) Como desarrollo de lo establecido
en el apartado 1 del artículo 42 del C. de
Com. según redacción de la Ley 16/2007
que establece: “(...) Existe un grupo
cuando una sociedad ostente o pueda
ostentar, directa o indirectamente, el
control de otra u otras. (...)”.
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de dirigir las políticas finan-
cieras y de explotación de
una entidad, con la finalidad
de obtener beneficios eco-
nómicos de sus actividades.

Para identificar el control se
implementan una serie de pre-
sunciones, incluida una presun-
ción para otra presunción, que
ha sido objeto de una interpre-
tación restrictiva por parte del
ICAC, quizás yendo más allá de
la letra de las NOFCAC y del C.
deCom., que tienen lamisma re-
dacción(11). Así, en la consulta
n.º 1 del Boletín Oficial del Insti-
tuto de Contabilidad y Auditoría
de Cuentas N.º 83/2010 (en ade-
lante BOICAC), sobre la califi-
cación como empresas del gru-
po a los efectos del artículo 42

del Código de Comercio de tres
sociedades participadas al cien
por cien por familiares próximos,
que comparten los mismos ad-
ministradores, pero que no están
participadas entre ellas, el Insti-
tuto tomando como referencia:
i) el apartado 3 de la Norma de
Elaboración de las Cuentas
Anuales (en adelante NECA)
N.º 15. Partes vinculadas –en re-
ferencia a las relaciones de pa-
rentesco– del PGC.; ii) el artícu-
lo 260. Contenido de laMemoria,
del Texto Refundido de la Ley de
Sociedades de Capital (en ade-
lante TRLSC) y la NECA N.º 13.
Empresas del grupo, multigrupo
y asociadas –en referencia a los
grupos de coordinación y cierta
obligación de información– del
PGC; y iii) el apartado n.º 2 del
artículo 2 de las NOFCAC –en lo
relativo a las EPE (entidades con
propósitos especiales), dice que
entre las sociedades descritas en
la consulta no se puede encon-
trar una vinculación por una re-
lación de control de una sobre
otra en los términos del referido
apartado 2 del artículo 2 de las
NOFCAC. Todo ello, sin perjuicio
de que sí pudieran tenerla de
acuerdo con la definición de
empresa del grupo establecida
en la NECA, a los efectos del
PGC cuando las sociedades es-
tén controladas por cualquier
medio por una o varias personas
físicas o jurídicas, que actúen
conjuntamente o se hallen bajo
dirección única por acuerdos o
cláusulas estatutarias, en cuyo
caso, procederá cumplir con el
requisito de información esta-
blecido en la indicación Deci-
motercera del art. 260 del TRLSC.

Además, en el apartado 2 del
artículo 2 de las NOFCAC, como

ya se ha indicado, se incorpora
el caso de las EPE en el que tam-
bién se debe considerar que se
produce el control, aunque la so-
ciedad dominante “posea la
mitad o menos de los derechos
de voto, incluso cuando apenas
posea o no posea participación
alguna en el capital de otras so-
ciedades o empresas, o cuando
no se haya explicitado el poder
de dirección”. En la identifica-
ción de estas entidades como
sociedades del grupo se consi-
derarán, entre otras cuestiones
“la participación del grupo en los
riesgos y beneficios de la enti-
dad, así como su capacidad
para participar en las decisiones
de explotación y financieras de
la misma”. Por otro lado, para
identificar el control se conside-
rará, entre otras circunstancias:

• Si la sociedad dominante ob-
tiene beneficios u otras ven-
tajas de la entidad porque las
actividades de la entidad se
dirigen en nombre y de
acuerdo con las necesidades
de la sociedad dominante, o
porque la sociedad domi-
nante tiene un poder de de-
cisión en la entidad, o se han
predefinido sus actuaciones
[NOFCAC. Art. 2.2. a) y b)].

• Si la sociedad dominante tie-
ne el derecho a obtener la
mayoría de los beneficios de
la entidad y, por lo tanto,
está expuesta a lamayor par-
te de los riesgos derivados
de las actividades de la enti-
dad o retiene para sí, de for-
ma sustancial, lamayor parte
de los riesgos residuales o de
propiedad relacionados con
la entidad o con sus activos
[NOFCAC. Art. 2.2. c) y d)].

(11) El apartado 1 del artículo 2 de las
NOFCACestablece que: “En particular, se
presumirá que existe control cuando una
sociedad, que se calificará como domi-
nante, se encuentre en relación con
otra sociedad, que se calificará como
dependiente, en alguna de las siguientes
situaciones: a) Posea la mayoría de los
derechos de voto. b) Tenga la facultad
de nombrar o destituir a la mayoría de los
miembros del órgano de administración.
c) Pueda disponer, en virtud de acuerdos
celebrados con terceros, de la mayoría
de los derechos de voto. d) Haya desig-
nado con sus votos a la mayoría de los
miembros del órgano de administración,
que desempeñen su cargo en el mo-
mento en que deban formularse las
cuentas consolidadas y durante los dos
ejercicios inmediatamente anteriores. En
particular, se presumirá esta circunstancia
cuando la mayoría de los miembros del
órgano de administración de la sociedad
dominada seanmiembros del órgano de
administración o altos directivos de la so-
ciedad dominante o de otra dominada
por ésta. Este supuesto no dará lugar a la
consolidación si la sociedad cuyos ad-
ministradores han sido nombrados, está
vinculada a otra en alguno de los casos
previstos en las dos primeras letras de este
apartado”, redacción que es idéntica a
la del artículo 42 del C. de Com.
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Un aspecto llamativo de la
norma es que concluye indi-
cando que “si una vez analiza-
das las citadas circunstancias
existen dudas sobre la existencia
del control sobre este tipo de en-
tidades, éstas deberán ser in-
cluidas en las cuentas anuales
consolidadas”.

La existencia del grupo de so-
ciedades determina la obliga-
ción de consolidar, carga que re-
cae sobre la sociedad domi-
nante del mismo, salvo que se
produzca alguno de los tres su-
puestos de exención de dicha
obligación (ver cuadro 3) pre-

vistos en el artículo 7 de las NOF-
CAC y desarrollados, solo los
dos primeros, en el “artículo 8.
Dispensa de la obligación de
consolidar por razón de tamaño”
y en el “Artículo 9. Dispensa de la
obligación de consolidar de los
subgrupos de sociedades”.

Salvo en el caso del tercer su-
puesto, relativo a los grupos sin in-
terés significativo, que no se in-
corpora al articulado de las NOF-
CAC y que es fruto de la incor-
poración al artículo 13 de la
Séptima Directiva 83/349/CEE,
mediante Directiva 2009/49/CE,
de un nuevo apartado 2.bis, po-

cas novedades se pueden
apuntar enmateria de dispensa
en la obligación de consolidar
respecto a lo establecido en las
NOFCAC derogadas, salvo las
relativas, en el caso de los sub-
grupos de sociedades, a que:
solo se impone el requisito de no
cotización en bolsa para la so-
ciedad dominante que solicita la
dispensa; y, que en el caso par-
ticular de que el subgrupo haya
sido adquirido durante el ejerci-
cio, los accionistas o socios que
posean, al menos, una partici-
pación del 90%, declaren de
forma expresa su conformidad
con la dispensa.

NORMAS PARA LA FORMULACIÓN DE LAS CUENTAS ANUALES CONSOLIDADAS

Por razón de tamaño. Art. 43 C. de Com. y Artículo 8 NOFCAC
Subgrupos de sociedades. Art. 43 C. de Com. y Artículo 9 NOFCAC
Grupos que no poseen un interés significativo. Directiva 2009/49/CE

Cuadro 3. Dispensa de la obligación de consolidar

6. MÉTODO DE INTEGRACIÓN
GLOBAL

El método de integración glo-
bal que, deacuerdoconel apar-
tado 2 del “artículo 10. Métodos
aplicables” de las NOFCAC, se
debe aplicar a las sociedades
dependientes (12), tiene como fi-

nalidad ofrecer la imagen fiel del
patrimonio, de la situación finan-
ciera y de los resultados de las so-
ciedades del grupo entendido
como una unidad económica
que informa, sinperjuiciode laexis-
tencia de una pluralidad de per-
sonas jurídicas con sus respectivas
obligaciones de información. De
esta forma, y tal y como estable-
ce el apartado 1 del “artículo 15.
Definición” (en referencia al mé-
todo de adquisición) de las NOF-

CAC, el grupo de sociedades
debe calificar, reconocer, valorar
yclasificar las transaccionesque se
encuentran reguladasen lasNOF-
CAC,deconformidadcon su fun-
damento económico y conside-
rando que el grupo actúa como
un sujeto contable único, con in-
dependenciade la forma jurídica
ydel tratamientocontablequehu-
bieranpodido recibir en las cuen-
tas anuales individuales de las so-
ciedades que lo componen.

Con carácter previo será ne-
cesario seguir una serie de eta-
pas previstas que configuran el
método de adquisición estable-
cido en el apartado 2 de la NRV
19.ª del PGC y que se recogen
en el cuadro 4.

(12) Tras la modificación del C. de Com
según redacción de la Ley 62/2003, de 30
de diciembre, de medidas fiscales, ad-
ministrativas y del orden social, y a dife-
rencia de lo que se establecía en las NOF-
CAC derogadas, el método de integra-
ción global se debe aplicar, en principio
y a excepción de lo que se indica en el
apartado siguiente, a todas las socieda-
des dependientes (NOFCAC. Art. 10.2), al
haber desaparecido los supuestos de
exclusión de sociedades dependientes
del artículo 11 de las NOFCAC deroga-

das. No obstante, se debe tener en cuen-
ta que, excepcionalmente, el método de
adquisición no resultaráaplicable encaso
de sociedadesdependientesque: i) no ten-
gan un interés significativo para la imagen
fiel quedebenofrecer las cuentas anuales
consolidadas; y ii) se debancalificar como
inversiones mantenidas para la venta.
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Para lograr el objetivo anterior,
la aplicación de método re-
quiere incorporar al balance, a la
cuenta de pérdidas y ganancias,
al estado de cambios en el pa-
trimonio neto y al estado de flu-
jos de efectivo y a las partidas de
las que se informe en la memo-
ria de la sociedaddominante del
grupo que, conforme al aparta-
do 1 del “artículo 6. Obligación
de consolidar” de las NOFCAC,
es la obligada a formular las
cuentas anuales consolidadas,
todos los activos, pasivos, ingre-

sos, gastos, flujos de efectivo y
demás partidas de las cuentas
anuales de las restantes socie-
dades que integran el grupo.

Con carácter previo a la in-
tegración de partidas, podría
ser necesario realizar una serie de
homogeneizaciones: i) temporal,
ii) valorativa; iii) por las opera-
ciones internas; y, iv) para reali-
zar la agregación. Por otro lado,
la integración de todas las par-
tidas indicadas con anterioridad
convenientemente homogenei-

zadas, lo más normal es que
provoque una serie de duplici-
dades que habrá que eliminar
en la tercera fase de la consoli-
dación (eliminación de activos-
pasivos, gastos-ingresos, cobros-
pagos, de resultados e inver-
sión-patrimonio neto).

En la figura 1 se representan
destacadas en fondo azul las fa-
ses que se deben seguir, dentro
del proceso de consolidación,
en la aplicación del método de
integración global.

APLICACIÓN DEL MÉTODO DE ADQUISICIÓN DE LA NRV 19.ª DEL PGC

Norma de registro y valoración 19.ª Artículo 22. Aplicación del método de adquisición.
Combinaciones de negocios.
– Identificar la empresa adquirente. Artículo 23. Determinación de la empresa adqui-

rente.
– Determinar la fecha de adquisición. Artículo 24. Fecha de adquisición.
– Cuantificar el coste de la combinación de negocios.
– Reconocer y valorar los activos identificables Artículo 25. Reconocimiento y valoración de los
adquiridos y los pasivos asumidos. activos identificables adquiridos y los pasivos

asumidos de la sociedad dependiente.
– Determinar el importe del fondo de comercio Artículo 26. Fondo de comercio de consolida-

o de la diferencia negativa. ción y diferencia negativa de consolidación.

Cuadro 4. Etapas en la aplicación del método de adquisición-integración global

Figura 1. Fases del proceso de la consolidación

En relación con la primera
fase del proceso de aplicación
del método de integración glo-
bal, la homogeneización, indi-
car que, al igual que en el
RD 1815/1991, sigue consistiendo
en “uniformar”, o en términos de
las NOFCAC en “homogenei-
zar” en todos los sentidos la in-
formación que sirve de base
para la elaboración de los esta-
dos financieros consolidados,
que está contenida en las cuen-
tas anuales individuales de las so-
ciedades integrantes del grupo
(ver figura 1). Los tipos de ho-
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mogeneización contemplados
en los artículos 16 a 19 de las
NOFCAC, tal y como ya se ha in-
dicado, siguen siendo, con al-

gunas diferencias, los mismos
que los establecidos en las NOF-
CAC derogadas. Por ello, y ha-
bida cuenta las limitaciones de

espacio existentes, en el cuadro
5 se recogen las principales di-
ferencias existentes en las NOF-
CAC y las NOFCAC derogadas.

REGLAS DE HOMOGENEIZACIÓN

Temporal (Art. 16). Se contempla la posibilidad que el desfase demenos de 3 meses sea no solo an-
terior sino también posterior (Art. 16.2).
Para el caso de que una sociedad entre o salgo del grupo se establece la obli-
gación adicional a la de la cuenta de pérdidas y ganancias, de elaborar un es-
tado de cambios en el patrimonio neto y de flujos de efectivo referidos exclusi-
vamente a la parte del ejercicio en que dicha sociedad haya formado parte del
grupo (Art. 16.4).

Valorativa (Art. 17). No se exige que los criterios aplicados en la consolidación deban coincidir con
los utilizados por la sociedad dominante en sus cuentas individuales. En línea con
lo anterior, si el grupo realiza actividades diferentes sometidas unas al PGC y otras
a la Circular 4/2004 del Banco de España, o por razón de sujeto contable, se in-
corpora una matización importante por la que se debe respetar las normas es-
pecíficas detallando los criterios empleados y, en caso de que un criterio con-
temple opciones, la homogeneización se realizará considerando el criterio apli-
cado en cuentas individuales de la sociedad cuya relevancia en el seno del gru-
po sea mayor para la operación en cuestión (Art. 17.3).

Por las operaciones
internas (Art. 18). Se mantienen en términos esencialmente coincidentes.
Para realizar la
agregación (Art. 19).

Cuadro 5. Principales diferencias respecto a las NOFCAC derogadas

La siguiente fase del proceso
de la consolidación, la agrega-
ción sigue implicando, al igual
que en las NOFCAC deroga-
das, “sumar” de forma ordena-
da o “línea a línea” y respetan-
do su naturaleza, las distintas
partidas que integran las cuen-
tas anuales individuales de las
sociedades del grupo (domi-
nante-dependientes) que ha-
brán sido homogeneizadas en la
fase anterior. La regulación con-
tenida en las NOFCAC respecto
a esta fase de la consolida-
ción es coincidente con la del
RD 1815/1991, razón por la que

no nos detendremos más en
ella. Con la indicada agrega-
ción se obtendrán unos estados
meramente “agregados” (ver
figura 1) que, por tanto, será pre-
ciso depurar para eliminar esas
duplicidades que siempre se
producirán, y a cuyos efectos se
arbitra la última fase del proce-
so de la consolidación, consis-
tente en la realización de esos
ajustes y eliminaciones condu-
centes a la obtención de las
cuentas anuales consolidadas.

En relación con la última fase
del método de integración glo-

bal (eliminación) se debe ad-
vertir que la finalidad, que sigue
siendo la misma que en las NOF-
CACderogadas, es deshacer las
duplicidades que hubieran po-
dido surgir en la fase de agre-
gación ya que, de lo contrario,
se imposibilitaría el objetivo últi-
mo del método que, como se in-
dicaba al comienzo de este
apartado, es obtener la ima-
gen fiel del patrimonio, de la si-
tuación financiera y de los resul-
tados de las sociedades del gru-
po considerado como una única
entidad económica que infor-
ma. A tal efecto, las nuevas
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NOFCAC establecen las reglas
aplicables en cada uno de los ti-
pos de eliminaciones que se re-
cogen en el cuadro 6.

6.1. Consolidación por etapas

Las reglas aplicables en la
consolidación por etapas, regu-

lada por primera vez en las NOF-
CAC, tienen su antecedente en
el apartado 2.7 de la NRV 19.ª
del PGC.

ELIMINACIONES

Inversión-patrimonio neto. Arts. 21 a 40
De partidas intragrupo. Art. 41
De resultados por operaciones internas. Arts. 42 a 47
Por dividendos internos. Art. 49
Ajuste(13) por adquisición a terceros de pasivos emitidos por otras sociedades Art. 48
del grupo.

Cuadro 6. Tipos de eliminaciones en las NOFCAC

La característica distintiva de
las operaciones determinantes
de la obligación de aplicar las
reglas de la consolidación por
etapas reside en que la socie-
dad adquirente del grupo, ya
sea la dominante y/o una de-
pendiente, no obtiene el control
sobre la sociedad adquirida,
dependiente a partir de ese
momento, en una única trans-
acción sino en varias indepen-
dientes celebradas en fechas
distintas. Esta circunstancia de-
termina que, con carácter pre-
vio a la fecha de primera con-
solidación (fecha de adquisi-
ción, que es la fecha de control),
el grupo tiene una participa-
ción en el patrimonio neto de la
sociedad adquirida que puede
figurar contabilizada como: i)
cartera de negociación (en ra-
ras ocasiones); ii) activo finan-
ciero disponible para la venta
(en adelante AFDV); o, iii) como
una inversión en una empresa
multigrupo o asociada.

Con carácter general, se po-
dría hablar de la adquisición pre-
via de una omás participaciones
en el capital de una sociedad
con una nueva inversión en la fe-
cha de adquisición, determi-
nante del control del grupo sobre
dicha sociedadque, como se ha
indicado, a partir de ese mo-
mento pasa a ser calificada
como sociedad dependiente.
Alternativamente, se podría llegar
a una situación de control sin ne-
cesidad de realizar una inversión
adicional en la fecha de prime-
ra consolidación, en cuyo caso
estaríamos ante un supuesto par-
ticular, reguladoen el “artículo 34.
Adquisición del control sin trans-
ferir contraprestación”, y que si no
existe ninguna participación pre-
via enlaza con el caso de las EPE
al que se ha hecho referencia en
páginas anteriores.

Partiendo del supuesto “ge-
neral”, es decir, que se produzca
una inversión adicional, cabe
destacar la regla establecida en
el apartado 3 del artículo 26 de
las NOFCAC, relativa a que en la

fecha de adquisición, la partici-
pación previa a en el patrimonio
neto de la sociedad que ahora
pasa a calificar como depen-
diente se debe medir por su va-
lor razonable(14) en la fecha de
adquisición, y precisa que la di-
ferencia que pudiera existir entre
el indicado valor razonable y el
valor contable previo por el que
estuviera registrada la participa-
ción en las cuentas anuales indi-
viduales de la sociedad inverso-
ra determinará el reconocimien-
to en la cuenta depérdidas y ga-
nancias consolidada de un be-
neficio o de una perdida(15).

(13) Nótese que se trata de un ajuste y
no de una eliminación.

(14) Cabe recordar la presunción esta-
blecida en el apartado 2.7 de la NRV 19.ª
del PGC, relativa a que el mejor referen-
te para estimar el valor razonable de la
participación previa en la fecha de ad-
quisición es el coste de la combinación
de negocios. No obstante, en caso de
evidencia en contra, se reconoce la po-
sibilidad de utilizar otras técnicas de va-
loración.

(15) En el indicado apartado 3 del artí-
culo 26 de las NOFCAC se establece que
los ajustes valorativos contabilizados di-
rectamente en el patrimonio neto (AFVD)
asociadosaestas inversiones, se transferirán
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En este tipo de consolida-
ción también podrá surgir un
“fondo de comercio” o una “di-
ferencia negativa en combina-
ciones de negocios”, en su caso,
cuyo cálculo se realizará con-
forme a lo establecido en el
apartado 1 del “artículo 26. Fon-
do de comercio de consolida-
ción y diferencia negativa de
consolidación”, del PGC(16).

6.2. Consolidación inversa

Se trata, al igual que en el
caso anterior, de un tipo de
consolidación regulado por pri-
mera vez en las NOFCAC, que
encuentra su antecedente en
la NRV 19.ª del PGC, pudiendo
encontrar referencias a la mis-
ma en varios apartados de la
misma(17). Se estará en sede de
un supuesto de consolidación
inversa cuando se produzca un
intercambio de participacio-
nes en el capital de las socie-
dades, de modo que no se
pueda concluir que los anti-
guos socios de la sociedad do-
minante son los que obtienen
el control de la sociedad de-
pendiente, sino todo lo con-
trario. Es decir, dando preemi-
nencia al fondo económico
de la operación en detrimento
de la apariencia jurídica, las
NOFCAC, al igual que la NRV

19.ª del PGC(18), consideran
que la sociedad adquirente
debe ser la dependiente en lu-
gar de la dominante, como
sucede en el supuesto general,
siendo esta circunstancia la
que deberá prevalecer al rea-
lizar las valoraciones y no la for-
ma o apariencia de la opera-
ción, que no es otra que, con-
secuencia de una combina-
ción de negocios inversa, la so-
ciedad adquirida a la que la
norma califica como “domi-
nante legal” es la dominante
del grupo (NOFCAC Arts. 23.1 y
33 1 y 2).

El “artículo 33. Adquisición in-
versa”, de las nuevas NOFCAC
establece los criterios aplicables
en este tipo de consolidación a
efectos de la formulación del
balance consolidado, de la eli-
minación inversión-patrimonio
neto y de la determinación del
patrimonio neto total que de-
berá figurar en el balance con-
solidado inicial, que se recogen
en el cuadro 7.

a lacuentadepérdidas y ganancias. En el
caso de que la inversión previa se hubiera
calificado como sociedad multigrupo o
asociada, habrá que proceder de acuer-
do con lo establecido en los artículos 22 a
26 de las NOFCAC, por remisión de lo es-
tablecidoenel apartado4del “artículo 58.
Pérdidade la condiciónde sociedadaso-
ciadaomultigrupo,de lasNOFCAC,quees
el que resulta aplicable en estos casos.

(16) El RD 1159/2010 establecen nuevas
reglas aestos efectos que, tal y como se in-
dica en el apartado II de la Exposición de
Motivos del R.D. 1159/2010: “introducenen
este punto una importantemodificación”
respecto a las contenidas en la redacción
original de las NRV 19.ª (modificada en el
mismo sentidoque las nuevasNOFCACen
el repetido R.D. 1159/2010) que, a efectos
de la determinación del fondodecomer-
cio o de la diferencia negativa de conso-
lidación, incorporaban la “simplificación”
de comparar importes medidos en mo-
mentosdiferentes, dadoque las inversiones
previas a la tomade control se valoraban
por su coste en el momento de producir-
se tal inversión,mientras que lapartede los
fondos propios de la sociedad depen-
diente atribuible al total de la inversión, in-
cluidas dichas inversiones previas, se cal-
culaba en la fechadeprimera consolida-
ción, salvo que la participación previa lo
fuera en una empresa asociada o multi-
grupo. Enel apartado11de la Introducción
de las nuevasNOFCAC, por su parte, se in-
dicaque las nuevas reglas, en línea con lo
establecido en las NIC/NIIF vigentes en el
momento de aprobarse el RD 1159/2010,
quierenque lamedicióndeesas dosmag-
nitudes, cuya diferencia dará lugar al re-
conocimientodeun fondodecomercio o
de unadiferencia negativa de consolida-
ción, se realice por sus respectivos valores
razonables en la fechadeadquisición, de-
biendo llevar al resultadoconsolidado ladi-
ferenciaentredichovalor razonable yel va-
lor contable de la participación previa.

(17) Se puede encontrar referencias a
las combinaciones de negocios inver-
sas, entre otros, en los siguientes apar-
tados de la NRV 19.ª del PGC: i) apar-
tado 1, relativo a la identificación de la
empresa adquirente, que en su último
párrafo contempla la posibilidad de
que, en aplicación de los criterios con-
tenidos en dicho apartado, el negocio
adquirido sea el de la sociedad ab-
sorbente, de la beneficiaria o de la que
realiza la ampliación de capital, en
cuyo caso, se indica que se deberá
atender a los criterios establecidos en
las nuevas NOFCAC, si bien, con las ne-
cesarias adaptaciones por razón del su-
jeto que informa; ii) apartado 2.2., re-
lativo a la determinación de la fecha
de adquisición que, para el caso con-
creto de las fusiones y escisiones, esta-
blece que los efectos contables de la
operación deben mostrar el fondo
económico de la misma, que no es otro
que la sociedad adquirente legal o ab-
sorbente es el negocio adquirido y la
sociedad absorbida o adquirida legal
es la sociedad adquirente (inversión de
roles).

(18) Puede encontrarse una referencia
a esta consolidación en el apartado 9
de la Introducción de las nuevas NOF-
CAC, así como en la Exposición de Mo-
tivos del RD 1159/2010, en la que se ar-
gumenta este cambio respecto a lo es-
tablecido en el texto original de la NRV
19.ª del PGC indicando que: “en defini-
tiva, la toma del control sobre la parti-
cipada, frente a la situación en la que
simplemente se ejercía el control con-
junto o una influencia significativa, o se
poseía una mera inversión financiera dis-
ponible para la venta, constituye un
cambio cualitativo en los activos netos
del grupo que exige traer a colación las
reglas aplicables en las permutas co-
merciales y, en consecuencia, la obli-
gación de reconocer el correspondien-
te resultado en la cuenta de pérdidas y
ganancias”.



6.3. Consolidación de no
negocio

Se trata de un tercer tipo de
consolidación regulado por pri-
mera vez en las NOFCAC par-
tiendo de lo establecido en el
apartado 1 de la NRV 19.ª del
PGC, cuya característica fun-
damental reside en que el con-

junto de elementos adquiridos no
constituye un negocio, no pu-
diendo calificar la operación,
por tanto, como una combina-
ción de negocios(19) y, en con-

secuencia, no se puede aplicar
el método de adquisición, salvo
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ELIMINACIÓN INVERSIÓN PATRIMONIO NETO

Se compensa el valor de la participación de la sociedad dominante en el patrimonio neto de la so-
ciedad dependiente con la proporción correspondiente en las partidas de patrimonio neto de esta
última sociedad, ajustando las reservas de la sociedad dominante por la diferencia.

Socios externos: se calcularán a partir de los valores contables de la sociedad dependiente, ante-
riores a la combinación.

FORMULACIÓN DEL BALANCE CONSOLIDADO

• Sociedad dependiente (adquirente): sus activos y pasivos mantienen los valores previos a fecha de
adquisición, sin perjuicio de ajustes por homogeneización que proceda.

• Sociedad dominante (adquirida), excluida la participación en sociedad dependiente: sus activos
y pasivos se valorarán conforme al artículo 25 de las NOFCAC (método de adquisición). Los ajus-
tes derivados de dicha valoración se reflejarán en las reservas de la sociedad dominante.

• Fondo de Comercio o diferencia negativa (de la sociedad dominante): se determinará conforme
al artículo 26 de las NOFAC, teniendo en cuenta que:
– Los ajustes que se deban practicar se reflejarán en las reservas de la sociedad dominante (so-
ciedad adquirida).

– El valor razonable en la fecha de adquisición de la contraprestación transferida por la sociedad
adquirente por su participación en la sociedad adquirida, a efectos contables, se basa en el nú-
mero de instrumentos de patrimonio de la adquirente que habría sido necesario emitir para dar
a los antiguos propietarios de la adquirida el porcentaje de instrumentos de patrimonio que po-
seen de la dominante legal después de la adquisición inversa.

– La contraprestación transferida se comparará con el cien por cien del patrimonio neto de la so-
ciedad dominante (sociedad adquirida), una vez incorporados los ajustes derivados de la apli-
cación del artículo 25 de las NOFCAC para el negocio adquirido.

IMPORTE TOTAL DEL PATRIMONIO NETO EN EL BALANCE CONSOLIDADO INICIAL

Es la suma del valor contable del patrimonio neto de la sociedad dependiente (sociedad adquirente),
y el valor razonable de los activos y pasivos identificables de la sociedad dominante (sociedad ad-
quirida), excluida la participación en la sociedad dependiente, y el fondo de comercio de consoli-
dación o diferencia negativa de consolidación.
En el patrimonio neto consolidado, la cifra de capital será la correspondiente a la sociedad dominante
legal, adquirida a efectos contables.

Cuadro 7. Reglas aplicables en la consolidación inversa

(19) Conforme al apartado 1 de la NRV
19.ª del PGC, se debe entender que una
operación es una combinación de ne-
gocios si una empresa adquiere el con-

trol de uno o varios negocios, definién-
dose a continuación el negocio como:
“un conjunto integrado de actividades y
activos susceptibles de ser dirigidos y
gestionados con el propósito de propor-
cionar un rendimiento, menores costes u
otros beneficios económicos directa-
mente a sus propietarios o partícipes”.
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en todos aquellos aspectos que
no se opongan a lo previsto en
las NRV.

De acuerdo con lo estable-
cido en el apartado 1 del artí-
culo 38 de las NOFCAC(20), en
cuentas anuales consolidadas
los elementos patrimoniales de la
sociedad dependiente (adquiri-
da), que no se integran en un ne-
gocio, figurarán valorados por el
importe resultante de aplicar las
reglas establecidas al efecto en
la NRV del PGC que resulte apli-
cable a cada una de ellos, tan-
to en la fecha de incorporación
al grupo como en ejercicios pos-
teriores, hasta su enajenación o
disposición por otra vía(21).

La calificación de una socie-
dad dependiente como “no ne-
gocio” implica la aplicación de
unas reglas de consolidación
distintas de las previstas en el su-
puesto general (identificación
de aquélla con un negocio),
fundamentalmente en relación
con la distribución del valor con-
table de la participación ad-
quirida que, de acuerdo con el
apartado 2 del artículo 38 de las
NOFCAC, y a diferencia del su-
puesto general(22), se debe dis-

tribuir en función del valor razo-
nable relativo de los distintos
elementos patrimoniales que in-
tegran el “no negocio”, sin que
proceda, por lo tanto, el reco-
nocimiento de un fondo de co-
mercio o de una diferencia ne-
gativa de consolidación.

Se debe advertir que, en la
práctica, podría darse la hipó-
tesis de adquisición de socie-
dades dependientes “mixtas”, es
decir, sociedades integradas
por un negocio junto con una
serie de elementos patrimonia-
les que no cumplen la definición
de negocio. En tales circuns-
tancias, habrá que aplicar ínte-
gramente la NRV 19.ª del PGC
por remisión del artículo 22 de las
NOFCAC, para la contabiliza-
ción de la parte de la sociedad
dependiente adquirida consti-
tutiva de negocio, mientras que
para la contabilización de los
elementos patrimoniales que no
se pueden incluir en el negocio
habrá que atenerse a las re-
glas específicas que se acaban
de indicar.

La contraprestación entre-
gada a cambio del conjunto
adquirido (negocio más resto
de elementos patrimoniales) se
deberá distribuir entre ambos
componentes, pudiendo reco-
nocer un fondo de comercio o
una diferencia exclusivamente
por la parte correspondiente al
negocio. A estos efectos, los ele-

mentos patrimoniales que no
constituyen negocio se pueden
identificar como una “transac-
ción separada” de las previstas
en el apartado 2.8. Registro y va-
loración de las transacciones
separadas de la NRV 19.ª del
PGC, en el que se prevé que:
“adquirente y adquirida pue-
den tener una relación previa a
la combinación de negocios o
pueden iniciar un acuerdo se-
parado de la combinación de
negocios de forma simultánea a
ésta. En ambos casos la adqui-
rente identificará las transaccio-
nes separadas que no formen
parte de la combinación de ne-
gocios, que deberán contabili-
zarse de acuerdo con lo previs-
to en la correspondiente norma
de registro y valoración y, origi-
nar, en su caso, un ajuste en el
coste de la combinación”. De
acuerdo con lo indicado, pare-
ce que se deberá atribuir a los
elementos patrimoniales no in-
tegrados en el negocio su valor
razonable y el resto de la con-
traprestación se deberá consi-
derar la contraprestación del
negocio y, a partir de éste, se de-
terminará el importe del fondo
de comercio o, en su caso, de la
diferencia negativa de consoli-
dación.

En relación con la atribución
a los socios externos de su parti-
cipación en el patrimonio neto
de la sociedad dependiente
que no constituye un negocio, el
artículo 38 de las NOFCAC es
parco en palabras, limitándose a
indicar que “se seguirá el criterio
general regulado en las presen-
tes normas”.

(20) El apartado 2 del artículo 22 de las
NOFCAC reza: “sin embargo, cuando el
conjunto de elementos patrimoniales de
la sociedad adquirida no constituya un
negocio (…), la eliminación inversión-
patrimonio neto se realizará aplicando los
criterios establecidos en (los) artícu-
lo(s) 38(…) de la presente norma,(….)”.

(21) Se sigue, por tanto, regla general
sobre mantenimiento de valores iniciales
una vez que se haya producido la rela-
ción dominante-dependiente.

(22) En el método de adquisición se
debe comparar el coste de la combi-
nación de negocios con el valor resul-
tante de aplicar dicho método (de ad-
quisición) a los activos identificables ad-

quiridos y los pasivos asumidos de la so-
ciedad dependiente, con carácter ge-
neral el valor razonable. La diferencia re-
sultante de tal comparación se califica-
rá como un “fondo de comercio de
consolidación” o una “diferencia nega-
tiva de combinaciones de negocios”, se-
gún el signo.



La recientemente publica-
da Ley de Economía Sos-
tenible(1) aborda en su dis-
posición final decimosexta

una sustancial reforma del régi-
men contenido en la Ley de
Contratos del Sector Público
(LCSP)(2) de modificación de los
contratos.

La trascendencia de esta re-
forma deriva no solo de su inci-
dencia sobre un número impor-
tante de artículos (se modifican
más de una veintena de artícu-
los de la LCSP y se introducen en
su texto cuatro artículos nuevos)
sino, principalmente, por las li-
mitaciones que introduce en el
ius variandi, elemento esencial
para la caracterización con-
ceptual del contrato adminis-
trativo y que, más que constituir
una potestad de último recurso,
constituye una de las bases en
que se asienta la gestión ordi-
naria de algunos tipos de con-
tratos públicos. Desde un punto
de vista teórico, la nueva regu-
lación de las modificaciones
contractuales suscita la cues-
tión de en qué medida sigue
siendo válida la caracterización
del contrato administrativo como
categoría ontológicamente dis-
tinta al contrato privado. Por
otra parte, la práctica de la ges-
tión contractual del sector pú-
blico tiene necesariamente que
ajustarse a una capacidadmás
limitada de intervención sobre la

definición de las prestaciones a
ejecutar, una vez que haya sido
adjudicado el contrato, cuestión
que también repercutirá en el
modo en que los licitadores for-
mularán sus ofertas.

El Consejo de Estado, en su
dictamen sobre el anteproyecto,
señaló que “la valoración global
del régimen proyectado es po-
sitiva. Ha sido una preocupa-
ción tradicional del Consejo de
Estado al informar los expedien-
tes demodificación contractual
que ésta pudiera ser empleada
para encubrir ‹prácticas viciosas›
susceptibles de ‹frustrar los prin-
cipios de publicidad y concu-
rrencia proclamados por la le-
gislación de contratos públicos›.
... La regulación en preparación
contribuye a evitar este defecto,
toda vez que se restringen las cir-
cunstancias que pueden dar lu-
gar a la modificación contrac-
tual y el alcance que puede te-
ner si no está prevista en la do-
cumentación de la licitación,
mientras que, de estar contem-
plada en ella, lamodificación no

(1) Ley 2/2011, de 4 de marzo, de Eco-
nomía Sostenible (BOE de 5 demarzo de
2011).

(2) La disposición final decimosexta
también afecta o retoca las normas re-
lativas al ámbito de contratos excluidos
de la norma, al contrato de colabora-
ción entre el sector público y el sector
privado, la garantía provisional, y la con-
tratación de prestaciones complemen-
tarias, e introduce una referencia a la
colaboración público privada “institu-
cional”. Además, la Ley de Economía
Sostenible incorpora otras previsiones re-
lativas a la contratación pública en los
artículos 37 y 38 –integrantes del capítulo
V del título I, rubricado “contratación pú-
blica y colaboración público pivada”–;
en relación con la financiación de los
contratos de colaboración entre el sec-
tor público y el sector privado, la dispo-
sición final décimo séptima modifica los
artículos 114 y 115 de la Ley General Pre-
supuestaria en materia de avales del Es-
tado.

La reforma del régimen
de modificación de los
contratos públicos
Bernardino Pérez Crespo
Administrador Civil del Estado
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atenta contra el principio de
concurrencia, pues todos los li-
citadores conocen antes de par-
ticipar en el procedimiento de
adjudicación en qué circuns-
tancias y porcentaje la modifi-
cación puede llegar a producir-
se una vez suscrito el contrato”.

1. LA MODIFICACIÓN DE LOS
CONTRATOS PÚBLICOS EN EL
DERECHO COMUNITARIO

Una vez más, los condicio-
nantes de una reforma de la le-
gislación de contratos públicos
han de buscarse en el ámbito
europeo. La peculiaridad del
presente caso, sin embargo, ra-
dica en que la inmisión comuni-
taria se produce en un campo
de regulación que tradicional-
mente había sido considerado
como situado extramuros del
área sobre la que se proyecta el
interés de la regulación europea
de contratos públicos.

a) La regulación española en
materia de modificación de
los contratos administrativos a
la luz del derecho comunitario

De acuerdo con la caracte-
rización de las directivas de con-
tratos públicos como normas
que regulan los procedimientos
a seguir para su adjudicación y
las condiciones de capacidad
de los contratistas, la modifica-
ción de los contratos –expresión
de la potestas variandi de la
Administración y como tal inser-
ta en el área regulatoria cuyo
objeto, según la caracterización
tradicionalmente adoptada por
nuestras leyes de contratos, son
los “efectos y extinción” del ne-

gocio, en contraposición a su
“preparación y adjudicación”–
había venido siendo considera-
da como un “indiferente jurídico”
para el derecho comunitario de
la contratación(3).

Esta valoración parecía un
dato asumido pacíficamente en
el marco del ininterrumpido en-
frentamiento dialéctico mante-
nido entre la Comisión y la Ad-
ministración española sobre la
normativa contractual; por ello,
a pesar de que nuestra legisla-
ción ha estado sometida a un
continuo y detallado escrutinio,
la regulación del ius variandi no
fue nunca cuestionada por los
servicios de la Comisión. Solo a fi-
nales de 2006, con ocasión de la
elaboración de la norma de
transposición de la directiva
2004/18 (LCSP), se puso formal-
mente sobre la mesa la posibili-
dad de que la normativa espa-
ñola sobre modificaciones de
los contratos administrativos no
se ajustase al derecho comuni-
tario, a pesar de que la regula-
ción del anteproyecto se limita-
ba a reiterar las disposiciones
de la ley entonces vigente (Ley
de Contratos de las Administra-
ciones Públicas), incorporando
unas normas que traían su ori-
gen, sin modificaciones sustan-
ciales, de la Ley deContratos del
Estado de 1965. Con la prepa-
ración de un nuevo texto legal
sobre contratos públicos, la Co-

misión planteó unas inespera-
das reticencias, siendo así que el
marco regulatorio, tanto en su
vertiente nacional (LCSP), como
en su vertiente europea (directi-
va 2004/18), no había experi-
mentado ninguna variación res-
pecto a sus antecedentes en lo
que se refiere al tratamiento de
la materia.

La posición de la Comisión se
apoyaba en la entonces relati-
vamente reciente sentencia del
Tribunal de Justicia (en adelante,
TJ) de 29 de abril de 2004 (asun-
to C-496/99 P, CAS Succhi di
Frutta SpA) y se formalizó en
unas observaciones al proyecto
de Ley de Contratos del Sector
Público remitidas por carta de 16
de diciembre de 2006, plantea-
das de forma no excesivamen-
te estructurada y que en algún
punto entraban en abierta con-
tradicción con la base jurídica
alegada(4).

A pesar de lo intempestivo de
la observación(5), el Grupo So-
cialista en el Congreso, me-
diante enmienda, intentó incor-
porar al proyecto de LCSP –en la
medida en que lo permitieron un
texto estructuralmente cerrado,
una tramitación parlamentaria
en un estado avanzado y un pa-
rámetro de referencia tan poco

(3) La argumentación del primer mo-
tivo de casación alegado por la Comi-
sión en el asunto Succhi di Frutta
(c-496/99 P), “leading case” en materia
de modificación de contratos públicos,
responde en gran medida a esta idea
(puede verse una síntesis en los aparta-
dos 15 a 19 de la sentencia de 29 de
abril de 2004).

(4) La discordancia más llamativa, con
repercusiones en la redacción dada al
artículo 202 LCSP, radicaba en presentar
como requisitos cumulativos las condi-
ciones de validez de las modificaciones
contractuales configuradas por la STJ de
29/04/2007 como alternativas (no alterar
elementos esenciales del contrato o
haber sido puestas en conocimiento de
los licitadores).

(5) Ha de recordarse que el proyecto
de LCSP había sido remitido a las Cortes
Generales en el mes de julio de 2006.
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concluyente y escasa-
mente articulado como las
observaciones enviadas en
diciembre de 2006– el nú-
cleo de la doctrina Succhi
di Frutta. La adaptación se
realizó fundamentalmente
en el artículo 202 del texto
legal, en el que se trataron
de deslindar los supuestos
de modificación contrac-
tual y de contratación de
prestaciones complemen-
tarias –a efectos de some-
ter cada uno de ellos a sus
regímenes respectivos– y
recoger los criterios juris-
prudenciales de validez de
las alteraciones de los tér-
minos contractuales –in-
tangibilidad de las condiciones
esenciales del contrato; puesta
en conocimiento de los licita-
dores de la posibilidad de mo-
dificar el contrato–(6). Un ajuste
genérico, basado en remisio-
nes al artículo 202, se realizó en
los artículos de la ley que aplican
a las figuras contractuales es-
pecíficas la regulación general
sobre modificaciones del con-
trato. Los condicionantes propios
del procedimiento legislativo ex-
plican que la recepción de la
doctrina jurisprudencial no se
pudiese realizar mediante un
replanteamiento global del sis-
tema legal.

La nueva regulación fue
considerada insuficiente por la

Comisión, que abrió formal-
mente un procedimiento de in-
fracción mediante carta de
emplazamiento fechada el 8 de
mayo de 2008, continuado pos-
teriormente por un dictamen
motivado de fecha 2 de di-
ciembre de 2008. Finalmente, el
19 de diciembre de 2009, el
Colegio de Comisarios decidió
autorizar la presentación de
una demanda de infracción
ante el TJ contra el Reino de Es-
paña que no llegó a formali-
zarse ante la comunicación de
que la Ley de Economía Soste-
nible modificaría las normas
cuestionadas.

Ha de señalarse, en todo
caso, que la tacha de ilegali-
dad puesta a la normativa es-
pañola no se ha ventilado úni-
camente en el plano de los
análisis de tipo jurídico, sino que,
trascendiendo esas coordena-
das formales, ha interferido de
forma relevante en la disponi-
bilidad de fondos estructurales
comunitarios.

b) La modificación de los
contratos públicos en
el derecho europeo

La doctrina comunitaria
sobre modificación de los
contratos es un producto ju-
dicialmente creado, que
se ha ido decantando en
diversos fallos del TJ a partir
de la sentencia Succhi di
Frutta(7) (apartados 108 ss).

La posición del Tribunal
en este fallo se asienta en
los principios de igualdad
de trato entre los licitadores
y de transparencia. Según
la sentencia, “el principio de
igualdad de trato ...impone

que todos los licitadores dispon-
gan de las mismas oportunida-
des al formular los términos de sus
ofertas e implica, por tanto, que
éstas estén sometidas a las mis-
mas condiciones para todos los
competidores” (apartado 110). El
principio de transparencia, por su
parte, “implica que todas las
condiciones y modalidades del
procedimiento de licitación es-
tén formuladas de forma clara,
precisa e inequívoca en el anun-
cio de licitación o en el pliego de
condiciones, con el fin de que,
por una parte, todos los licita-
dores razonablemente informa-
dos y normalmente diligentes
puedan comprender su alcance
exacto e interpretarlos de la mis-
ma forma y, por otra parte, la en-
tidad adjudicadora pueda com-
probar efectivamente que las
ofertas presentadas por los lici-
tadores responden a los criterios
aplicables al contrato de que se
trata” (apartado 111).

(6) Como se ha señalado en la nota 4,
el artículo 202 no establece el carácter
alternativo de estos parámetros. La
cuestión fue precisada por la Junta Con-
sultiva de Contratación Administrativa
en su informe 43/08, de 28 de julio de
2008, emitido en respuesta a una amplia
consulta del Interventor General de la
Administración del Estado.

(7) Sentencia de 29 de abril de 2004,
asunto C-496/99 P.

La trascendencia
de esta reforma

deriva no solo de su
incidencia sobre un
número importante de
artículos, sino,
principalmente, de las
limitaciones que
introduce en el
ius variandi
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De las exigencias derivadas
de los dos principios, el TJ dedu-
ce que existe una vinculación
del poder adjudicador a las ba-
ses de licitación que, exten-
diéndosemás allá del momento
de adjudicación, se mantiene a
todo lo largo de la vida del con-
trato(8), y que determina que
las modificaciones del mismo
solo puedan admitirse de forma
excepcional en dos supuestos ta-
sados: si no implican una altera-
ción de condiciones esenciales
de la licitación o si la posibilidad
de que el contrato se vea mo-
dificado en el futuro ha sido ex-
presamente prevista en el la do-
cumentación contractual sobre
la que versa la licitación.

Además de Succhi di Frutta,
la Comisión ha manejado otras
dos sentencias a efectos de pre-
cisar –especialmente en lo que
se refiere al límite de no altera-
ción de condiciones sustancia-
les– lo que debe ser el conteni-
do de una regulación de las
modificaciones contractuales
acorde con los postulados del
derecho comunitario(9):

• La sentencia de 19 de junio de
2008 (asunto C-454/06, Pres-
setext Nachrichtenagentur

GMBH), en cuanto establece
el criterio de que lamodifica-
ción, además de no alterar
condiciones esenciales, ha
de suponer “unajustemínimo”
que “se justifique de manera
objetiva” (apartado 61).

• La sentencia de 13 de enero
de 2005 (asunto C-84/03,Co-
misión/España), en cuanto
atribuye un carácter sustan-
cial a las modificaciones que
excedan de un 10 por 100 del
precio inicial del contrato
(apartado 49).

c) Consideraciones críticas

La cuestión de la admisibili-
dad de lasmodificaciones de los
contratos constituye, en última
instancia, un problema de deli-
mitación del ámbito funcional de
aplicación de las directivas co-
munitarias de contratos. Esta
perspectiva –omitida en la sen-
tencia Succhi di Frutta al no re-
sultar de aplicación las directi-
vas(10)– es correctamente resal-

tada en la sentencia Pressetext.
Como señala su apartado 29, se
trata de determinar “en esencia,
en qué condiciones puede con-
siderarse que las modificaciones
de un contrato existente entre
una entidad adjudicadora y un
prestador de servicios constituyen
una nueva adjudicación de un
contrato público... en el sentido
de la Directiva”.

En ausencia de normas es-
pecíficas sobre el particular en
las propias directivas(11), los cri-
terios comunitarios sobre la ad-
misibilidad de las modificaciones
contractuales son una pura
construcción jurisprudencial que
intenta precisar hasta que pun-
to las alteraciones o modula-
ciones de una determinada re-
lación contractual se encuen-
tran amparadas por la adjudi-
cación anterior.

La primera consideración a re-
alizar es de carácter técnico: si la
doctrina jurisprudencial ha de
descansar mínimamente en la
norma de referencia, esta apo-
yatura solo puedeencontrarse en
el mismo concepto de contrato
público. Es decir, lo procedente
sería examinar en quemedida la

(8) “Corresponde por tanto a la ... enti-
dad adjudicadora, cumplir estricta-
mente los criterios que ella misma ha
establecido, no solo durante el procedi-
miento de licitación propiamente dicho,
que tiene por objeto la evaluación de
las ofertas y la selección del adjudicata-
rio, sino, más en general, hasta la finali-
zación de la fase de ejecución del
contrato de que se trata” (apartado 115
de la sentencia de 29 de abril de 2004).

(9) Observaciones a la reforma de la
normativa contractual abordada en el
proyecto de Ley de Economía Sosteni-
ble, enviadas por carta de 16 de marzo
de 2009.

(10) Sucintamente expuesto, en Succhi
di Frutta se controlaba una actuación
consistente en el suministro gratuito a Re-
públicas ex-soviéticas de zumos de frutas
y confituras. Los alimentos a suministrar
por los adjudicatarios debían abonarse
en especie por la Comisión, mediante
entregas de ciertas frutas. En período de
ejecución del contrato se sustituyó el tipo
de fruta en que consistía el pago, por
falta de disponibilidad. Las disposiciones
de referencia en el presente asunto eran
los Reglamentos reguladores de la ac-
ción, en los que no se preveía la modifi-
cación realizada; la cuestión hubiera
podido resolverse, con mayor sencillez y
sin necesidad de remontarse a los princi-
pios de la contratación pública, apli-
cando directamente esas disposiciones:
hubiera bastado con las consideracio-
nes efectuadas en los apartados 114
–“en tales circunstancias, debe conside-

rarse que las estipulaciones de dichos re-
glamentos constituyen el marco en el
que ha de desarrollarse todo el procedi-
miento”– y 117 –“la entidad adjudica-
dora no podía, tras la adjudicación del
contrato (y además) mediante una de-
cisión cuyo contenido deroga las estipu-
laciones de los reglamentos adoptados
con anterioridad, modificar una condi-
ción (importante) de la licitación–” Los
paréntesis indican precisiones a mi juicio
prescindibles. El subrayadomarca el que
creo hubiera debido ser el punto clave
en Succhi di Frutta.

(11) “La directiva... no contiene una res-
puesta explícita a estas cuestiones”:
apartado 30 de la sentencia Pressetext.



modificación planteada desvir-
túa el negocio celebrado ante-
riormente, y configura un nuevo
contrato que, consecuente-
mente, debe ser sometido a una
nueva licitación. Los pronuncia-
mientos del TJ obvian este esca-
lón y directamente sitúan el pro-
blema en el ámbito de la adju-
dicación, examinando la cues-
tión desde la perspectiva de los
principios (igualdad de trato y
transparencia) aplicables a la
misma. Ese paso previo por el
concepto de contrato parece in-
dispensable –como se desarro-
llará posteriormente– a efectos
de establecer criterios para apre-
ciar el carácter sustancial de las
modificaciones y también para
incorporar a la valoración global
de la situación el tratamiento
que ha de darse al contrato que
debe ser modificado y a los inte-
reses del primer contratista en
aquellos casos en que no pueda
procederse a la modificación
contractual(12).

Una segunda reflexión, desde
la perspectiva de la política le-
gislativa, versa sobre la viabilidad
y oportunidad de una aproxi-
mación jurisprudencial a la cues-
tión. Deferir al desarrollo jurispru-
dencial una delimitación que
condiciona de forma tan rele-
vante la aplicabilidad de las di-
rectivas de contratos no parece
un planteamiento que pueda re-
cibir una valoración favorable
desde el punto de vista de la se-
guridad jurídica(13).

Se encuentran, en primer lu-
gar, las limitaciones que, con
carácter general, presenta la
construcción judicial del derecho
debido a su vinculación al caso
concreto: los criterios no se
adoptan tras una reflexión abs-
tracta en la que se tome en
consideración todo el abanico
de posibles intereses que even-
tualmente pueden llegar a con-
fluir en un determinado proble-
ma, sino que es una decisión que
atiende a la concreta combi-
nación de intereses que está en
juego en el caso examinado; ello
determina una siempre difícil ex-
trapolación de las soluciones
adoptadas, lo que redunda, fi-
nalmente, en una acusadamo-
vilidad de la doctrina jurispru-
dencial(14).

La jurisprudencia del TJ pre-
senta los problemas adicionales
de una insuficiente motivación
de los criterios adoptados y una
utilización poco rigurosa del an-
tecedente.

Por otra parte, la ausencia de
disposiciones en las directivas que
deban ser incorporadas a los de-
rechos nacionales es gravemen-
te obstativo a un tratamiento ho-
mogéneo de la cuestión a nivel

europeo: los sistemas de contra-
tación que no regulen específi-
camente la modificación de los
contratos públicos –limitándose a
aplicar normas generales o pre-
visiones incluidas en los propios
pliegos–pueden llegar a ser “opa-
cos” al control de las instituciones
comunitarias, que solo podría
efectuarse a través de la verifi-
cación de casos concretos; por
último, es fácilmente comprensi-
ble –y compartible– la resistencia
de los Estados miembros a incor-
porar como derecho nacional
criterios judiciales fragmentarios y
que no pueden todavía ser re-
putados doctrina consolidada(15).

(12) Cuestión ésta que no parece pre-
ocupar al Tribunal de Justicia en Succhi
di Frutta (apartados 124 ss. y, especial-
mente, el corolario en el apartado 128).

(13) Lo mismo ocurre con otros con-
ceptos que afectan a la delimitación

del ámbito de aplicación de las normas
de contratos: la contratación interna o
“in house” o la colaboración institucio-
nal entre entidades públicas. También
puede estimarse que ocurre lo mismo,
en la medida en que la interpretación ju-
risprudencial ha subvertido el tenor lite-
ral de las directivas dando lugar a un
desarrollo en gran parte autónomo, en
el caso del concepto de “organismo de
derecho público” en cuanto “poder ad-
judicador”.

(14) Por mantenernos en el mismo
rango de ejemplos que en la nota 6, solo
ha de pensarse en la evolución de la
doctrina de la contratación “in house”.

(15) La escasa cristalización de la doc-
trina se aprecia fácilmente repasando el
procedimiento de infracción abierto por
la Comisión al Reino de España. Tras más
de dos años de contencioso, en el que
se intercambiaron cuatro documentos
formales (carta de emplazamiento y dic-
tamen motivado, y sus respectivas con-
testaciones), además de celebrarse
varias reuniones y cruzarse notas e infor-
mes, en las últimasobservacionesenviadas
por la Comisión el 16 de marzo de 2009 se
hacía referencia a dos nuevos condicio-
nantes no aludidos anteriormente: la ne-
cesidad de que las modificaciones fueran
“mínimas” y “objetivamente justificadas”
–con base en la sentencia Pressetext, de
junio de 2008– y la consideración como
sustancial de las modificaciones que ex-
cedan el 10 por 100 del importe del con-
trato –con fundamento en la sentencia
Comisión/España, de enero de 2005–.

En Pressetext 36, se advierte la con-
fusión entre contratación de prestacio-
nes complementarias y modificación
contractual: “la modificación de un
contrato inicial puede considerarse sus-
tancial cuando amplia el contrato, en
gran medida, a servicios inicialmente no
previstos”. Que se trata de un supuesto
de contratación de prestaciones com-
plementarias se confirma en la frase que
sigue a la anterior: “Esta última interpre-
tación queda confirmada en el artí-
culo 11, apartado 3, letras e) y f), de la
Directiva 92/50, que impone, para los
contratos públicos de servicios que ten-
gan por objeto, exclusiva o mayoritaria-
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2. LA REGULACIÓN DE LAS
MODIFICACIONES DE LOS
CONTRATOS TRAS LA LEY
DE ECONOMÍA SOSTENIBLE

Partiendo de la doctrina eu-
ropea, el nuevo régimen de las
modificaciones contractuales se
asienta en las siguientes premisas:

a) La distinción entre la
modificación del contrato
y la contratación de presta-
ciones complementarias

A lo largo del procedimiento
de infracción, desde la Comisión
se hizo llegar su clara preferencia
por que se recondujese la regu-
lación de las modificaciones del
contrato a la de contratación de
prestaciones complementarias,
alegando quemuchos supuestos
de “modificados” respondían
más bien a los casos definidos en
la directiva como de contrata-
ción de obras o servicios com-
plementarios y que el concepto
de prestación complementaria
integraba demanera completa
el demodificación del contrato.
El hecho de que las directivas
proporcionen una base jurídica
formalizada a la contratación
complementaria explica la op-
ción por este tratamiento.

Dejando al margen las claras
diferencias conceptuales entre
“contrato modificado” y “pres-
tación complementaria”, es evi-
dente que los problemas que sol-
venta la modificación contrac-

tual no siempre pueden resol-
verse por la vía de contratar
prestaciones adicionales. Por
ello, el compromiso asumido fue,
más que integrar ambos su-
puestos (lo que significaría re-
nunciar a regular las modifica-
ciones contractuales), el intentar
deslindarlos claramente, a fin
de asegurar la aplicación del ré-
gimen adecuado a cada uno.

La normadedeslinde incluida
enel texto original de la LCSP (pá-
rrafo segundo del apartado 1
del artículo 202) ha sido sustituida
por el apartado 2 del artículo 92.
bis, quedirectamente excluyedel
régimen de las modificaciones
del contrato, obligando a cana-
lizarlas como nuevas contrata-
ciones (concertadas, en su caso,
mediante procedimiento nego-
ciado si responden a las carac-
terísticas establecidas legalmen-
te), aquellas operaciones dirigidas
a “adicionar prestaciones com-
plementarias a las inicialmente
contratadas, ampliar el objeto del
contrato a fin de que pueda
cumplir finalidades nuevas no
contempladas en la documen-
tación preparatoria del mismo, o
incorporar una prestación sus-
ceptible de utilización o aprove-
chamiento independiente”(16).

Por otra parte, en los artícu-
los 155 b) y 158 b) LCSP, relativos
a la contratación de obras o ser-
vicios complementarios, se ha su-
primido la referencia final reali-
zada en esos apartados a que
“las/los demás obras/servicios
complementarias/os que no re-
únan los requisitos señalados ha-
brán de ser objeto de contrata-
ción independiente”, objetada
de forma reiterada por la Comi-
sión por entender que permitía
un ilimitado recurso al procedi-
miento negociado fuera de los
casos taxativamente señalados
por la directiva 2004/18. Ante las
dificultades para transmitir a los
servicios comunitarios el signifi-
cado que se desprendía de su
mera lectura, y teniendo en
cuenta que la cláusula era sim-
plemente aclarativa, se optó
por su supresión.

b) La aplicabilidad del
régimen a todos los
contratos del sector
público. El tratamiento
separado de los límites a
la modificación
contractual y los términos
de ejercicio del
ius variandi

Las limitaciones decantadas
por el TJ deben estimarse apli-
cables, en primer término, a to-
dos los contratos sujetos a las di-
rectivas de contratación. Ade-
más, en cuanto derivadas de los
principios de igualdad de trato,
no discriminación y transparen-
cia, alcanzan también a los con-
tratos celebrados por poderes
adjudicadores que, por razón
su cuantía y tipología, estén fue-
ra del ámbito de aplicación de
aquéllas.

mente, servicios que figuran en el
anexo I A de esta Directiva, restricciones
en cuanto a la medida en que las enti-
dades adjudicadoras pueden recurrir al
procedimiento negociado para adjudi-
car servicios complementarios que no fi-
guren en un contrato inicial”.
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(16) En derecho comunitario, para el
que no es relevante el concepto de con-
trato administrativo y la potestad de va-
riación como elemento definitorio del
mismo, este es el supuesto paradigmá-
tico: Pressetex, apartado 34: “las modifi-
caciones de … un contrato público
efectuadas durante la validez de éste
constituyen una nueva adjudicación en
el sentido de la Directiva … cuando pre-
sentan características sustancialmente
diferentes de las del contrato inicial y, por
consiguiente, ponen de relieve la volun-
tad de las partes de volver a negociar los
aspectos esenciales del contrato”.



La nueva regulación espa-
ñola ha ido más allá y ha opta-
do por considerar aplicables
esas limitaciones a todos los con-
tratos del sector público, es de-
cir, a todos aquellos negocios
que respondan a la definición
del artículo 2.1 LCSP, a excepción
de los enumerados en el artícu-
lo 4 LCSP.

Esto supone que, frente a la
legislación inmediatamente an-
terior, en la que la regulación de
las modificaciones de los con-
tratos afectaba únicamente a
los contratos administrativos (esto
es, contratos celebrados por Ad-
ministraciones Públicas y sujetos
al derecho administrativo), la re-
forma ha extendido el régimen
de limitaciones en una doble
dirección incorporando al mismo
los contratos privados de las Ad-
ministraciones Públicas y los con-
tratos (necesariamente priva-
dos) que celebren los sujetos
del sector público que no tienen
el carácter de Administraciones
Públicas (todos los enumerados
en el apartado 1 del artículo 3
LCSP, que no estén incluidos en
su apartado 2).

Técnicamente, la extensión
de estas normas a todos los con-
tratos del sector público ha obli-
gado a escindir la regulación en
dos bloques, y abordar separa-
damente dos cuestiones con-
ceptualmente diversas, aunque
relacionadas, que hasta el mo-
mento se trataban conjunta-
mente en referencia al contrato
administrativo:

Por una parte, la definición de
los presupuestos de admisibili-
dad de las modificaciones con-
tractuales, normativa aplicable

a todos los contratos del sector
público, independientemente
del sujeto que los celebre (Ad-
ministraciones Públicas, pode-
res adjudicadores que no son
Administraciones Públicas o su-
jetos del sector público que no
son poderes adjudicadores) o de
su régimen jurídico (contratos
sujetos o no a regulación armo-
nizada; contratos administrati-
vos o privados). Igualmente, es-
tas limitaciones han de obser-
varse sea cual sea la forma en
que se llegue a la modificación
contractual (mutuo acuerdo de
los contratantes(17), ejercicio del
ius variandi en contratos admi-
nistrativos, etc). La proyección
genérica de esta regulación so-
bre todos los contratos sujetos a
la LCSP, y su independencia de
la base jurídica de la modifica-
ción, explica su ubicación en el
Libro I de la Ley (Configuración
general de la contratación del
sector público y elementos es-
tructurales de los contratos), den-
tro de un nuevo título V integra-
do por los artículos 92 bis a 92
quinquies.

Por otra parte, se mantiene
dentro del Libro dedicado a re-
gular el régimen especial del
contrato administrativo (Libro IV

LCSP) la regulación del ius va-
riandi, como potestad que per-
mite a la Administración alterar
unilateralmente los términos con-
tractuales por razones de interés
público. Además de los presu-
puestos específicamente previs-
tos para su ejercicio (procedi-
miento etc.) el poder de varia-
ción del contrato está también
sujeto a las limitaciones genéri-
cas reguladas en el título V del Li-
bro I LCSP).

c) La incorporación de los
límites comunitarios

De acuerdo con la doctrina
del TJ, se sienta el principio de
excepcionalidad de las modifi-
caciones contractuales, que
solo serán admisibles en los ca-
sos señalados por el Tribunal.
Según el artículo 92 bis LCSP, los
contratos del sector público solo
podrán modificarse cuando así
se haya previsto en los pliegos o
en el anuncio de licitación o en
los casos y con los límites esta-
blecidos en el artículo 92 quáter
(que hace referencia al su-
puesto de modificaciones no
previstas en la documentación
contractual). Además, se hace
expresa salvedad de otros su-
puestos regulados en la ley (su-
cesión en la persona del con-
tratista, cesión del contrato, re-
visión de precios y prórroga del
plazo de ejecución), que son re-
conducibles a los criterios Succhi
di Frutta por ser eventualidades
conocidas por los licitadores de-
bido a su previsión legal (suce-
sión y cesión) o contractual (pró-
rroga, revisión de precios) o por
no revestir un carácter sustan-
cial, de acuerdo con las preci-
siones realizadas sobre este con-

(17) En derecho comunitario, para el
que no es relevante el concepto de
contrato administrativo y la potestad de
variación como elemento definitorio del
mismo, éste es el supuesto paradigmá-
tico: Pressetex, apartado 34: “las modifi-
caciones de ... un contrato público
efectuadas durante la validez de éste
constituyen una nueva adjudicación en
el sentido de la Directiva ... cuando pre-
sentan características sustancialmente
diferentes de las del contrato inicial y,
por consiguiente, ponen de relieve la vo-
luntad de las partes de volver a negociar
los aspectos esenciales del contrato”.
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cepto en la sentencia Pressetext
(prórroga).

Ha de advertirse que no pa-
rece que deba reconocerse un
valor disyuntivo a la conjunción
“o” con la que se relacionan los
dos supuestos en que se consi-
deran admisibles las modifica-
ciones: aún estableciéndose en
los pliegos o en el anuncio los tér-
minos en que podrámodificarse
el contrato, siempre será posible
acordar modificaciones no pre-
vistas en ellos si las mismas tienen
un carácter no sustancial.

Los condicionantes para con-
siderar admisibles las modifica-
ciones se regulan en los artículos
92 ter y 92 quáter LCSP.

c.1. La puesta en conocimiento
de los licitadores de los
términos en que podrá
procederse a la
modificación del contrato

Puede advertirse un claro ses-
go en las instancias comunitarias
hacia una valoración de esta vía
como lamás acorde con los pos-
tulados del derecho comunitario
de la contratación. Así, en Suc-
chi di Frutta 126 se considera que
“la Comisión habría podido pre-
ver en su caso, en el anuncio de
licitación, la posibilidad de mo-
dificar, en determinadas cir-
cunstancias, las condiciones de
pago de los adjudicatarios, es-
tableciendo, en particular, las
modalidades precisas de susti-
tución de frutas por las expresa-
mente previstas en pago de los
suministros controvertidos. De
esta manera se habrían respe-
tado plenamente los principios
de igualdad de trato y de trans-

parencia”. La Comisión, por su
parte, ha valorado favorable-
mente el contenido del artícu-
lo 92 ter, frente a la reserva de
estudio manifestada en relación
con el resto del articulado.

El supuesto se desarrolla en el
artículo 92 ter LCSP, cuyo primer
párrafo señala que será posible
la modificación “siempre que
en los pliegos o en el anuncio de
licitación se haya advertido ex-
presamente de esta posibilidad
y se hayan detallado de forma
clara, precisa e inequívoca las
condiciones en que podrá ha-
cerse uso de la misma, así como
el alcance y límites de las modi-
ficaciones que pueden acor-
darse con expresa indicación
del porcentaje del precio del
contrato al que como máximo
puedan afectar, y el procedi-
miento que haya de seguirse
para ello”.

La absoluta precisión en la de-
finición previa de los términos
de la modificación es requisito
esencial para estimar aplicable
este artículo. Por ello, la exigen-
cia se refuerza en el párrafo se-
gundo del precepto, que rema-
cha, “a estos efectos, los su-
puestos en que podrá modifi-
carse el contrato deberán defi-
nirse con total concreción por re-
ferencia a circunstancias cuya
concurrencia pueda verificarse
de forma objetiva y las condi-
ciones de la eventual modifica-
ción deberán precisarse con un
detalle suficiente para permitir a
los licitadores su valoración a
efectos de formular su oferta y ser
tomadas en cuenta en lo que se
refiere a la exigencia de condi-
ciones de aptitud a los licitado-
res y valoración de las ofertas”.

El sentido último de la exi-
gencia es requerir, como condi-
ción de validez de las modifica-
ciones que pretendan ampara-
se en lo previsto en los pliegos
–en línea con lo señalado por el
Tribunal de Justicia en Succhi di
Frutta(18)–, que la licitación pre-
via haya versado, simultánea-
mente, sobre los dos esquemas
contractuales en presencia: el
inicialmente previsto (contrato
primeramente adjudicado) y el
que, eventualmente, puede po-
nerse en vigor de producirse las
circunstancias expresamente
previstas (contrato modificado).
Ello explica también la introduc-
ción de un tercer párrafo en el
artículo 76.1 LCSP, a fin de obligar
a tener en cuenta estas posibles
modificaciones a efectos del
cálculo del importe del contrato.
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(18) Apartado 111:
“todas las condiciones y modalidades

del procedimiento de licitación (deben
estar) formuladas de forma clara, precisa
e inequívoca en el anuncio de licitación o
en el pliego de condiciones, con el fin de
que, por una parte, todos los licitadores
razonablemente informados y normal-
mente diligentes puedan comprender su
alcance exacto e interpretarlos de la
misma forma y, por otra parte, la entidad
adjudicadora pueda comprobar efecti-
vamente que las ofertas presentadas por
los licitadores responden a los criterios
aplicables al contrato de que se trata”.

Apartado 118:
“si la entidad adjudicadora desea

que, por determinadas razones, puedan
modificarse ciertas condiciones de la li-
citación tras haber seleccionado al ad-
judicatario, está obligada a prever
expresamente esta posibilidad de adap-
tación, así como sus modalidades de
aplicación, en el anuncio de licitación
elaborado por ella y que establece el
marco en el que debe desarrollarse el
procedimiento, de forma que todas las
empresas interesadas en participar en la
licitación tengan conocimiento de ello
desde el principio y se hallen así en con-
diciones de igualdad en el momento de
formular su oferta”.



La rigurosidad con que se re-
gula el requisito dificultará, sin
duda, su aplicación en la prác-
tica, pero tal configuración pa-
rece obligada, considerando los
términos en que se pronuncia la
doctrina jurisprudencial(19).

Cumpliéndose estas exigen-
cias, las modificaciones pueden
afectar a cualquier condición
contractual, sin limitaciones
cuantitativas.

c.2. Modificaciones en caso
de ausencia de previsión
en la documentación
contractual: el respeto a
las condiciones esencia-
les de la contratación e
intervención mínima y
justificada

En el caso de que nada se
haya previsto en la documenta-
ción contractual, el TJ admite las

modificaciones contractuales
siempre que no se alteren con-
diciones esenciales de la licita-
ción(20). La limitación se incorpo-
ra en el artículo 92 quáter LCSP.

El núcleo del precepto lo
constituye su apartado 2, en el
que se indica que “la modifica-
ción del contrato acordada con-
forme a lo previsto en este artí-
culo no podrá alterar las condi-
ciones esenciales de la licita-
ción y adjudicación, y deberá li-
mitarse a introducir las variacio-

nes estrictamente indispensa-
bles para responder a la causa
objetiva que la haga necesaria”.

El apartado, como puede
advertirse, establece una doble
limitación:

– Por unaparte, lamodificación
no puede afectar a las condi-
ciones esenciales de la licita-
ción y adjudicación, lo que
constituyeel ejede ladoctrina
jurisprudencial (cfr. nota 20).

– Además, la modificación
debe suponer una interven-
ción mínima y estar objetiva-
mente justificada, condición
decantadapor laComisión(21),
con base en el apartado 61
de la sentencia Pressetext(22).

Ambos límites son cumulati-
vos, como resulta con claridad
del tenor del apartado 2 del ar-
tículo 92 quater, desarrollándose
en los apartados 3 y 1, respecti-
vamente.

c.2.1. La intangibilidad de las
condiciones esenciales
de la licitación

En relación con esta previsión,
el apartado 3 del artículo 92

(20) Sentencia Succhi di Frutta:
Apartado 116: “si bien una oferta que

no sea conforme a las condiciones esti-
puladas debe ser evidentemente des-
cartada, la entidad adjudicadora tam-
poco está autorizada a alterar el sistema
general de la licitación modificando uni-
lateralmente más tarde una de sus con-
diciones esenciales”

Apartado 117: “la entidad adjudica-
dora no podía, tras la adjudicación del
contrato …modificar una condición im-
portante de la licitación”.

Apartado 119: “en el supuesto de que
no… la entidad adjudicadora pretenda
desvincularse de una de las modalidades
esenciales estipuladas durante la fase
posterior a la adjudicación del contrato,
no puede continuar válidamente el pro-
cedimiento aplicando condiciones dis-
tintas a las estipuladas inicialmente”.

Apartado 120: “si la entidad adjudi-
cadora estuviera autorizada para modi-
ficar a su arbitrio, durante la fase de eje-
cución del contrato, las propias condi-
ciones de licitación, sin que las disposi-
ciones pertinentes aplicables conten-
gan una habilitación expresa en tal sen-
tido, los términos de la adjudicación del
contrato, tal como se estipularon inicial-
mente, resultarían desnaturalizados”.

Sentencia Pressetext, apartado 34:
“Con objeto de garantizar la transparen-
cia de los procedimientos y la igualdadde
los licitadores, las modificaciones de las
disposiciones de un contrato público
efectuadas durante la validez de éste
constituyen una nueva adjudicación en
el sentido de la Directiva 92/50 cuando
presentan características sustancialmen-
te diferentes de las del contrato inicial y,
por consiguiente, ponen de relieve la vo-
luntad de las partes de volver a negociar
los aspectos esenciales del contrato”.

(21) Observaciones remitidas por carta
de 16 de marzo de 2009.

(22) “La conversión en euros de los pre-
cios de un contrato vigente puede acom-
pañarse de un ajuste de su importe in-
trínseco sin que de ello resulte una nueva
adjudicación de contrato, a condición de
que tal ajuste sea mínimo y se justifique de
manera objetiva, como ocurre en el caso
de que pretenda facilitar la ejecución del
contrato, por ejemplo, al simplificar las
operaciones de facturación”. Un ejemplo
más de utilización no ortodoxa del ante-
cedente, en este caso, por la Comisión.
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(19) Ver nota anterior. Probablemente,
en Succhi di Frutta influyó de forma de-
cisiva en la valoración del problema el he-
cho de que la modificación contractual
finalmente acordada por la Comisión
como poder adjudicador (alteración de
la fruta en que debía hacerse el pago a
los suministradores de los zumos y confi-
turas: ver nota 9) había sido sugerida y
aceptada de antemano por alguno de
los licitadores en su oferta: apartado
2.16 de la sentencia. Una vez más, se ad-
vierte el problema que presenta la ex-
trapolación de pronunciamientos juris-
prudenciales, y la pretensión de leerlos y
aplicarlos como si fueran normas jurídicas:
unamodificación sustancial puede ser de
fácil previsión e incorporación al contra-
to en el caso de un suministro como el
examinado en aquel supuesto; resulta
complicado, sin embargo, imaginar
como pueden incorporarse a los pliegos
las posibles modificaciones en un con-
trato de obras o en un suministro de fa-
bricación de productos de alta tecnolo-
gía, que incorporen una carga innova-
dora importante.



quáter LCSP identifica diversos
supuestos en que “se entenderá
que se alteran las condiciones
esenciales de licitación y adju-
dicación del contrato”.

El comentario del apartado
pasapor las siguientes cuestiones:

• A diferencia de la redacción
original del artículo 202 LCSP
en que la referencia de las
condiciones esenciales la
constituía el propio contrato,
en el artículo 92 quáter.3 se
ponen en conexión con la “li-
citación y adjudicación”. La
nueva dicción se ajusta con
mayor exactitud a la formu-
lación del TJ, siendo éste un
punto reiteradamente recla-
mado por la Comisión. En el
derecho contractual espa-
ñol posiblemente seamás co-
rrecto referirse a condiciones
esenciales del contrato: se
cubren los supuestos en que
no hay licitación previa, y, en
todo caso, el artículo 26.2
LCSP asegura la continuidad
entre los términos de la licita-
ción y los del contrato; el ra-
zonamiento, una vez mas, no
consiguió hacerse llegar a los
servicios de la Comisión.

• La enumeración no tiene un
carácter limitativo o taxativo,
como resulta de la letra e). En
realidad este apartado re-
coge el que, según la doctri-
na del TJ, debe considerarse
el criterio de referencia de la
regulación, siendo los demás
apartados meras concrecio-
nes o aplicaciones particula-
rizadas de aquél.

• La utilización de conceptos ju-
rídicos indeterminados (ex-

cesivamente abiertos en al-
gunos casos) es inevitable,
dada la base jurídica de re-
ferencia. Cualquier intento
de precisar la redacción legal
conduciría inevitablemente
a un desajuste lógico de la
norma con la doctrina juris-
prudencial de que trae cau-
sa. Una mayor precisión solo
puede lograrse partiendo de
una norma comunitaria que
aborde frontalmente la re-
gulación de esta materia. En
tanto no se disponga de ella,
habrá que acudir a la esca-
sas directrices que pueden
extraerse de los pronuncia-
mientos del TJ.

En un recorrido a vuelapluma
por los diferentes apartados
cabe señalar:

• El supuesto contemplado en
el apartado a) –modificación
que varía sustancialmente la
función y características esen-
ciales de la prestación ini-
cialmente contratada– per-
mite conectar la valoración
de la modificación con lo
que debe ser su referente in-
eludible: el contrato inicial-
mente concertado. La refe-
rencia a la “función” de la
prestación permite introdu-
cir el elemento causal como
definitorio del tipo contrac-
tual. Ha de recordarse, en
este sentido, que el artícu-
lo 1.2.b) de la directiva
2004/18 define a la “obra”, en
cuanto objeto del contrato,
como el resultado de un con-
junto de obras de construc-
ción o de ingeniería civil des-
tinado a cumplir por sí mismo
una función económica o
técnica. De acuerdo con

esta definición, si no se altera
la función técnico-económi-
ca de la prestación contra-
tada no habría en puridad
variación del objeto y, por
tanto las adaptaciones en
las especificaciones técnicas
tendentes a asegurar que la
prestación es apta para la fi-
nalidad perseguida no impli-
carían per se una modifica-
ción esencial en el sentido de
este apartado a), y sin per-
juicio de que si pudiesen ser
consideradas como tales de
acuerdo con el criterio reco-
gido en la letra e).

• El apartado b) –modificación
que altera la relación entre la
prestación contratada y el
precio, tal y como esa rela-
ción quedó definida por las
condiciones de la adjudica-
ción– se encuentra en rela-
ción con lo señalado por el TJ
en Pressetext, 37: “unamodi-
ficación … puede conside-
rarse sustancial cuando cam-
bia el equilibrio económico
del contrato a favor del ad-
judicatario del contrato de
una manera que no estaba
prevista en los términos del
contrato inicial”. Es resaltable
que, para el Tribunal, no pa-
rece producirse una modifi-
cación sustancial del contra-
to cuando el equilibrio eco-
nómico se altera no a favor
del adjudicatario sino en su
perjuicio(23).
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(23) Sentencia Pressetext: apartado 37,
reproducido en el texto; apartado 62: “es-
tos ajustes de precios no se hacen en be-
neficio sino en detrimento del adjudica-
tario del contrato, que acepta una re-
ducción de los precios que habrían re-
sultado de las normas de conversión y de
indexación normalmente aplicables”; y



• El apartado c) –cuando para
la realización de la prestación
modificada fuese necesaria
una habilitación profesional
diferente de la exigida para el
contrato inicial o unas condi-
ciones de solvencia sustan-
cialmente distintas– asegura
la vinculación de la relación
contractual a las condiciones
de capacidad y solvencia
inicialmente exigidas.

• La limitación cuantitativa es-
tablecida en el apartado d)
–cuando las modificaciones
del contrato igualen o exce-
dan, en más o en menos, el
10 por ciento del precio de
adjudicación del contrato–
responde a lo indicado por el
TJ en el apartado 49 de la
sentencia Comisión/Espa-
ña(24), reinterpretado por la

Comisión en clave de limita-
ción aplicable a la modifica-
ción contractual en las ob-
servaciones de 16 de marzo
de 2009 (25).

• El apartado e) –en cuales-
quiera otros casos en que
pueda presumirse que, de
haber sido conocida previa-
mente la modificación, hu-
biesen concurrido al proce-
dimiento de adjudicación
otros interesados, o que los li-
citadores que tomaron parte
en el mismo hubieran pre-
sentado ofertas sustancial-
mente diferentes a las for-
muladas– por último, recoge
la cláusula de cierre del sis-
tema que se deduce de los
parámetros establecidos por
el Tribunal de Justicia(26).

Volviendo al plano comuni-
tario, la sentencia Pressetext ofre-
ce diversas pautas de interés a la
hora de valorar el carácter sus-
tancial de las modificaciones
del contrato.

En relación con la novación
subjetiva, el Tribunal considera
que “en general, debe consi-
derarse que la introducción de
una nueva parte contratante
en sustitución de aquella a la
que la entidad adjudicadora
había adjudicado inicialmente el
contrato constituye un cambio
de uno de los términos esencia-
les del contrato público de que
se trate, a menos que esta susti-
tución estuviera prevista en los
términos del contrato inicial, por
ejemplo, como una subcontra-
ta”(27) (apartado 40).

apartados 85 y ss: “por un lado, el au-
mento del descuento, cuyo efecto es re-
ducir la remuneración percibida por el
adjudicatario respecto a la inicialmente
prevista, no modifica el equilibrio eco-
nómico del contrato en beneficio del ad-
judicatario. Por otro lado, el mero hecho
de que la entidad adjudicadora obten-
ga un descuento más elevado sobre
una parte de las prestaciones que son ob-
jeto del contrato no puede suponer una
distorsión de la competencia en detri-
mento de licitadores potenciales. De lo
anterior se desprende que, en una situa-
ción como la del asunto principal, no
debe considerarse que el hecho de fijar,
en un acuerdo adicional, descuentos
más elevados que los inicialmente pre-
vistos respecto a ciertos precios deter-
minados en función de las cantidades en
un ámbito particular constituya una mo-
dificación sustancial del contrato y, por
tanto, no implica una nueva adjudicación
de contrato...

(24) Apartado 49 “… no puede negar-
se que, al permitir el recurso al procedi-
miento negociado cuando el contrato no
haya podido adjudicarse en un proce-
dimiento abierto o restringido o los can-
didatos presentados no hayan sido ad-
mitidos a licitación, siempre que no semo-

difiquen las condiciones originales del
contrato, salvo el precio, que no podrá
ser aumentado enmás de un 10 %, los ar-
tículos 141, letra a), y 182, letra a), del Tex-
to Refundido dotan precisamente a las ci-
tadas disposiciones de las Directivas
93/36 y 93/37 de una condición nueva
que debilita tanto el alcance como el ca-
rácter excepcional de aquéllas. En efec-
to, una condición de este tipo no puede
considerarse una modificación no sus-
tancial de las condiciones originales del
contrato, como prevén, respectivamen-
te, los artículos 6, apartado 3, letra a), de
la Directiva 93/36 y 7, apartado 3, letra a),
de la Directiva 93/37.

(25) En este caso, no solo se produce
una cuestionable extrapolación de un
pronunciamiento realizado en un con-
texto claramente diferente, sino que se
pasa por alto el criterio, rigurosamente
mantenido por la Comisión en la carta de
emplazamiento y en el dictamen moti-
vado, de que no son equiparables el con-
cepto de condiciones esenciales del
contrato y las condiciones esenciales de
la licitación.

(26) Sentencia Succhi di frutta, aparta-
do 116 : “la entidad adjudicadora (no)
está autorizada a alterar el sistema ge-
neral de la licitación modificando unila-
teralmente más tarde una de sus condi-

ciones esenciales y, en particular, una es-
tipulación que, si hubiese figurado en el
anuncio de licitación, habría permitido a
los licitadores presentar una oferta sus-
tancialmente diferente”.

Y, especialmente, sentencia Presse-
text, apartado 35: “Lamodificación de un
contrato en vigor puede considerarse sus-
tancial cuando introduce condiciones
que, si hubieran figurado en el procedi-
miento de adjudicación inicial, habrían
permitido la participación de otros lici-
tadores aparte de los inicialmente ad-
mitidos o habrían permitido seleccionar
una oferta distinta de la inicialmente se-
leccionada”.

(27) No es fácil comprender por qué se
considera que una sustitución de la per-
sona del contratista, sin alteración de
otras condiciones contractuales, puede
lesionar las bases de licitación y suponer
una vulneración del principio de igualdad
de trato. La regulación comunitaria de los
criterios de adjudicación –y, en general
toda la estructura articulada por las di-
rectivas de contratación– tiene por fina-
lidad asegurar la objetividad de la deci-
sión de adjudicación, minimizando la in-
terferencia de consideraciones subjetivas
en el proceso: el sistema se basa en la
comparación objetiva de ofertas, no en
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Sin embargo, si se trata de un
cesionario que es filial al 100 por
100 del contratista inicial, la trans-
misión del contrato “representa,
en esencia, una reorganización
interna de la otra parte contra-
tante, que no modifica de ma-
nera esencial los términos del
contrato inicial“ (apartado 45).
No obstante, “si las participacio-
nes sociales de (la cesionaria)
fueran cedidas a un tercero du-
rante el período de vigencia del
contrato ..., ya no se trataría de
una reorganización interna de la
otra parte inicial del contrato,
sino de un cambio efectivo de
parte contratante, lo que cons-
tituiría en principio el cambio de
un término esencial del contrato.
Esta circunstancia podría consti-
tuir una nueva adjudicación del
contrato” (apartado 47)(28).

En principio, los cambios en el
accionariado o en los miembros
de sociedades o “cooperativas
de responsabilidad limitada” que
fuesen adjudicatarios de con-
tratos públicos, no es considera-
da unamodificación de los mis-
mos, aunque, se advierte, “po-
dría ser de otro modo en casos
excepcionales, como las ma-
niobras destinadas a eludir las
normas comunitarias enmateria
de contratos públicos” (aparta-
dos 50 y ss.).

La conclusión final es que “el
término «adjudicar» debe inter-
pretarse en el sentido de que no
comprende una situación, como
la del asunto principal, en la que
los servicios prestados a la entidad
adjudicadora por el prestador
inicial se transfieren a otro pres-
tador constituido como una so-
ciedad de capital, cuyo accio-
nista único es el prestador inicial,
que controla al nuevo prestador
y le da instrucciones, mientras el
prestador inicial continúe asu-
miendo la responsabilidad de la
observancia de las obligaciones
contractuales” (apartado 54).

Lasmodificaciones en el pre-
cio se examinan en relación con
las siguientes alteraciones (apar-
tados 55 y ss):

– la conversión de los precios
en euros sin modificación de
su importe intrínseco que no
se considera “una modifica-
ción sustancial del contrato,
sino únicamente de una
adaptación de éste a cir-
cunstancias externas modifi-
cadas, siempre y cuando los
importes en euros se redon-
deen conforme a las disposi-
ciones vigentes”;

– la conversión de los precios
en euros acompañada de
una reducción de su impor-
te intrínseco, que tampoco
se considera suponga una
modificación sustancial. Se
toma en consideración que
“tal ajuste sea mínimo y se
justifique de manera objeti-
va, como ocurre en el caso
de que pretenda facilitar la
ejecución del contrato, por
ejemplo, al simplificar las
operaciones de factura-
ción” y el hecho de que
“además de que su importe
es reducido, estos ajustes
de precios no se hacen en
beneficio sino en detrimen-
to del adjudicatario del con-
trato, que acepta una re-
ducción de los precios que
habrían resultado de las nor-
mas de conversión y de in-
dexación normalmente apli-
cables”(29).

– la reformulación de una cláu-
sula de indexación de los
precios haciendo “referen-
cia a un nuevo índice de
precios cuya introducción en
lugar del índice fijado ante-
riormente estaba prevista en
el contrato inicial”, razón por
la cual no se estima que mo-
difique sustancialmente el
contrato.
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la valoración de las condiciones subjetivas
de los licitadores; por ello, en principio, de-
bería ser indiferente quien ejecuta la
prestación, siempre que lo hagaen los tér-
minos en que se produjo su adjudicación.
Solo en el caso de que el nuevo contra-
tista reuniese unos requisitos decapacidad
y solvencia distintos (esto es, inferiores, al
jugar los criterios de capacidad y solven-
cia como condiciones de exclusión de la
licitación) a los exigidos inicialmente se po-
dría apreciar que lamodificación excede
los límites de admisibilidad. Esta no es, sin
embargo, la perspectiva del Tribunal de
Justicia, que en Pressetext considera que
debeatenderse a la vinculación entre ce-
dente y cesionario del contrato, mane-
jando unos criterios similares a los emple-
ados enel análisis de los conceptos de “or-
ganismo de derecho público” y de enti-
dad instrumental con la que puede con-
tratarse internamente (“in house”).

(28) Con ello, parecequeel Tribunal abre
la puerta a la posibilidad de declarar que
una cesión de contrato supone una mo-
dificación prohibida por el derecho co-
munitario por razón de circunstancias
ocurridas con posterioridad a su realiza-
ción. Además de no ser consistente con
el planteamiento general realizado en la
materia, es dudoso que este criterio con-
tribuya a mejorar la seguridad jurídica.

(29) En el mismo sentido, se valora como
modificación no sustancial el incremen-
to de los descuentos que debe aplicar el
adjudicatario (apartado 88), puesto que
“no modifica el equilibrio económico
del contrato en beneficio del adjudica-
tario” (apartado 85) y “el mero hecho de
que la entidad adjudicadora obtenga un
descuento más elevado sobre una par-
te de las prestaciones que son objeto del
contrato no puede suponer una distorsión
de la competencia en detrimento de li-
citadores potenciales”(apartado 86).



En cualquier caso, se subraya
que “es evidente que el precio
constituye una condición im-
portante de un contrato públi-
co”, recordando la sentencia
Succhi di Frutta, apartado 117
(apartado 59).

En cuanto a la duración del
contrato, la sentencia Pressetext
considera que no constituye una
modificación sustancial del mis-
mo la prórroga ”por tres años de
una cláusula de renuncia a la re-
solución que ya ha expirado en
la fecha en la que se acuerda la
nueva cláusula” (apartados 71 a
80 y 88).

c.2.2. El carácter mínimo y
objetivamente justificado
de la modificación

El carácter objetivamente jus-
tificado de la modificación, que
la Comisión hace derivar del
apartado 61 de la sentencia
Pressetext (ver nota 23), se ase-
gura mediante el estableci-
miento de un elenco de su-
puestos que habilitan para pro-
ceder a la modificación con-
tractual.

La cláusula del apartado 1
del artículo 92 quáter LCSP se ins-
pira en el derecho italiano, y re-
coge los casos en que se estima
suficientemente justificada la
modificación contractual.

En general, son supuestos en
los que la necesidad de la mo-
dificación deriva de causas ex-
ternas a los contratantes. Solo
quiebra esta configuración en el
caso de la letra a), en la que se
admite como causa suficiente
de la modificación el haberse

padecido error u omisión en el
proyecto. El Consejo de Estado,
en su dictamen sobre el ante-
proyecto de ley de Economía
Sostenible, ha deslindado este
caso, por contraposición al que
contempla la letra b), enten-
diendo quemientras que ésta se
refiere a proyectos y especifica-
ciones en cuya redacción ha in-
tervenido el contratista, en la
letra a) se trata de proyectos y
especificaciones en los que no
ha intervenido aquél. Los res-
tantes casos del apartado dan
respuesta a los problemas de im-
posibilidad sobrevenida de eje-
cución del contrato, la conve-
niencia de incorporar avances
técnicos, anteriormente no dis-
ponibles, o la necesidad de ajus-
tar las especificaciones de la
prestación a normas dictadas
con posterioridad a la adjudi-
cación del contrato.

Probablemente, para lograr
la coherencia dentro del apar-
tado e incentivar unamejor pre-
paración de los proyectos, de-
bería valorarse también la con-
currencia o no de culpa en el
error u omisión cometidos en la
redacción de las bases de la li-
citación, en la letra a).

d) Regulación de la
transición al nuevo contrato:
el contrato inicial y su
contratista en caso de
imposibilidad de
modificación

En el caso de que fuese ne-
cesario modificar la prestación
inicialmente adjudicada y la
modificación pretendida no es-
tuviese prevista en la documen-
tación contractual y no cum-

pliese las condiciones estableci-
das en el artículo 92 quáter LCSP,
“deberá procederse a la resolu-
ción del contrato en vigor y a la
celebración de otro bajo las
condiciones pertinentes” (artícu-
lo 92 bis. 1, segundo párrafo). Pa-
rece claro que, a diferencia del
supuesto de contratación de
prestaciones complementarias,
en el que pueden coexistir el an-
tiguo negocio y los nuevos con-
tratos que puedan ser necesa-
rios, en el caso de modificacio-
nes contractuales, solo puede
estar vigente una relación con-
tractual. Por ello, la imposibilidad
de modificar el contrato debe
dar lugar a su sustitución por
otro celebrado en las condicio-
nes que se hayan revelado
como más adecuadas.

La extinción del contrato ini-
cial deberá realizarse de con-
formidad con el régimen jurídi-
co aplicable al mismo. En con-
tratos privados, salvo que esté
previsto en el contrato o legal-
mente (por ejemplo, arrenda-
miento de obras) la posibilidad
de desistimiento unilateral, solo
quedará abierta la vía del mu-
tuo acuerdo de las partes.

Para el caso de contratos
administrativos, el artículo 206, g)
LCSP establece como causa de
resolución del contrato “la im-
posibilidad de ejecutar la pres-
tación en los términos inicial-
mente pactados o la posibili-
dad cierta de producción de
una lesión grave al interés públi-
co de continuarse ejecutando la
prestación en esos términos,
cuando no sea posiblemodificar
el contrato conforme a lo dis-
puesto en el título V del libro I”. En
este supuesto, el apartado 5 del
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artículo 208 LCSP, reconoce
al contratista el “derecho a
una indemnización del 3
por ciento del importe de la
prestación dejada de rea-
lizar, salvo que la causa sea
imputable al contratista”.

La transición al nuevo
contrato se regula en el ar-
tículo 208.6 LCSP, que per-
mite que al incoar el expe-
diente de resolución del
contrato por la causa es-
tablecida en la letra g) del
artículo 206, se inicie tam-
bién el procedimiento para
la adjudicación del nuevo
contrato, si bien ésta adju-
dicación quedará condi-
cionada a la terminación
del expediente de resolu-
ción. Se aplicará la trami-
tación de urgencia a am-
bos procedimientos.

A fin de asegurar la garantía
del interés público en el tiempo
quemedia hasta la puesta en vi-
gor del nuevo contrato, se impo-
ne al antiguo contratista, a re-
querimiento del órgano de con-
tratación, la obligaciónde “adop-
tar lasmedidas necesarias por ra-
zones de seguridad, o indispen-
sables para evitar un grave tras-
torno al servicio público o la ruina
de lo construido o fabricado. A
falta de acuerdo, la retribución
del contratista se fijará a instancia
de éste por el órgano de contra-
tación, una vez concluidos los
trabajos y tomando como refe-
rencia los precios que sirvieron de
base para la celebración del
contrato. El contratista podrá im-
pugnar esta decisión ante el ór-
gano de contratación que de-
berá resolver lo que proceda en
el plazo de quince días hábiles”.

e) La adaptación del ius
variandi a la nueva
regulación

El artículo 202 LCSP somete el
ejercicio del ius variandi a las
condiciones generales estable-
cidas en el título V del libro I. Ade-
más, se exige que concurran
razones de interés público para
acordar la modificación, lo que
podrá apreciarse sin especiales
dificultades cuando se den los
supuestos previstos en el apar-
tado 1 del artículo 92 quáter
LCSP.

A lo largodel articulado sehan
suprimido las referencias al tradi-
cional derecho del contratista a
separarsedel contratocuando las
modificaciones del mismo exce-
dan del 20 por 100 de su importe:
el supuesto no puededarse en el
caso de modificaciones no in-
cluidas en la documentación
contractual, limitadas al 10 por

100 del precio del contrato;
si, por el contrario, las modi-
ficaciones han sidoprevistas
en el contrato y pueden su-
perar este límite, serán siem-
pre obligatorias para el con-
tratista, como contenido
contractual, en los términos
establecidos en el mismo.

f) Establecimiento de
unas mínimas normas
de procedimiento

Con carácter general, el
artículo 92 quinquies LCSP
señala que las modifica-
ciones convencionales, pre-
vistas en la documentación
previa del contrato, se
acordarán en la forma que
se hubiese especificado en

el anuncio o en los pliegos.

Respecto a las no anticipa-
das, únicamente se exige la au-
diencia del redactor del pro-
yecto o de las especificaciones
técnicas (si éstos se hubiesen
preparado por un tercero ajeno
al órgano de contratación en
virtud de un contrato de servi-
cios), por plazo no inferior a tres
días.

En caso de que la modifica-
ción se refiera a contratos ad-
ministrativos, deberá darse au-
diencia al contratista (artículo
195 LCSP). Si las modificaciones
afectan a un contrato adminis-
trativo de cuantía superior a seis
millones de euros y exceden de
un 10 por 100 de su precio (lo
que solo podrá ocurrir en modi-
ficaciones previstas en la docu-
mentación contractual), es pre-
ceptivo el dictamen del Conse-
jo de Estado.
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3. CONCLUSIÓN

El 6 de abril de 2011, la Co-
misión decidió cerrar el proce-
dimiento de infracción
2008/2014. La decisión se adop-
tó por obsolescencia del proce-
dimiento, al haber variado sus-
tancialmente las bases jurídicas
que deben tomarse en consi-
deración, pero ello no prejuzga,
como se ocuparon de señalar los
Directores Generales de Política
Regional y Mercado Interior, la
valoración que finalmente se re-
alice de la nueva legislación.
Personalmente, creo que no hay
elementos para abrir un nuevo
procedimiento de infracción.

Retornandoel comienzo de la
exposición, en relación con los
efectos de este régimen refor-
mado, es esperable que la nue-
va regulación de las modifica-
ciones contractuales, de apli-
carse correctamente, contribuya
a elevar el nivel de transparencia
de la contrataciónpública, como
señalaba el Consejo de Estado.

Sin embargo, este órgano
consultivo advertía también que
“la técnica de los modificados
está muy arraigada en la prác-
tica administrativa por lo que no
se descarta que la nueva regu-
lación genere dificultades en su
aplicación hasta que las em-
presas licitadoras sean capaces
de ajustar sus ofertas al régimen
que se propugna introducir”.

Y, por lo que se refiere al con-
tratante público, las limitacio-
nes establecidas para la modifi-
cación del contrato obligarán a
prestar una atención especial a
la fase preparatoria del mismo, a
fin de, por una parte, intentar de-
purar al máximo los proyectos y
la definición de las especifica-
ciones, y, por otra, incorporar al
régimen demodificaciones pre-
vistas contractualmente el má-
ximo número de eventualida-
des que pueden exigir una
adaptación de los términos del
contrato. En línea con lo que se-
ñalaba el apartado III de la Ex-
posición de la Ley de Bases de
Contratos del Estado (“los con-
tratos de obras deben ser nor-
malmente de gestación pausa-
da y, por el contrario, de ejecu-
ción rápida. Esta aparente lenti-
tud de arranque se compensa
con una realización expedita y
sin contratiempos, pues todos
los obstáculos fueron soslaya-
dos mediante serena previsión”),
la fase de preparación del con-
trato adquirirá una especial im-
portancia.

Esto en cuanto a la práctica
de la contratación pública.

Desde el punto de vista de la
dogmática jurídica, el constre-
ñimiento del poder de modifi-
cación unilateral del contrato
desvirtúa la especificidad del
contrato administrativo frente al
contrato privado y aporta nue-

vos elementos para la “revisión
de la doctrina sustantivadora”
de la categoría postulada hace
ya tiempo por los profesores
GARCÍA DE ENTERRÍA-TR FER-
NÁNDEZ RODRÍGUEZ.

Y, para finalizar, ha de recal-
carse que el sentido último de
este artículo es llamar la aten-
ción sobre la necesidad de que
la Comisión asuma su respon-
sabilidad en cuanto impulsora
del desarrollo del ordenamien-
to comunitario y aborde sin di-
lación la incorporación a las di-
rectivas de contratación de una
regulación completa de las mo-
dificaciones contractuales. El
mantenimiento de un trata-
miento meramente jurispruden-
cial de la cuestión no resulta en
modo alguno sostenible por vul-
nerar exigencias básicas de se-
guridad jurídica y aplicación
uniforme de las normas de con-
tratación en todo el ámbito eu-
ropeo. Mientras tanto, el mínimo
exigible a los servicios de la Co-
misión sería que, respondiendo
al principio de colaboración
institucional, cooperasen de
manera efectiva en la implan-
tación de las regulaciones na-
cionales que tratan de ajustar-
se a la doctrina jurisprudencial
en la materia, y comunicasen
las observaciones que les susci-
ten las normas proyectadas en
tiempo hábil para incorporarlas
a las mismas antes de su apro-
bación.
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1. INTEROPERABILIDAD Y
SUS CLASES

Se define la interoperabili-
dad en el Anexo de la Ley
11/2007, de 22 de junio,
de acceso electrónico de

los ciudadanos a los Servicios Pú-
blicos (LAE), como la “capaci-
dad de los sistemas de informa-
ción(1) y, por ende, de los pro-
cedimientos a los que éstos dan
soporte, de compartir datos y
posibilitar el intercambio de in-
formación y conocimiento entre
ellos”.

La LAE prevé que las Admi-
nistraciones Públicas utilizarán las
tecnologías de la información
en las relaciones con las demás
administraciones y con los ciu-
dadanos, aplicandomedidas in-

formáticas, tecnológicas, orga-
nizativas y de seguridad, que
garanticen un adecuado nivel
de interoperabilidad técnica, se-
mántica y organizativa y eviten
discriminación a los ciudadanos
por razón de su elección tecno-
lógica. Además, se contempla
que las Administraciones públicas
enlacen aquellas infraestructuras
y servicios que puedan implantar
en su ámbito de actuación con
las infraestructuras y servicios co-
munes que proporcione la Ad-
ministración General del Estado
para facilitar la interoperabili-
dad y la relación multilateral en
el intercambio de información y
de servicios entre todas las Ad-
ministraciones públicas (cfr.
art. 41-1).

Para el logro de este fin la pro-
pia LAE dispone que con la par-
ticipación de todas las Adminis-
traciones y mediante real de-
creto del Gobierno, se debe
aprobar un Esquema Nacional
de Interoperabilidad (ENI), que
comprenderá el conjunto de
criterios y recomendaciones en

materia de seguridad, conser-
vación y normalización de la in-
formación, de los formatos y de
las aplicaciones que deberán ser
tenidos en cuenta por las Admi-
nistraciones Públicas para la
tomade decisiones tecnológicas
que garanticen la interoperabi-
lidad (cfr. art. 42). El ENI ha sido
aprobado por el Real Decre-
to 4/2010, de 8 de enero.

Además de estas referencias
genéricas, la LAE contiene dis-
posiciones específicas sobre in-
teroperabilidad basada en cer-
tificados (art. 21) y sobre inter-
conexión entre las Adminis-
traciones Públicas españolas
(art. 43), aspectos sobre los que
más adelante volveremos.

Por su parte, el ENI insiste en el
carácter multidimensional de la
interoperabilidad, que debe en-
tenderse contemplando sus di-
mensiones organizativas, se-
mántica y técnica, que son ob-
jeto de definición en su anexo.
Así, la dimensión organizativa es
la relativa a la capacidad de las
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(1) Se define sistema de información en
el Anexo del Esquema Nacional de Se-
guridad (RD 3/2010) como conjunto or-
ganizado de recursos para que la infor-
mación se pueda recoger, almacenar,
procesar o tratar, mantener, usar, com-
partir, distribuir, poner a disposición, pre-
sentar o transmitir.



Análisis

38 / Cuenta con IGAE

entidades y de los procesos a tra-
vés de los cuales llevan a cabo
sus actividades para colaborar
con el objeto de alcanzar logros
mutuamente acordados relati-
vos a los servicios que prestan
–por ejemplo, mediante servi-
cios a disposición de otras Ad-
ministraciones Públicas–; la se-
mántica es la relativa a que la in-
formación intercambiada pue-
da ser interpretable de forma au-
tomática y reutilizable por apli-
caciones que no intervinieron
en su creación; la técnica, final-
mente, es aquella dimensión de
la interoperabilidad relativa a la
relación entre sistemas y servicios
de tecnologías de la informa-
ción, incluyendo aspectos tales
como las interfaces, la interco-
nexión, la integración de datos y
servicios, la presentación de la in-
formación, la accesibilidad y la
seguridad, u otros de naturaleza
análoga. A todo lo cual debe
añadirse la interoperabilidad en
el tiempo, también definida en el
Anexo del ENI como la dimensión
de la interoperabilidad relativa a
la interacción entre elementos
que corresponden a diversas
oleadas tecnológicas, manifes-
tándose especialmente en la
conservación de la información
en soporte electrónico.

Pues bien, el ENI debe ser
objeto de desarrollo a través de
normas técnicas de interopera-
bilidad (NTI), a las que dedica-
mos esta colaboración, así como
de instrumentos para la intero-
perabilidad. Hasta once normas
técnicas de interoperabilidad
(NTI) están previstas en la Dispo-
sición adicional primera del ENI:
Catálogo de estándares; Docu-
mento electrónico; Digitaliza-
ción de documentos; Expedien-

te electrónico; Política de firma
electrónica y de certificados de
la Administración; Protocolos de
intermediación de datos; Rela-
ción de modelos de datos; Polí-
tica de gestión de documentos
electrónicos; Requisitos de co-
nexión; y Procedimientos de co-
piado yModelo de datos para el
intercambio de asientos entre las
entidades registrales.

2. CARACTERÍSTICAS DE LAS NTI

A pesar de su calificación
como técnicas las Normas téc-
nicas de interoperabilidad tienen
también carácter jurídico, en la
medida en que se trata de reglas
de conducta establecidas por el
órgano competente a través
del procedimiento adecuado,
que resultan de obligado cum-
plimiento para el logro de de-
terminados fines.

La NTI las debe aprobar el Mi-
nisterio de Política Territorial y
Administración Pública (MTAP), a
propuesta del Comité Sectorial
de Administración Electrónica. Se
deben publicar mediante reso-
lución de la Secretaría de Estado
para la Función Pública, a la
que actualmente corresponden
las competencias sectoriales en
materia de Administración elec-
trónica. El mencionado Comité
Sectorial, dependiente de la
Conferencia Sectorial de Admi-
nistración Pública (art. 100.1
Ley 7/2007), es el órgano técni-
co de cooperación de la AGE,
de las administraciones de las
CC.AA. y de las entidades que
integran la Administración Lo-
cal enmateria de Administración
electrónica. Precisamente la LAE
señala entre sus funciones ase-

gurar la compatibilidad e inte-
roperabilidad de los sistemas y
aplicaciones empleados por las
Administraciones Públicas(2).

Es importante abordar el ám-
bito de aplicación de la NTI. El
anexo del ENI señala que las
NTI “serán de obligado cumpli-
miento por parte de las Admi-
nistraciones públicas”. Ahora
bien, es claro que no puede ser
un ámbito de aplicación más
amplio que el del propio ENI, es
decir el previsto en el artículo 2
LAE. Por lo tanto son de aplica-
ción:

a) A las Administraciones Públi-
cas, entendiendo por tales la
Administración General del
Estado, las Administraciones
de las Comunidades Autó-
nomas y las Entidades que in-
tegran la Administración Lo-
cal, así como las entidades
de derecho público vincula-
das o dependientes de las
mismas.

b) A los ciudadanos en sus rela-
ciones con tales Administra-
ciones Públicas

c) A las relaciones entre las dis-
tintas Administraciones Públi-
cas (en el sentido LAE, ob-
viamente).

Es importante subrayar, como
aspecto positivo, que el ENI,
aunque sea un desarrollo regla-
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(2) Actualmente (junio 2011) se en-
cuentran publicadas en la dirección
electrónica www.administraciónelec-
trónica.es los Proyectos de Resolución de
la Secretaría de estado para la Función
Pública correspondiente a diversas Nor-
mas Técnicas de Interoperabilidad, fe-
chados a 20 de abril de 2011.



mentario de la LAE, resulta ple-
namente de aplicación a las
Comunidades Autónomas y a las
Entidades Locales, a diferencia
del Real Decreto 1671/2009, de
6 de noviembre, que desarrolla
parcialmente la LAE solo res-
pecto del Estado (RLAE). El fun-
damento constitucional de esta
aplicación directa del ENI, así
como de las NTI que lo desarro-
llan, se explicita en la disposición
final primera de la ENI con cita
del artículo 149.1.18 de la Cons-
titución, que atribuye como
competencia exclusiva del Es-
tado las bases del régimen jurí-
dico de las Administraciones Pú-
blicas y el procedimiento admi-
nistrativo común.

Por el contrario, las NTI no re-
sultan de aplicación a las activi-
dades que desarrollen las Admi-
nistraciones Públicas en régimen
de derecho privado. Pero, ade-
más, conviene advertir que las
NTI no se aplicarán directamen-
te a las Administraciones Públicas
no incluidas en la LAE, por ejem-
plo, los fedatarios públicos, con
la importancia que tiene la inte-
roperabilidad de archivos y re-
gistros públicos y notariales con
los órganos administrativos y con
los propios ciudadanos. Tampo-
co resultan de aplicación direc-
ta a los órganos judiciales.

Por otro lado hay que subra-
yar que no existen limitaciones
objetivas en el ámbito de apli-
cación de las NTI, demanera que
la LAE noprevé unanormativa es-
pecial de aplicación preferente
respecto de ninguna materia.

La aplicación de las NTI, evi-
dentemente, se desarrollará,
como todo el ENI, de acuerdo

con los principios generales es-
tablecidos en la LAE, así como
con los principios específicos de la
interoperabilidad y las caracte-
rísticas del ENI, entre las que des-
taca su carácter dinámico. El
art. 29 RD 4/2010 dispone que el
ENI está sujeto a actualización
permanente, así que se desarro-
llará yperfeccionaráa lo largodel
tiempo, en paralelo al progreso
de los servicios deAdministración
electrónica, de la evolución tec-
nológica y a medida que vayan
consolidándose las infraestructu-
ras que le apoyan. Esta evolución
debe repercutir necesariamente
en las propias NTI.

Precisamente la necesidad
de adaptación a un entorno en
acelerada transformación justi-
fica que la adecuación de las
NTI no requiera en todo caso una
modificación del propio ENI. Así,
es posible incorporar reglas de in-
teroperabilidad derivadas de
normativa estatal o europea
que resulte de aplicación. Buen
ejemplo de esto lo constituyen
los proyectos ya publicados en
Internet, que tienen en cuenta la
reciente Decisión 2011/130/EU,
de 25 de febrero de 2011, sobre
requerimientos.

3. CATÁLOGO DE ESTÁNDARES

La primera NTI prevista en el
ENI es el catálogo de estándares
y establecerá un conjunto de es-
tándares que satisfagan lo pre-
visto en el ENI de forma estruc-
turada y con indicación de los
criterios de selección y ciclo de
vida aplicados.

El propio Anexo del ENI defi-
ne estándar, remitiéndose a “nor-

ma”, como la especificación
técnica aprobada por un orga-
nismo de normalización reco-
nocido para una aplicación re-
petida o continuada cuyo cum-
plimiento no sea obligatorio y
que puede ser una norma inter-
nacional, europea o nacional,
según el carácter del organismo
de normalización que la adopte
y ponga a disposición del públi-
co. Tal falta de obligatoriedad
de la norma solo significa que no
supone una norma jurídica de
carácter imperativo. Pero cons-
tituye una auténtica carga jurí-
dica en la medida en que su
cumplimiento es necesario para
poder ejercer un derecho o lo-
grar un determinado efecto jurí-
dico (por ejemplo, que un regis-
tro electrónico admita una soli-
citud).

Esta NTI, en la medida en
que desarrolla el propio ENI, no
puede desmarcarse de su con-
tenido. Y el ENI preceptúa que
las Administraciones públicas
usarán estándares abiertos, así
como, en su caso y de forma
complementaria, estándares
que sean de uso generalizado
por los ciudadanos, al objeto
de garantizar la independencia
en la elección de alternativas
tecnológicas por los ciudadanos
y las Administraciones públicas
(principio de neutralidad reco-
nocido en la LAE) y la adapta-
bilidad al progreso de la tecno-
logía.

Se define el estándar abierto,
–en los anexos de la LAE y del
ENI– como aquél que sea públi-
co y su utilización sea disponible
de manera gratuita o a un cos-
te que no suponga dificultad
de acceso, así como que su uso
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y aplicación no esté condicio-
nado al pago de un derecho de
propiedad intelectual o industrial.

También condiciona el ENI
esta NTI en la medida en que es-
tablece los criterios de estable-
cimiento del catálogo de es-
tándares, entre los que cabe
destacar la precisión del signifi-
cado de los vocablos y expre-
siones empleados por la norma
(norma y especificación técnica,
estándar abierto, especificación
formalizada,...), incluso de coste
que no suponga una dificultad
de acceso, definido en el Anexo
del ENI como “Precio del están-
dar que, por estar vinculado al
coste de distribución y no a su
valor, no impide conseguir su
posesión o uso”.

En principio, cabría entender
que, establecido el catálogo
de estándares, tanto los ciuda-
danos como las Administraciones
Públicas tendría derecho al uso
de cualquier de ellos, pues pre-
cisamente estamos garantizan-
do su interoperabilidad. Será ne-
cesaria una previsión normativa
específica para imponer un de-
terminado estándar dentro de
los catalogados.

Por último destacar que en al-
gunos de los proyectos de NTI ya
conocidos también se contem-
plan referencias específicas de
estándares.

4. NTI RELATIVAS AL
DOCUMENTO ELECTRÓNICO

Algunas NTI se agrupan en
torno al documento electrónico.
Para su examen conviene re-
cordar el concepto de docu-

mento electrónico contenido
en el Anexo de la LAE como “In-
formación de cualquier natu-
raleza en forma electrónica, ar-
chivada en un soporte electró-
nico según un formato determi-
nado y susceptible de identifi-
cación y tratamiento diferen-
ciado”. En este grupo se inclu-
yen las NTI relativas a docu-
mento electrónico, a su obten-
ción y transformación (digitali-
zación de documentos; copiado
y conversión), a su agrupación
en el expediente electrónico; y
a su gestión.

4.1. NTI de documento
electrónico

Tratará los metadatos míni-
mos obligatorios, la asociación
de los datos y metadatos de fir-
ma o de sellado de tiempo, así
como otros metadatos comple-
mentarios asociados, y los for-
matos de documentos.

La LAE no alude a los meta-
datos. El RLAE introduce el con-
cepto por primera vez, si bien
solo en el ámbito del Estado, en-
tendiendo por metadato cual-
quier tipo de información en for-
ma electrónica asociada a los
documentos electrónicos, de
carácter instrumental e inde-
pendiente de su contenido, des-
tinada al conocimiento inme-
diato y automatizable de alguna
de sus características, con la fi-
nalidad de garantizar la dispo-
nibilidad, el acceso, la conser-
vación y la interoperabilidad del
propio documento. Asimismo,
prevé que los metadatos sirvan
para identificar las copias elec-
trónicas obtenidas de un docu-
mento electrónico con cambio

de formato y las imágenes elec-
trónicas obtenidas mediante di-
gitalización. También prevé que
se deben asociar los metadatos
mínimos obligatorios conforme a
las especificaciones del ENI, pu-
diendo los distintos órganos u or-
ganismos asociar metadatos
complementarios para las ne-
cesidades de catalogación es-
pecíficas de su respectivo ám-
bito de gestión, realizando su
inserción de acuerdo con las
especificaciones que establezca
el ENI.

El ENI, por su parte, define el
metadato de forma más impre-
cisa como dato que define y
describe otros datos.

El Proyecto de NTI de docu-
mento electrónico extiende su
ámbito de aplicación al docu-
mento administrativo electrónico
así como a cualquier otro do-
cumento electrónico susceptible
de formar parte de un expe-
diente electrónico. En el ámbito
del Estado, cuando se trate de
documentos aportados por los
ciudadanos o emitidos por la
AGE o sus organismos públicos
será, en todo caso, realizada
por el órgano y organismo ac-
tuante la asociación de meta-
datos, en la forma que en cada
caso se determine (art. 42 RLAE).

Parte el Proyecto de NTI de
establecer los “componentes
del documento electrónico”: (a)
Contenido, entendido como
conjunto de datos o información
del documento; (b) En su caso,
firma electrónica; (c) Metadatos
del documento electrónico, re-
cogiendo en el Anexo I los me-
tadatos mínimos obligatorios del
documento electrónico. De es-
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tos componentes, el conteni-
do es el único realmente ne-
cesario para que exista en tér-
minos jurídicos un documen-
to electrónico, si atendemos
a la definición más arriba ex-
puesta. Por otro lado, la firma
electrónica –salvo los su-
puestos de mera identifica-
ción del autor en el propio
contenido del documento–
no deja de ser un metadato
de carácter especial.

Entre los metadatos míni-
mos obligatorios destacaría-
mos el “Estado de elabora-
ción”, por su alta relevancia
jurídica. Indica la naturaleza
del documento, es decir, si se
trata de un documento ori-
ginal o de una copia. Ade-
más, si es copia, este meta-
dato indica también si se ha
realizado una digitalización o
conversión de formato en el
proceso de generación. Tam-
bién merece un comentario el
metadato correspondiente a
“Tipo documental”, donde hay
que llevar a cabo una califica-
ción jurídica que en ocasiones
no resultará fácil (por ejemplo,
dentro de los documentos de
decisión se diferencia entre Re-
solución, Acuerdo, Contrato,
Convenio y Declaración). No
obstante, siempre queda el
campo residual “otros” como
pieza de cierre del sistema.

Un segundo contenido rele-
vante de esta NTI es el formato
de los documentos electrónicos,
si bien el proyecto se limita a
efectuar una remisión a los for-
matos establecidos en la NTI de
Catálogo de estándares. El for-
mato es definido en el Anexo ENI
como el conjunto de reglas (al-

goritmo) que define la manera
correcta de intercambiar o al-
macenar datos enmemoria –de-
finición que, hay que reconocer,
poca luz aporta al jurista–. A ello
se añaden dos previsiones rele-
vantes. Por un lado la elección
del formato se realizará confor-
me a la naturaleza de la infor-
mación a tratar primando la fi-
nalidad para la cual fue definido
cada formato, previsión cohe-
rente con lo antes expuesto sobre
uso alternativo de estándares in-
cluidos en el Catálogo. Y, por
otro, que se deja abierta la puer-
ta al uso de formatos no incluidos
en el Catálogo “cuando existan
particularidades que lo justifi-
quen, o sea necesario para evi-
tar la pérdida de valor probato-
rio del documento electrónico en
caso de proceder a su conver-
sión de formato”. En estos casos,
el documento seguramente ado-
lecerá de la necesaria interope-

rabilidad y se hará necesario
su tratamiento singularizado.

El Proyecto se refiere tam-
bién al intercambio de docu-
mentos electrónicos –para lo
que deben reunir todos los
componentes antes expuestos
(por lo que si no tuviera firma
electrónicaanterior, habráque
firmar el documento a estos
efectos)–, y a la reproducción
de documentos electrónicos.
Sobreesteparticular importa re-
saltar que las Administraciones
Públicas deben garantizar el
accesoy ladescargade losdo-
cumentos electrónicos pues-
tos a disposición de ciudada-
nos, mostrando (a) el conteni-
dodel documento electrónico
cuandoéste sea representable;
(b) información básica de
cada unade las firmas del do-
cumento, sea Código Seguro

deVerificación (valor delCSV), sea
firma basada en certificado (va-
lidez de la firma, información del
firmante del documento, emisor
del certificado del firmante y fe-
cha y hora de la firma); y (c) des-
cripción y valor de losmetadatos
mínimos obligatorios.

4.2. NTI de procedimientos
de copiado auténtico y
conversión entre
documentos electrónicos

Prevé el ENI una NTI de pro-
cedimientos de copiado autén-
tico y conversión entre docu-
mentos electrónicos, así como
desde papel u otros medios físi-
co a formatos electrónicos.

El Proyecto de NTI publicado
reproduce, en cierta medida,
el contenido normativo conte-

Una imagen
electrónica fiel

garantiza que es
reflejo del contenido
propio de un
documento original.
Una copia electrónica
auténtica requiere ser
obtenida de un
documento original o
de otra copia
auténtica
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nido en la LAE y en los regla-
mentos de desarrollo sobre ex-
pedición y características de las
copias auténticas sin cambio
de formato. En estos casos, si se
trata de copia total, la diferen-
ciación entre el documento ori-
gen (original u otra copia au-
téntica previa) no será posible
mediante el examen del conte-
nido del documento sino solo a
través del metadato específico
“Estado de elaboración”.

También se prevé el procedi-
miento de conversión entre do-
cumentos electrónicos para ob-
tener copias auténticas con
cambio de formato o de versión
delmismo. Esta es una posibilidad
derivada del propio concepto
de documento electrónico, que
si bien supone una información
incorporada a un soporte con-
forme a un formato, permite di-
ferenciar el contenido esencial –
la información o contenido– de
los elementos accidentales –so-
porte y formato– cuya modifi-
cación no perjudica per se la efi-
cacia jurídica del documento.

Otro aspecto de interés en
este ProyectodeNTI es laprevisión
de copias electrónicas parciales
auténticas, obtenidas mediante
extractos del contenido del do-
cumentoorigenquecorresponda
oa través de la utilizacióndeotros
métodos electrónicos que per-
mitanmantener la confidenciali-
dad de aquellos datos que no
afecten al interesado.

4.3. NTI de digitalización de
documentos

Conforme al ENI esta norma
tratará los formatos y estándares

aplicables, los niveles de calidad,
las condiciones técnicas y los
metadatos asociados al proce-
so de digitalización.

El proyecto de NTI prevé que
la digitalización de un docu-
mento para la generación de un
documento electrónico estará
compuesto por:

a) La imagen electrónica(3), que
representará el aspecto y
contenido del documento
en el soporte origen, aplica-
rá los formatos establecidos
para ficheros de imagen en
la NTI de Catálogo de están-
dares, tendrá un nivel de re-
solución mínimo de 200 píxe-
les por pulgada y será fiel al
documento origen, para lo
que debe respetar la geo-
metría del documento ori-
gen, no contener añadidos y
respetar el procedimiento de
generación.

b) Los metadatos mínimo obli-
gatorios definidos en la NTI de
Documento electrónico, a
que nos hemos referido más
arriba.

c) Si procede, firma de la ima-
gen electrónica que se reali-
zará mediante los sistemas
de firma electrónica previstos
en la LAE.

Para que la imagen electró-
nica sea copia auténtica del
documento origen se deben
cumplir adicionalmente los re-
quisitos de la NTI de copiado au-
téntico y conversión entre do-

cumentos electrónicos. Sin em-
bargo, en este último Proyecto
publicado solo se dice que el
metadato correspondiente a
“Estado de elaboración” debe-
rá ser “Copia electrónica au-
téntica de documento papel”,
no pareciendo adecuado con-
dicionar la copia auténtica a un
requisito demetadato que no se-
ría ni necesario, si existiese una
autenticación de la imagen
electrónicamediante firma elec-
trónica (cotejo electrónico ma-
nual o automático), ni suficiente
para otorgar la autenticidad por
sí mismo.

No debemos confundir los
conceptos de “imagen elec-
trónica fiel e íntegra” y “copia
electrónica auténtica”. Una
imagen electrónica fiel garan-
tiza que es reflejo del contenido
propio de un documento ori-
gen. Una copia electrónica au-
téntica requiere ser obtenida de
un documento original o de
otra copia auténtica. Una ima-
gen electrónica fiel de una co-
pia simple no se convierte por sí
misma en copia electrónica
auténtica. Por esta razón, el
art. 44 RLAE dispone que la na-
turaleza de copia electrónica
auténtica requiere que el do-
cumento copiado sea un origi-
nal o una copia auténtica y que
la copia electrónica sea auto-
rizada mediante firma electró-
nica.

4.4. NTI de expediente
electrónico

Conforme al ENI tratará de su
estructura y formato, así como
de las especificaciones de los
servicios de remisión y puesta a
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disposición. Partimos de la defi-
nición del expediente electróni-
co en el art. 32 LAE como el con-
junto de documentos electróni-
cos correspondientes a un pro-
cedimiento administrativo, cual-
quiera que sea el tipo de infor-
mación que contengan.

El Proyecto de NTI publicado
admite que sus previsiones se
apliquen a otros conjuntos de
documentos electrónicos que,
habiendo sido creados al mar-
gen de un procedimiento re-
glado, se han formado me-
diante agregación, como re-
sultado de una secuencia de
actuaciones coherentes que
conducen a un resultado espe-
cífico. Además, de modo aná-
logo a lo previsto respecto del
documento electrónico, rela-
ciona los denominados com-
ponentes del expediente elec-
trónico:

a) Documentos electrónicos,
que no solo deberán respe-
tar, lógicamente la NTI del
documento electrónico sino
que pueden incluirse en el

expediente electrónico bien
directamente bien dentro
de una carpeta, entendida
como agrupación funcional
de documentos electróni-
cos o parte de otro expe-
diente “anidado” en el pri-
mero” –lo que parece debe
entenderse que se trata de
copia de parte de otro ex-
pediente–.

b) Índice electrónico, que con-
forme al art. 32 LAE garanti-
zará su integridad y que re-
cogerá el conjunto de docu-
mentos del expediente y, en
su caso, su disposición en
carpetas o expedientes. Este
índice, cuando sea objeto
de intercambio, deberá re-
flejar un contenido mínimo.

c) Firma del índice electrónico
conforme a los sistemas de la
LAE.

d) Metadatos del expediente
electrónico, definidos en el
propio NTI, y que se asociarán
en la formación del expe-
diente para su remisión o

puesta a disposición. No es
posible su modificación sino
solo la corrección de errores
u omisiones en el valor ini-
cialmente asignado.

La referencia a los metada-
tos del expediente electrónico
resulta de todo punto lógico
pues puede ser tratado en sí
mismo como un documento
electrónico si nos atenemos a la
definición antes expuesta. Por
ello se aplican las NTI del do-
cumento electrónico respecto
de la reproducción de expe-
dientes electrónicos y se distin-
gue entre metadatos mínimos
obligatorios y otros comple-
mentarios.

Dedica atención el Proyecto
de NTI al intercambio de expe-
dientes electrónicos, que se lle-
va a cabomediante el envío ini-
cial de una determinada es-
tructura de información seguida
de los documentos electróni-
cos que componen el expe-
diente en el orden indicado en
el índice. Además, se prevé el
supuesto de documento o prue-
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ba del expediente que no pue-
da ser incluido en el expedien-
te electrónico. En este caso se
incorporará al expediente elec-
trónico un documento en el
que se especifique cuáles son
estas pruebas o documentos,
que serán custodiados por el ór-
gano gestor sin perjuicio, en su
caso, de aportación necesaria
cuando así se requiera.

4.5. NTI de gestión de
documentos electrónicos

Incluirá directrices para la
asignación de responsabilida-
des, tanto directivas como pro-
fesionales, y la definición de los
programas, procesos y contro-
les de gestión de documentos y
administración de los reposito-
rios electrónicos, y la docu-
mentación de los mismos, a
desarrollar por las Administra-
ciones públicas y por las enti-
dades de Derecho Público vin-
culadas o dependientes de
aquéllas.

5. NTI RELATIVAS A POLÍTICA
DE FIRMA ELECTRÓNICA

Define el ENI en su anexo la
Política de firma electrónica
como el conjunto de normas
de seguridad, de organización,
técnicas y legales para deter-
minar cómo se generan, verifi-
can y gestionan firmas electró-
nicas, incluyendo las caracterís-
ticas exigibles a los certificados
de firma.

Pues bien la NTI de Política de
firma electrónica y de certifica-
dos de la Administración tratará
entre otras cuestiones recogi-

das en la definición recién trans-
crita, aquellas que afectan a la
interoperabilidad, incluyendo los
formatos de firma, los algorit-
mos a utilizar y longitudes míni-
mas de las claves, las reglas de
creación y validación de la firma
electrónica, la gestión de las
políticas de firma, el uso de las re-
ferencias temporales y de sello
de tiempo, así como la normali-
zación de la representación de
la firma electrónica en pantalla
y en papel para el ciudadano y
en las relaciones entre las Admi-
nistraciones públicas. En princi-
pio, por lo anterior, se circunscri-
be su contenido a las firmas
electrónicas de carácter cripto-
gráfico.

No obstante, sobre esta cues-
tión existen previsiones específi-
cas, tanto en la LAE (art. 21)
como en el ENI (art. 19). Así la LAE
exige la admisión de los certifi-
cados electrónicos reconocidos
como válidos para relacionarse
con las Administraciones Públi-
cas, siempre y cuando el pres-
tador de servicios de certifica-
ción ponga a disposición de és-
tas la información precisa en
condiciones que resulte tecno-
lógicamente viable y sin que su-
ponga coste alguno. En otro
caso, las firmas electrónicas uti-
lizadas o admitidas por una Ad-
ministración Públicas basadas
en certificados electrónicos po-
drán ser admitidas por otras Ad-
ministraciones, conforme a prin-
cipios de reconocimientomutuo
y reciprocidad.

El ENI, por su parte, prevé
que los prestadores de servicios
de certificación deberán cumplir
determinadas obligaciones en
relación con la interoperabili-

dad, todo ello descrito en su
Declaración de prácticas de
certificación. Respecto de la in-
teroperabilidad técnica deberán
cumplir los estándares conforme
al ENI, así como incorporar, den-
tro de los certificados, informa-
ción relativa a las direcciones de
internet donde se ofrecen servi-
cios de validación por parte de
los prestadores, y los mecanismos
de publicación y de depósito de
certificados y documentación
asociada admitidos ente Admi-
nistraciones públicas.

El Proyecto de NTI publicado
pretende establecer un marco
alineado con las últimas ten-
dencias en el ámbito europeo,
como es la Decisión 2011/130/EU,
de 25 de febrero de 2011. Se
contemplan como actores in-
volucrados en la firma electró-
nica el firmante, el verificador, el
prestador de servicios de firma
electrónica, los prestadores de
servicios de certificación y el
emisor y gestor de la política de
firma. Se abordan cuestiones ta-
les como los usos de la firma
electrónica (firma de transmi-
siones de datos y firma de con-
tenido) y la gestión de la política
de firma.

Una cuestión relevante del
Proyecto es el archivo y custodia,
previendo que para garantizar la
fiabilidad de una firma electró-
nica a lo largo del tiempo se po-
drán utilizar “firmas longevas”
–mediante incorporación de se-
llos de tiempo incluso sucesivos–
u “otros medios técnicos” –al-
macenamiento seguro,...–.

Respecto de los formatos ad-
mitidos de firma electrónica se
remite el Proyecto a la NTI deCa-
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tálogo de estándares. No obs-
tante atendiendo a ésta, se con-
tienen relevantes precisiones,
como son la fijación de los for-
matos para la firma electrónica
de contenido (XadES, CadES,
PadES), con una salvedad es-
pecífica respecto de la firma
de facturas electrónicas según el
formato “Facturae”, que se rea-
lizará conforme a lo regulado en
la Orden PRE/2871/2007, de 5 de
octubre.

En caso de pluralidad de fir-
mas electrónicas respecto de
unmismo documento, diferencia
el Proyecto entre supuestos de
ratificación de la primera firma
por un segundo firmante, de la
existencia de múltiples firmas a
distinto nivel. Se trata de una di-
ferenciación técnica que puede
tener supuestos de aplicación ju-
rídica.

En cuanto a las reglas de
confianza para los certificados
electrónicos el Proyecto de NTI
prevé que los certificados válidos
para ejecutar la firma electróni-
ca de contenido será cualquier
certificado electrónico recono-
cido según la Ley 59/2003, de 19
de diciembre, de Firma Electró-
nica, así como las nuevas tipo-
logías de certificados definidos
en la LAE. Ahora bien, que un sis-
tema de firma electrónica se
base en un certificado electró-
nico reconocido no significa ne-
cesariamente que la firma elec-
trónica que produce sea una fir-
ma electrónica reconocida,
para lo que se requiere adicio-
nalmente la existencia de un
dispositivo seguro de creación
de firma. Ello tampoco tiene ex-
cesiva relevancia una vez se ha
trasladado el paradigma de la

firma electrónica desde la regla
de la equivalencia funcional
con la firma manuscrita –que
solo se predica de la firma elec-
trónica reconocida– al paradig-
ma establecido en la LAE de la
firma electrónica avanzada
–para la que el certificado elec-
trónico reconocido es suficien-
te–. Asimismo se añaden en el
Proyecto reglas de confianza
para los sellos de tiempo y para
las firmas longevas.

Pues bien, prevé el ENI que a
partir de esta NTI las Adminis-
traciones Públicas aprobarán
y publicarán su política de firma
electrónica, y cuando sean re-
ceptoras de documentos elec-
trónicos firmados permitirán la
validación de las firmas elec-
trónicas contra la política de fir-
ma electrónica del documento
electrónico, siempre que dicha
política de firma se encuentre
dentro de las admitidas por
cada Administración pública
para el reconocimiento mutuo
o multilateral con otras Admi-
nistraciones públicas. Se trata
de una información que debe
aparecer en los perfiles comu-

nes de los campos de los certi-
ficados.

6. NTI DE CONEXIÓN

Se incluyen en las NTI la rela-
tiva a los requisitos de conexión
a la Red de comunicaciones
de las Administraciones Públicas
españolas (conocida como Red
SARA).

La LAE (art. 43) prevé que to-
das las Administraciones Públicas
españolas deben interconectar
sus redes con el fin de crear una
red de comunicaciones que per-
mita el intercambio de informa-
ción y servicios entre todas ellas,
así como la interconexión con las
redes de las Instituciones de la
Unión Europea y de otros Estados
miembros.

El ENI (arts. 13 y 14) añadeque
las Administraciones públicas han
de utilizar preferentemente esta
Red para comunicarse entre sí,
para lo cual deben conectar a la
misma, bien sus respectivas redes,
bien sus nodos de interoperabili-
dad –definidos como organis-

La LAE prevé que todas las
Administraciones Públicas

españolas deben interconectar
sus redes con el fin de crear una
red de comunicaciones que
permita el intercambio de
información y servicios entre
ellas y la interconexión con
las redes europeas
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mos que prestan servicios de in-
terconexión técnica, organizati-
va y jurídica entre sistemas de in-
formación para un conjunto de
Administraciones públicas bajo
las condiciones que éstas fijen–.
Para esta interconexión las Ad-
ministraciones públicas aplica-
rán el Plan de direccionamiento
e interconexión de redes en la
Administración, aprobado por el
Consejo Superior de Administra-
ción Electrónica(4).

El ProyectodeNTIpublicadono
tiene un contenido exclusiva-
mente técnico sinoqueabordael
marco general de la conexión
(agentes intervinientes, obligacio-
nes, acceso y utilización de servi-
cios de la red SARA, responsabili-
dades). Cabe destacar que el
accesode lasAdministraciones Lo-
cales no se hace directamente
sinoa través de lasComunidades
Autónomas correspondientes.

7. NTI ESPECÍFICAS RELATIVAS
A LOS DATOS

El último grupo de NTI se re-
fiere al régimen de los datos
que se transmiten (mensajes de
datos). Son las siguientes:

7.1. NTI de protocolos de
intermediación de datos

Que tratará las especifica-
ciones de los protocolos de in-

termediación de datos que fa-
ciliten la integración y reutiliza-
ción de servicios en las Adminis-
traciones públicas y que serán
de aplicación para los presta-
dores y consumidores de tales
servicios.

7.2. NTI de modelos de datos

Que tengan el carácter de
comunes en la Administración y
aquellos que se refieran a ma-
terias sujetas a intercambio de in-
formación con los ciudadanos y
otras administraciones.

7.3. NTI de modelos de datos
para el intercambio de
asientos entre las
entidades registrales

Que tratará de aspectos fun-
cionales y técnicos para el in-
tercambio de asientos registrales,
gestión de errores y excepciones,
gestión de anexos, requerimien-
tos tecnológicos y transforma-
ciones de formatos.

El Proyecto de NTI publicado
afirma responder a lo dispues-
to en el art. 24.4 LAE, conforme
al cual en el ámbito de la Ad-
ministración General del Estado
se automatizarán las oficinas de
registro físicas a fin de garanti-
zar la interconexión de todas
sus oficinas y posibilitar el ac-
ceso por medios electrónicos a
los asientos registrales y a las co-
pias electrónicas de los docu-
mentos presentados. Supone
un paso adelante respecto de
la integración informática entre
registros generales y auxiliares
ya regulada en la Ley 30/1992,
de 26 de noviembre, de régi-

men jurídico de las Administra-
ciones Públicas y del Procedi-
miento Administrativo Común
(LPAC).

Para ello establece una nue-
va versión de la norma de inter-
cambio registral SICRES (Sistema
de Información Común de Re-
gistros de Entrada y Salida), ex-
tendiendo su contenido a la in-
teroperabilidad interadministra-
tiva. En principio se trata demo-
delo de datos para el intercam-
bio de asientos entre entidades
registrales, si bien entre las no-
vedades del SICRES 3.0 está la in-
corporación de ficheros adjuntos
a los intercambios.

Se trata de un intercambio
de información entre órganos
administrativos con rasgos es-
pecíficos. Aunque su inicio o fi-
nalización puede requerir una
decisión por parte del Registro
de origen o destino (especial-
mente si se acompaña docu-
mentación física u otros soportes
además del mensaje de datos),
electrónicamente solo se pro-
duce la identificación de las
denominadas “Entidades Regis-
trales” de origen o destino, y no
de los empleados públicos res-
ponsables de tales transmisiones.
Existen rasgos, por tanto, de una
actuación administrativa auto-
matizada, pero de carácter in-
terno.

El adecuado funcionamiento
de esta NTI requiere lógicamen-
te la implantación de reglas de
interoperabilidad organizativa,
especialmente, la correcta y ac-
tualizada relación de oficinas
de registro y su codificación uní-
voca, tal y como prevé el propio
ENI (art. 9).
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(4) Órganocolegiadoadscrito alMPTAP,
encargado de la preparación, la elabo-
ración, el desarrollo y aplicación de la po-
lítica y estrategia del Gobierno en mate-
ria de tecnologías de la información, así
comodel impulso e implantaciónde laAd-
ministración electrónica en la Administra-
ción General del Estado (RD 589/2005).



8. RÉGIMEN TEMPORAL DE
ADECUACIÓN

Todos los Proyectos de NTI pu-
blicados en Internet incluyen una
disposición transitoria, indicando
que los sistemas existentes a la fe-
chade su entradaen vigor (al día
siguiente de su publicación en el
BOE) deberán adaptarse a la
correspondiente Norma Técnica
en el plazo máximo de 48 meses
establecido en la disposición tran-
sitoria primera del ENI. Plazo que
si se computa desde la entrada
en vigor del ENI debería concluir
el 30 de enero de 2012.

Evidentemente, los nuevos
sistemas aplicarán las NTI desde
su concepción.

9. NTI Y ADMINISTRACIÓN DE
JUSTICIA

Se encuentra finalizando la
tramitación parlamentaria del
Proyecto de Ley reguladora del
uso de las tecnologías de la in-
formación y la comunicación
en la Administración de Justi-
cia, que supone una clara tras-
lación a este ámbito de los prin-
cipios y normas de la LAE.

Dado que las competencias
sobre aspectos administrativos
de laAdministraciónde Justicia se
encuentran transferidas, en gran
medida, a las Comunidades Au-
tónomas, se establece la coope-

ración entre las Administraciones
competentes, a fin deasegurar la
interoperabilidad de los sistemas
y aplicaciones empleados –fun-
ción que hasta ahora viene des-
empeñando el Consejo General
del Poder Judicial–. Para ello se
otorga carta legal de naturaleza
al Esquema Judicial de Intero-
perabilidad y Seguridad (EJIS),
que se está desarrollando ac-
tualmente en virtud de convenio
de colaboración entre Ministerio
de Justicia, Consejo General del
Poder Judicial y Fiscalía General
del Estado, al que se han adheri-
do las CC.AA. ya competentes.

El EJIS comprenderá el con-
junto de criterios y recomenda-
ciones enmateria de seguridad,
conservación, normalización y
volcado de datos de la infor-
mación, de los formatos y de las
aplicaciones que deberán ser te-
nidos en cuenta para la tomade
decisiones tecnológicas que ase-
guren la interoperabilidad. En
su elaboración se tendrá en
cuenta lo establecido en el ENI,
así como las recomendaciones
de la Unión Europea, la situación
tecnológica y los servicios ya
existentes. Al igual que la LAE
prevé el uso de estándares abier-
tos, así como, en su caso y de for-
ma complementaria, estándares
que sean de uso generalizado
por los ciudadanos.

En lo no previsto en la nueva
Ley los criterios de interoperabi-

lidad para las relaciones entre la
Administración de Justicia y las
Administraciones públicas, así
como las entidades sujetas a la
LAE, se regirán conforme a lo
contemplado en esta última. Lo
que significa la aplicación de las
NTI para las relaciones que no
tengan carácter estrictamente
de procesales.

Además, se dispone que los
expedientes y demás actua-
ciones que deban ser remitidos
por otras Administraciones y or-
ganismos públicos deberán re-
alizarse en todo caso por vía te-
lemática a través de la corres-
pondiente sede judicial elec-
trónica, de forma que el expe-
diente administrativo electróni-
co habrá de cumplir los requi-
sitos de la LAE y deberá remi-
tirse debidamente foliado me-
diante un índice electrónico
que permita la debida locali-
zación y consulta de los docu-
mentos incorporados –previ-
sión esta última que no deja de
ser algo redundante, pues la
LAE ya exige en todo expe-
diente electrónico la existencia
del índice electrónico–. Si la
remisión electrónica no cum-
pliera tales requisitos tendrá el
valor de copia simple, lo que
seguramente sucederá en una
primera fase de implantación
donde se aportará en soporte
electrónico el simple resultado
de digitalizar los expedientes en
soporte papel.
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La descentralización de la
negociación colectiva
en España
José de la Cavada Hoyo
Director del Departamento de Relaciones
Laborales. CEOE

L
a negociación colectiva
en España tiene rasgos sin-
gulares que la diferencian
de los países de nuestro

entorno. De un lado, nuestra
negociación tiene capacidad
normativa y fuerza de obligar a
todos los trabajadores de un
sector o una empresa, cuando
se reúnen determinados requi-
sitos. Esto no es habitual en Ale-
mania, en Francia o en Italia,
por ejemplo.

Además la negociación co-
lectiva en España tiene otra ca-
racterística singular, como es la
de que los contenidos normati-
vos siguen en vigor indefinida-
mente, con independencia de
la terminación o no del conve-
nio. Es la llamada ultraactividad
que fosiliza e impide, por rígida,
la modificación de los conteni-
dos negociales.

La negociación colectiva en
nuestro país tiene también ca-
racterísticas de negociación en
cascada, dada la reiterada re-
petición de sus contenidos en el

ámbito sectorial nacional, en el
autonómico o provincial y en el
de la empresa. Con lo que ello
supone para potenciar incre-
mentos salariales.

Ya en el Acuerdo Social y
Económico, firmado en Mon-
cloa el 2 de febrero de 2011 por
el Presidente del Gobierno, los
Presidentes de CEOE y CEPYME
y los Secretarios Generales de
CC.OO. y UGT, se reconoce que
la negociación colectiva tiene
problemas de estructura y de
vertebración; de legitimación;
de flexibilidad interna; de inno-
vación y adaptación de conte-
nidos; de gestión; de adecua-
ción a las dificultades; entre
otros.

A día de hoy, los agentes so-
ciales están intentando llegar a
un acuerdo para reformar ma-
terias tales como la flexibilidad in-
terna, la ultraactividad, la es-
tructura, la legitimación, la me-
jora de los mecanismos de ges-
tión o lamediación y arbitraje ex-
trajudiciales.

La estructura de la negocia-
ción colectiva en España ha de
realizar una ordenación que fa-
cilite una mayor y mejor flexibili-
dad interna en las empresas,
preservando los derechos de los
trabajadores. Ello exige un cam-
bio en el plano procedimental y
en el de contenidos.

Como principios generales
creemos que deben desarrollar-
se los siguientes:

a) La regulaciónmás adecuada
de la flexibilidad interna debe
ser en la empresa –tiempo de
trabajo, funciones, salario,
etc.–, lo que conlleva cierta
descentralización.

Pero no debemos olvidar que
empresas de pequeño e, in-
cluso, mediano tamaño pue-
den no estar interesadas en
tener convenio colectivo pro-
pio, lo cual conlleva que exis-
ta un nivel supraempresarial
y, de otro lado, que esta re-
gulación no impida el desa-
rrollo de otras alternativas
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complementarias como son
los acuerdos y pactos de
empresa, los cuales, también
debieran ser registrados en
aras a una mayor seguridad
jurídica.

Esta seguridad jurídica es de-
seable en tanto que tales
acuerdos de empresas son el
instrumento jurídico a través
del cual las mismas pueden
complementar, suplementar
o inaplicar, en base a lo indi-
cado en el art. 41.6 de la LET,
lo establecido en los conve-
nios colectivos de ese Título III
de la LET.

En definitiva, se debe des-
centralizar la negociación
colectiva, siempre que exis-
tan diversos instrumentos ne-
gociales que den protago-
nismo a la negociación en la
empresa.

b) Los convenios colectivos de
empresa tienen tendencia a
ser autosuficientes, especial-
mente en las grandes em-
presas, lo que no es obstáculo
para que si el nivel sectorial,
especialmente el estatal, de-
sarrolla una adecuada orde-
nación de temas transversa-
les, los convenios colectivos
de empresa puedan tomarlo
como referencia.

Por tanto, para poder pro-
mocionar debidamente los
convenios colectivos de em-
presa, y respetar su autosufi-
ciencia, debe eliminarse la
actual prohibición del artícu-
lo 84 primer párrafo de la LET,
que impide una negociación
de ese nivel inferior durante la
vigencia del convenio co-

lectivo sectorial, y ello previa
petición de informe no vin-
culante a la Comisión Parita-
ria del convenio superior que
deberá emitirse en el plazo
improrrogable de 15 días.

En los convenios de empresa
la Comisión Negociadora se
constituirá conforme al artí-
culo 87.1 del ET, pudiendo
ser asesores de lamisma quie-
nes soliciten sus miembros,
con las limitaciones en nú-
mero que decidan.

c) Respecto a los niveles supe-
riores a la empresa, no es
posible mantener una posi-
ción rígida y única respecto a
cuál es el nivel supraempre-
sarial más adecuado, si el
provincial, el interprovincial, el
autonómico o el estatal. De-
penderá de los sectores, de
materias y de si se pretende
efectuar una ordenación de
la estructura o una estricta re-
gulación de condiciones de
trabajo, entre otros factores.
Probablemente los conve-

nios provinciales están más
necesitados de renovar con-
tenidos, pero a corto plazo y
de forma generalizada resul-
ta muy difícil e incluso no de-
seable una eliminación global
de la función reguladora del
nivel provincial a favor de
otro de nivel superior. En mu-
chos casos, porque hay sec-
tores que necesitan niveles in-
termedios próximos a la em-
presa en los que abordar la
regulación de condiciones
de trabajo, que pueda ser
complementada mediante
acuerdos de empresa. No
obstante, por propia iniciati-
va de las partes contratantes
o por impulso de los acuerdos
interprofesionales o conve-
nios colectivos sectoriales es-
tatal o autonómicos, debe
impulsarse de forma inme-
diata una reforma profunda
de sus contenidos a efectos
de facilitar la flexibilidad in-
terna en la empresa, espe-
cialmente en materias de
tiempo de trabajo, movilidad
funcional y vinculación de
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los salarios con la productivi-
dad y resultados de las em-
presas. En este sentido, los
convenios colectivos provin-
ciales deben aplicar las re-
comendaciones y regulacio-
nes que al respecto esta-
blezcan los niveles superiores
citados, y solo deben apar-
tarse de las mismas tras el in-
forme que al respecto pueda
emitir la comisión paritaria
existente a tales niveles, in-
forme que habrá que solici-
tarse obligatoriamente antes
de proceder al trámite indi-
cado en el art. 90 de la LET. Di-
cha comisión paritaria tendrá
un plazo máximo de 15 días
desde la solicitud para emitir
su informe no vinculante.

d) El nivel autonómico –pluri-
provincial– puede, en deter-
minados sectores y a corto o
medio plazo, asumir un papel
similar al que predicamos del
nivel provincial. En todo caso,
no debe tratarse de la crea-
ción de otro nivel sectorial a
superponer al provincial,
dado que ello agravaría se-
guramente los problemas
existentes en nuestra estruc-
tura. Nos referimos a la fun-
ción reguladora de condi-
ciones de trabajo que puede
desarrollar este nivel en de-
terminados sectores en susti-
tución de lo que está regula-
do en los convenios provin-
ciales o territoriales inferiores.
Al mismo ha de serle de apli-
cación lo establecido en el
párrafo anterior cuando pre-
tenda no aplicar las reco-
mendaciones y regulaciones

establecidas en acuerdos in-
terprofesionales estatales o
autonómicos o en convenios
colectivos sectoriales supe-
riores. Lo anterior es sin per-
juicio del papel que a nivel
autonómico interprofesional
le reconoce la norma estatal
en la ordenación de la ne-
gociación colectiva o de de-
terminadas materias –arbi-
traje, por ejemplo–.

e) El nivel sectorial estatal tiene
adjudicado desde 1997 una
función claramente ordena-
dora de la estructura nego-
cial, que en algunas de sus lí-
neas generales pueden ser
actualmente compartidas e
incluso acentuadas. Estos
convenios deben de ordenar
y gerenciar la negociación
en los niveles inferiores, con la
finalidad de dotar a las em-
presas de un marco regula-
dor que permita una adap-
tabilidad continua de sus
condiciones de trabajo y que
supongan un apoyo al incre-
mento de su productividad y
competitividad. Los conve-
nios sectoriales estatales de-
ben tener también una re-
gulación sobre procedimien-
tos que sirva de guía a los ni-
veles inferiores. Y en lo que se
refiere a contenidos, abor-
dar temas transversales es-
pecialmente respecto a pro-
mover marcos flexibles en
materia de retribución, de
tiempo de trabajo, de clasifi-
cación profesional y movili-
dad funcional, de movilidad
geográfica, etc. En este sen-
tido, debe establecer princi-

pios ordenadores a tener en
cuenta en los distintos niveles,
y especialmente a nivel pro-
vincial, como es la necesidad
de impulsar la renovación de
contenidos, todo ello con la fi-
nalidad de potenciar al má-
ximo la flexibilidad interna en
las empresas.

Lo anterior se entiende sin
perjuicio de que pueda ha-
ber determinados sectores
en los que el convenio co-
lectivo sectorial estatal sea la
fuente principal y única de re-
gulación de las condiciones
de trabajo, sin exclusión de la
posibilidad de acuerdos de
empresa.

En consecuencia, la nego-
ciación colectiva es el espacio
natural para el ejercicio de la au-
tonomía de la parte empresarial
y de los trabajadores, de cara a
fijar las condiciones de trabajo,
facilitar la adaptación de las
empresas, contribuir a alcanzar
mejoras en la productividad y
ajustar los salarios al desarrollo de
esta última.

Los crecimientos salariales de-
ben estar básicamente alinea-
dos con los crecimientos de pro-
ductividad y no referenciados a
un índice de precios. Algo de
esto se hizo, sin la suficiente con-
vicción, en el AENC de 2010.

Pero la negociación colectiva
solamente se justifica por su utili-
dad para que el empresario
hagaque su actividad sea lomás
competitiva y el trabajador ten-
ga un empleo lo más estable.
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La reforma de la negociación
colectiva
Ramón Górriz

Secretario de Acción Sindical de CC.OO.

El pasado 2 de febrero de
2011 se suscribió entre las
organizaciones sindicales
y empresariales más

representativas a nivel estatal
un acuerdo sobre criterios
básicos para la reforma de la
negociación colectiva, integrado
en el Acuerdo Social y Eco-
nómico. Si bien, con anteriori-
dad, se había puesto de mani-
fiesto la necesidad de acometer
la reforma (Declaraciones para
el diálogo social de 2004 y 2008
y AENC de 9/2/2010). El com-
promiso del acuerdo alcanzaba
al desarrollo de un proceso de
negociación y a suscribir un
acuerdo interconfederal en el
que incorporar los acuerdos de
reforma de la negociación co-
lectiva.

El documento sindical unita-
rio, detallaba los objetivos y cri-
terios que ambas organizaciones
planteaban para cada una de
las materias que el Acuerdo fija-
ba como esenciales para abor-
dar esta reforma: Estructura y ver-
tebración de la negociación co-

lectiva; legitimación de las par-
tes negociadoras; flexibilidad in-
terna; innovación y adaptación
de contenidos; gestión de los
convenios; adecuación a las di-
ficultades en el ámbito de las
empresas; y otros problemas de
la negociación colectiva como
los vacíos de cobertura, los ám-
bitos de aplicación personal y
funcional, los ámbitos negocia-
les derivados de nuevas reali-
dades económicas, el papel de
las organizaciones sindicales en
las PYMES y los derechos de par-
ticipación sindical en relación
con la organización del trabajo
especialmente en las decisio-
nes empresariales que pueden
tener consecuencias en el em-
pleo y en las condiciones de
trabajo.

Sin embargo –y fue la prime-
ra vez–, el escueto texto presen-
tado por las confederaciones
empresariales el pasado 24 de
febrero, no se correspondía con
el marco establecido en el
Acuerdo, ni fijaba posición sobre
el conjunto dematerias; además

de insistir en planteamientos,
como la eliminación de la ul-
traactividad de los convenios,
que contaban y siguen contan-
do con el rechazo sindical por lo
que ya fueron retirados en sumo-
mento para poder cerrar el
Acuerdo; por lo que CC.OO. y
UGT criticaron el documento de
CEOE y CEPYME y exigieron la
presentación de propuestas em-
presariales con un contenido
más concreto y coherente con
el objetivo esencial de alcanzar
un acuerdo global para la re-
forma de la negociación co-
lectiva. Las confederaciones em-
presariales quedaron compro-
metidas a presentar un nuevo
documento de propuestas a tra-
tar en las próximas reuniones.

Las negociaciones, después
de sucesivos sobresaltos por par-
te de la patronal, empezaron a
caminar, no sin altibajos, y en las
que de una reunión a otra se
desdecía de lo planteado e in-
cluso ya acordado en algunos
momentos de las múltiples reu-
niones. Han sido demasiadas
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las ocasiones en las que hemos
tenido que volver al punto de
salida, fundamentalmente por
la presión mediática de la gran
banca, de la derecha econó-
mica y de una parte de la pa-
tronal, que con posiciones ma-
ximalistas y fuera de contexto no
solo han querido deslegitimar el
acuerdo, sino que incluso han
optado por un modelo de rela-
ciones laborales basado en los
bajos costes laborales y en la re-
ducción de los derechos de los
trabajadores; intentando incre-
mentar el poder empresarial
con posiciones maximalistas
dentro de la dirección y orga-
nización del trabajo, más pro-
pias de las ordenanzas labora-
les franquistas que de una so-
ciedad democrática como la
nuestra.

Pero, ¿cuáles eran las pro-
puestas sindicales y en las que
como dice nuestro Secretario
General, Ignacio Fernández
Toxo, “estuvimos a menos de un
cuarto de hora de ponernos de
acuerdo”?

Se incluye en la propuesta un
diagnóstico compartido sobre
la situación de la economía y del
empleo, y se señala el objetivo
de conseguir la profundización
del sistema de negociación co-
lectiva para convertirlo en un ins-
trumento capaz de dinamizar
la economía y el empleo, así
como el objetivo de adecuar la
estructura de la negociación
para mejorar la flexibilidad in-
terna de las empresas.

Después de señalar el mo-
delo salarial compartido por las
organizaciones empresariales y
las organizaciones sindicales en

los sucesivos Acuerdos Intercon-
federales de Negociación Co-
lectiva y de lo dispuesto en el ac-
tual ”Acuerdo para el Empleo y
la Negociación Colectiva 2010-
2012 (AENC)”, se indica que el
modelo debe adaptarse al ciclo
económico y debe dar estabili-
dad a las relaciones laborales en
el marco de la concertación so-
cial, estableciendo como obje-
tivo en la renovación del AENC
el desarrollo de una evaluación
del modelo salarial y su relación
con el propósito de estabilidad
de precios del BancoCentral Eu-
ropeo y la evolución de la pro-
ductividad.

Entre las materias objeto de la
reforma, nos encontramos en
primer lugar con la Legitima-
ción, en la que se reconoce y
comparte la necesidad de po-
tenciar el mayor peso del factor
del número de trabajadores en
la composición del banco em-
presarial, para lo que se pro-
pugna la modificación de la le-
gitimación empresarial para ne-
gociar.

Junto a ello se propone la
prevalencia de la legitimación
sindical en la negociación en la
empresa, mediante la determi-
nación por la representación
sindical de si debe negociar ésta
o la representación unitaria.

En cuanto a los ámbitos per-
sonales, se parte de considerar
pacífica la inclusión en los con-
venios del personal directivo. Se
compartiría el objetivo de adap-
tar en lo necesario las condicio-
nes de trabajo de los directivos
en la negociación, pero no que,
en general, los directivos queden
excluidos del convenio.

No era sin embargo acepta-
ble, la exclusión del convenio de
los trabajadores por el tamaño
de la empresa y el tiempo de ini-
cio del negocio, ya que puede
afectar a la competencia em-
presarial, además de que puede
utilizarse para transformar en
permanente lo que se pretende
que tenga mera finalidad tem-
poral.

En lo referente a la vigencia y
dinamización de la negociación
colectiva, se propone reforzar
el deber de negociar, para
garantizar la negociación antes
de finalizar la vigencia del
convenio precedente, así como
introducir medidas que eviten
cualquier otra práctica que
obstaculice el proceso de
negociación. Con este objetivo
se propone que comocontenido
mínimo de los convenios figuren
medidas sobre el plazo de
preaviso dedenuncia, el inicio de
la negociación, el plazo máximo
de negociación, y el some-
timientoa los sistemas de solución
extrajudicial de conflictos, para lo
que se asume el compromiso de
modificar los actuales sistemas
que incluyan, tras lamediación sin
efecto, el sometimiento al arbi-
traje, y sin queello pueda suponer
la limitación del derecho de
huelga, salvo en caso de
someterse ambas partes a un
procedimiento arbitral. Demodo
que el convenio colectivo no
decairía, hastaque fuera sustitudo
por un nuevo convenio de
aplicación.

Uno de los temas esenciales
de esta reforma debe ser la
adaptación de la estructura a las
caracteristicas del sector. La
negociación sectorial estatal, o
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en su defecto autonómica,
debe responsabilizarse de definir
la estructura de la negociación
en el sector, fijando las reglas de
complementariedad, incluyendo
la distribución de materias, así
como las reglas de concurrencia,
entre los niveles intermedios y la
empresa.

Además, se considera ne-
cesario impulsar la potenciación
de la negociacióncolectivaen la
empresa posibilitando –con de-
terminados requisitos–, la apertura
de la negociación de un
convenio de empresa durante la
vigencia del convenio del sector.
Todo ello a través de la orde-
nación de la negociación desde
el sector, de forma que se dé
respuesta a las necesidades de
adaptabilidadde las condiciones
de trabajo y de apoyo al
incrementode suproductividad y
competitividad en la empresa,
incluyendo la regulación de
procedimientos.

No demenos importancia es
la regulación de la flexibilidad in-
terna, sin merma de los derechos
laborales. Se considera que el
convenio colectivo sectorial es el
mecanismo adecuado para or-
denar el tiempo de trabajo y la
movilidad funcional de manera

complementaria a las previsiones
legales. Para ello, el convenio
sectorial deberá recoger, como
contenido mínimo, los criterios,
causas, procedimientos, perío-
dos temporales y de referencia
para la movilidad funcional, y el
tiempo de trabajo en el ámbito
de la empresa (bolsa de horas,
distribución irregular de la jorna-
da y la modificación del calen-
dario laboral).

Con el objetivo de resolver los
desacuerdos en la aplicación de
la flexibilidad, se propone la re-
solución del conflicto a través de
la comisión paritaria, y de persis-
tir, el sometimiento a los sistemas
extrajudiciales de solución de
conflictos. En tal sentido, los con-
flictos derivados de la aplicación
de los elementos de flexibilidad se
remitirían a la comisión paritaria
del convenio, antes deque lame-
dida fuera efectiva, como paso
previo a losmecanismos de solu-
cióndeconflictos, siempreque se
trate de modificaciones sustan-
ciales del artículo 41 del ET, o
afecten a más del 10% de las
plantillas en las empresas de 50 o
menos trabajadores y el 5% en las
de 51 omás, y sin que, agotados
los procedimientos sin acuerdo o
laudoarbitral, seaposible la efec-
tividad unilateral de lamedidaen

los supuestos donde actualmen-
te se exige acuerdo.

Así, para dar respuesta al
nuevo papel que en la solución
de los conflictos laborales deben
cumplir las comisiones parita-
rias, es necesario reforzar, y en su
caso incorporar, su intervención
en la interpretación de lo pac-
tado, y en especial de lo pac-
tado en materia de flexibilidad
interna. Por otra parte, para ase-
gurar una estructura ordenada
de la negociación colectiva, es
preciso la intervención, median-
te informe preceptivo, de las
comisiones paritarias del con-
venio sectorial superior, respecto
a los procesos negociadores en
los ámbitos inferiores.

Ahondando en el papel que
deben cumplir los sistemas de so-
lución de conflictos, se conside-
ra necesario que, para cumplir
adecuadamente su función des-
judicializadora y de potenciar la
solución de conflictos laborales
mediante los instrumentos com-
partidos, han de ampliar sus
competencias, y en tanto que
vinculados a las comisiones pa-
ritarias, deben actuar para re-
solver los conflictos derivados
de la falta de acuerdo de éstas,
y así mismo, en ausencia de co-
misiones paritarias, deben asumir
en primera instancia sus funcio-
nes, y otras específicas como las
derivadas de la renovación de
los convenios colectivos al tér-
mino de su vigencia y tras un de-
terminado período de negocia-
ción sin acuerdo, y los derivados
de la subrogación empresarial.

La patronal planteó como
tema vital para llegar a un
acuerdo, el desarrollo de un

No era sin embargo
aceptable la exclusión del

convenio de los trabajadores por
el tamaño de la empresa y el
tiempo de inicio del negocio, ya
que puede afectar a la
competencia empresarial
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compromiso sobre mutuas la-
borales y absentismo. Temas que
no tienen nada que ver con la
negociación colectiva; pero sin
embargo por parte de la repre-
sentación sindical, y en aras de
facilitar dicho acuerdo, abrimos
nuestra disponibilidad y acor-
damos medidas que hoy ya no
pueden tener vigencia, puesto
que hablábamos de un todo,
que hoy ha quedado roto y por
tanto ya no pueden ser materia
de legislación por parte del go-
bierno.

Hoy desgraciadamente las
negociaciones están rotas, por-
que el presidente de la patronal
ha cedido a la presión me-
dioambiental, y fruto de su in-

capacidad para enfrentarse a
una rebelión interna de la CEOE
y que se ha visto alimentada por
la propuesta de reforma laboral
surgida del plan de rescate de la
Unión Europea a Portugal, sin
olvidar los resultados de las elec-
ciones municipales y autonómi-
cas favorables al Partido Popular.

Los puntos relatados ante-
riormente, eran el punto de en-
cuentro en los acuerdos. El go-
bierno haría bien en no entro-
meterse en las negociaciones
entre sindicatos y empresarios
rompiendo una vieja tradición
europea. Si el ejecutivo quiere
hacer un ejercicio de funambu-
lismo legislativo, entre las postu-
ras de los sindicatos y la última

propuesta de la patronal, no
solo sería una irresponsabilidad
políticamente grave; si no lo que
es peor, demostraría no aprender
de errores pasados que desgra-
ciadamente hoy son presentes:
como la reforma laboral, que
como bien se ha demostrado no
solo ha resultado inútil (los sindi-
catos presentamos más de un
millón de firmas el día 16 de junio
en el Congreso de los Diputados
a través de una Iniciativa Legis-
lativa Popular, para que se cam-
bien sus aspectos más regresi-
vos), sino que además ha casti-
gado electoralmente a este pro-
pio gobierno, por dar crédito a
los cantos de sirena de lomás re-
accionario del liberalismo políti-
co y económico de este país.
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Deseo comenzar con un
agradecimiento a la In-
tervención General por
su invitación para ex-

plicar el ámbito de actuación de
la Subdirección General de Ins-
pección y Control (SGIC), incar-
dinada en la Dirección General
de Fondos Comunitarios.

La SGIC tiene dos ámbitos de
actuación claramente diferen-
ciados uno relativo a fondos co-
munitarios y otro relativo a los in-
centivos regionales, línea de sub-
vención nacional.

En ambos ámbitos las fun-
ciones de la SGIC, como su nom-
bre indica, están relacionadas
con las actuaciones de verifica-
ción y control, pero desde un
punto de vista de la gestión.
Obviamente las funciones de
control financiero corresponden
a la Intervención General de la
Administración del Estado.

Estos ámbitos funcionales se
detallan en el artículo 10 del
Real Decreto 1127/2008, por el

que se desarrolla la estructura or-
gánica básica del Ministerio de
Economía y Hacienda. Le co-
rresponden en exclusiva dentro
de la Dirección General las fun-
ciones de las letras g) y u) del
apartado 1:

“g) La realización de las veri-
ficaciones y la propuesta de
las medidas correctoras pre-
cisas para asegurar el funcio-
namiento correcto del sistema
de gestión y control de cada
programaoperativo del FEDER
y del Fondo de Cohesión. La
coordinación general del sis-
tema y la formulación de las
directrices que contribuyan a
su mantenimiento.”

“u) El ejercicio de las actua-
ciones de inspección y com-
probación que correspon-
den a la Administración Ge-
neral del Estado en relación
con los incentivos económi-
cos regionales, así como la
tramitación de los expedien-
tes de incumplimiento y san-
cionadores y la propuesta

de adopción de las resolu-
ciones que les pongan fin, sin
perjuicio de las que corres-
pondan a la IntervenciónGe-
neral de la Administración
del Estado en materia de
control de recursos públicos.”

A continuación analizamos
con más detalle estos ámbitos
competenciales.

FONDOS COMUNITARIOS

El mayor volumen de activi-
dad de la SGIC, en términos
cuantitativos y cualitativos, se
deriva de las actuaciones relati-
vas a los programas operativos fi-
nanciados con el Fondo Europeo
de Desarrollo Regional (FEDER) y
con el Fondo de Cohesión.

El FEDER y el Fondo de Cohe-
sión articulan su financiación en
los denominados períodos de
programación. El actual es el
2007-2013, aunque todavía están
en plena actividad las actua-
ciones de cierre del período

La Subdirección General
de Inspección y Control de la
Dirección General de Fondos

Comunitarios
Rafael Cortés Sánchez

Subdirector General de Inspección y Control
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2000-2006 y quedan actuaciones
residuales respecto del período
1994-1999.

Centrándonos en el período
actual (2007-2013), los sistemas

de gestión y control de los pro-
gramas operativos financiados
con el FEDER y el Fondo de
Cohesión aprobados confor-
me al artículo 37 del Regla-
mento (CE) n.º 1083/2006 (es

decir, sin incluir los correspon-
dientes a la Cooperación Terri-
torial Europea, que presentan
sus propias especialidades)
pueden esquematizarse de la si-
guiente forma:

El beneficiario, según el ar-
tículo 2 del Reglamento (CE)
n.º 1083/2006, es todo operador
responsable de iniciar o de iniciar
y ejecutar la operación y, por lo
tanto, esquien realizael gasto sub-
vencionable. En el ámbito de los
regímenes de ayudaa los que se
refiere el artículo 87del Tratadoes
la empresa que lleva a cabo un
proyecto particular y recibe la
ayuda pública (subvención).

El artículo 59 del Reglamento
(CE) n.º 1083/2006 obliga a que

para cada programa operativo
existan 3 autoridades:

• La autoridad de gestión
(AG) es el organismo desig-
nado para gestionar el pro-
grama operativo. Depen-
diendo de los programas es
la Subdirección General de
Administración del Fondo Eu-
ropeo de Desarrollo Regional
o la Subdirección General
del Fondo de Cohesión y de
Cooperación Territorial Eu-
ropea.

La autoridad de gestión tiene
delegadas parte de sus fun-
ciones en los denominados
Órganos Intermedios (OI). En
nuestro caso, las Comunida-
des Autónomas, Ministerios y
otras entidades públicas.

El beneficiario presenta una
declaracióndegastos (con su
correspondiente solicitud de
cofinanciación) sobre laqueel
organismo intermedio corres-
pondiente debe realizar una
serie de verificaciones de re-

AA:
IGAE + IGCA

SGIC

Comisión

AC: S.G. Certificación y pago

AG: SG Admón. Feder
SG Fondos Cohesión y CTE

OI: CC.AA. Ministerios

Beneficiario

Declarac.
de gasto

Declarac.
de gasto

Declarac.
de gasto

Declarac.
de gasto
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gularidad, enconcreto las pre-
vistas en el artículo 13 del Re-
glamento (CE) n.º 1828/2006.
Una vez validada por el OI la
declaracióndegastos seenvía
a la autoridad de gestión.

• La autoridad de certificación
(AC) es el organismo público
designado para certificar las
declaraciones de gastos y las
solicitudes de pago antes de
su envío a la Comisión. Es la
SubdirecciónGeneral deCer-
tificación y Pagos de la DGFC
para todos los programas.

• La autoridad de auditoría
(AA) es el organismo público,
funcionalmente indepen-
diente de la AG y AC res-
ponsable de verificar el fun-
cionamiento efectivo de los
sistemas de gestión y control.
Es la Intervención General de
la Administración del Estado
para todos los programas
operativos, en cooperación,
en su caso, con las Interven-
ciones Generales de las Co-
munidades Autónomas.

La SGIC realiza parte de las
funciones de la autoridad de
gestión de cada programa,
puesto que es responsable de
comprobar que los distintos ór-
ganos intermedios designados
han desarrollado adecuada-
mente las funciones delegadas
por la autoridad de gestión.

Esta comprobación se realiza
mediante la realización de con-
troles sobre todos los organis-
mos intermedios, dentro de un
plan de control anual, cuyo ob-
jetivo es la verificación anual
de los organismos más impor-
tantes en cada programa ope-

rativo y aquellos conmayor aná-
lisis de riesgo. Para el resto de or-
ganismo el objetivo es verificar-
los al menos una vez cada dos
años.

Las actuaciones de compro-
bación tienen un alcance similar
al de las auditorías de sistemas
realizadas por la autoridad de
auditoría, en tanto en cuanto,
tiene como fin último determinar
si los sistemas de gestión y con-
trol de los organismos intermedios
funcionan adecuadamente. Así,
se centran en siete puntos clave
del sistema:

1. Existencia de una clara defi-
nición y asignación de fun-
ciones, así como la debida se-
paración de funciones dentro
del organismo intermedio.

2. Existencia de transparencia,
igualdad de trato e integri-
dad en el proceso de selec-
ción de operaciones a cofi-
nanciar.

3. Que los beneficiarios están in-
formados de sus derechos y
responsabilidades en relación
a la provisión de financia-
ción y se les proporciona un
adecuado nivel de orienta-
ción en relación a estos de-
rechos y responsabilidades.

4. Existencia de procedimien-
tos adecuados para verificar
la entrega de los bienes y
prestación de servicios que
garanticen la veracidad del
gasto reclamado y la con-
formidad con la decisión co-
rrespondiente de la Comi-
sión, las condiciones de la
concesión y las reglas perti-
nentes nacionales y comuni-

tarias, en particular sobre la
elegibilidad del gasto, com-
pras públicas, ayuda del Es-
tado, protección del me-
dioambiente, igualdad de
oportunidades e información
y publicidad.

5. Suficiencia de la pista de au-
ditoría a nivel de organismo
intermedio.

6. Existencia de sistemas infor-
matizados fiables.

7. Existencia de procedimien-
tos adecuados para el trata-
miento de las irregularidades
detectadas en las verifica-
ciones.

Sobre cada uno de estos
puntos se realiza una valoración
tomando como base el docu-
mento “Orientaciones sobre una
metodología común para la
evaluación de los sistemas de
gestión y control de los Estados
Miembros” (Período de progra-
mación 2007-2013) presentada
por la Comisión en el COCOF
(Comité de Coordinación de
Fondos previsto en el artículo
103 del Reglamento 1083/2006).
Así es posible asignar los si-
guientes 4 valores:

• Categoría 1: Funciona bien,
solamente son necesarias
mejoras menores. No existen
deficiencias ó solo se han
encontrado deficiencias me-
nores. Estas deficiencias no
tienen ningún impacto signi-
ficativo en la validez de las so-
licitudes de reembolso.

• Categoría 2: Funciona, pero
son necesarias algunas me-
joras. Se han encontrado al-
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gunas deficiencias pero su
impacto es moderado sobre
la validez de las solicitudes de
reembolso.

• Categoría 3: Funciona par-
cialmente, son necesarias
mejoras sustanciales. Se han
encontrado deficiencias con
un impacto significativo sobre
la validez de las solicitudes de
reembolso.

• Categoría 4: Esencialmente
no funciona. Se han encon-
trado numerosas deficiencias
con impacto significativo so-
bre la validez de las solicitu-
des de reembolso de tal im-
portancia que invalidan las
mismas.

Cuando un punto clave se
valora en las categorías 1 o 2, la
SGIC solo propone recomenda-
ciones para un mejor funciona-
miento. Cuando la valoración
corresponde a la 3 o 4, la SGIG
propone a la autoridad de ges-
tión la adopción de un plan de
acción concreto para subsanar
el funcionamiento deficiente,
de forma que el sistema garan-
tice la regularidad de las si-
guientes solicitudes de reembol-
so que se tramiten.

El contenido de estos planes
de acción varía en función de la
problemática detectada, pu-
diendo abarcar desde la revisión
de los manuales utilizados por los
organismos, hasta la revisión re-
troactiva de solicitudes de re-
embolso ya tramitadas.

En el caso de los programas
operativos de Cooperación Te-
rritorial Europea la participación
de la Dirección General de Fon-

dos Comunitarios en los siste-
mas de gestión y control de-
pende del programa, en algunos
casos es autoridad de gestión,
en otros autoridad de certifica-
ción y, en otros, solo correspon-
sal nacional. No obstante, las ve-
rificaciones de gestión en estos
programas dependen de cada
estado miembro y no de la au-
toridad de gestión. Los sistemas
de control y gestión no son uni-
formes, y pueden abarcar desde
la existencia de un único verifi-
cador de primer nivel para todas
las operaciones, hasta uno dis-
tinto para cada una de ellas. La
SGIC, dependiendo de los pro-
gramas, es responsable del con-
trol de calidad de los trabajos re-
alizados por los verificadores de
primer nivel.

Adicionalmente a estas fun-
ciones, la SGIC realiza tareas de
coordinación con las dos auto-
ridades de gestión y con la au-
toridad de certificación, infor-
mándoles de los resultados de las
verificaciones efectuadas y pro-
poniendomejoras a incluir en los
sistemas de gestión de los que
son responsables.

Otra área que absorbe re-
cursos demanera significativa es
la participación en los procedi-
mientos de control sobre los or-
ganismos intermedios y benefi-
ciarios realizados por la Comisión
o el Tribunal de Cuentas Europeo
tanto en la fase de acompaña-
miento a la visita de control
como en la fase de preparación,
en su caso, de las alegaciones a
las conclusiones preliminares.

En este punto destaca la par-
ticipación en las audiencias con
la Comisión o con el propio Tri-

bunal para la resolución de las
discrepancias para evitar la im-
posición de correcciones finan-
cieras.

La SGIC participa, en su caso,
en las fases preliminares de pre-
paración de los recursos que
por parte de la Abogacía del Es-
tado se presenten ante el Tribu-
nal de Justicia de Luxemburgo
contra las decisiones de la Co-
misión que imponen correccio-
nes financieras.

Por último, también es res-
ponsabilidad de la SGIC impulsar
las actividades formativas en es-
tasmaterias en colaboración con
el Instituto de Estudios Fiscales.

LOS INCENTIVOS REGIONALES

Los incentivos regionales son
ayudas financieras que concede
el Estado para fomentar la acti-
vidad empresarial y orientar su lo-
calización hacia zonas previa-
mente determinadas.

Es la propia Constitución Es-
pañola, en su artículo 138.1 la
que establece que para garan-
tizar la realización efectiva del
principio de solidaridad, el Esta-
do velará por el establecimien-
to de un equilibrio económico,
adecuado y justo, entre las di-
versas partes del territorio espa-
ñol. El logro de estos objetivos re-
quiere una actuación del Estado
encaminada a fomentar la ac-
tividad económica, mediante
la concesión de incentivos re-
gionales, en las zonas geográfi-
cas menos favorecidas y en
aquellas otras que atraviesan
especiales dificultades econó-
micas.
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Es decir, con los incenti-
vos regionales se pretende
reducir las diferencias de
situación económica en el
territorio nacional, repartir
más equilibradamente las
actividades económicas y
reforzar el potencial de
desarrollo endógeno de las
regiones.

Esta línea de ayudas,
que consiste en una sub-
vención a fondo perdido, se
aplican a la financiación de
proyectos de inversión que
se llevan a cabo en las zo-
nas con menor nivel de
desarrollo.

Los incentivos regionales,
de acuerdo con la Disposi-
ción Adicional Novena de
la Ley 38/2003, General de
Subvenciones, se regulan
por su propia normativa
que esta formada por:

1. Ley 50/1985, de 27 de di-
ciembre, de incentivos
regionales.

2. Real Decreto 899/2007, de 6
de julio, por el que se aprue-
ba el Reglamento de los in-
centivos regionales.

3. Reales Decreto por los que se
delimitan las zonas de pro-
moción económica: Galicia,
Andalucía, Asturias, Canta-
bria, Murcia, Valencia, Ara-
gón, Castilla-La Mancha, Ca-
narias, Extremadura, Castilla y
León, Ceuta y Melilla.

4. Por último, de acuerdo con la
Disposición adicional indica-
da, se aplica la Ley General
de Subvenciones en lo refe-

rente al régimen de control fi-
nanciero y a las infracciones
y sanciones administrativas,
sin perjuicio de su aplicación
con carácter supletorio.

Para la concesión de los in-
centivos regionales no existe una
convocatoria específica, sino
que es una convocatoria abier-
ta durante el plazo de vigencia
de los Reales Decretos de deli-
mitación de zona. Las solicitudes
se presentan ante la correspon-
diente Comunidad Autónoma,
las cuales los remiten a la Subdi-
rección General de Incentivos
Regionales de la Dirección Ge-

neral de Fondos Comunita-
rios que se encarga de re-
alizar los estudios y análisis
correspondientes; final-
mente la subvención, en
su caso, se aprueba por
Orden Ministerial o por
Acuerdo de la Comisión
Delegada del Gobierno
para Asuntos Económicos,
dependiendo del importe
del proyecto de inversión.

En relación con los in-
centivos regionales, la SGIC
realiza fundamentalmente
dos tipos de actuaciones:

1. Por un lado, se encarga
de la tramitación de los
procedimientos de in-
cumplimiento, regula-
dos en el artículo 45 del
Reglamento de incenti-
vos regionales, que tiene
por objeto determinar
el grado de cumpli-
miento de condiciones y
la subvención proce-
dente. Es equivalente al
procedimiento de rein-
tegro regulado en el ar-

tículo 42 de la LeyGeneral de
Subvenciones, en tanto que
también determina, en su
caso, el importe a reintegrar
por el beneficiario.

2. Por otro, lleva a cabo actua-
ciones de inspección y con-
trol a nivel de beneficiario.

La concesión de los incenti-
vos regionales, tras su aproba-
ción, se materializa en una reso-
lución individual en donde se fi-
jan las distintas condiciones que
debe cumplir la empresa bene-
ficiaria (tanto condiciones ge-
nerales como particulares) y los

La SGIC realiza
tareas de

coordinación con las dos
autoridades de gestión y
con la autoridad de
certificación,
informándoles de los
resultados de las
verificaciones
efectuadas y
proponiendo mejoras a
incluir en los sistemas
de gestión de
los que son
responsables
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plazos establecidos para el cum-
plimiento de las mismas.

La empresa beneficiaria de la
subvención debe acreditar ante
el órgano competente de la
Comunidad Autónoma el cum-
plimiento de estas condiciones.
Analizada la documentación
presentada, la Comunidad Au-
tónoma emite informe sobre el
grado de cumplimiento de las
mismas a la fecha de finalización
del plazo de vigencia.

En aquellos supuestos en que,
de acuerdo con este informe,
exista incumplimiento de alguna
de las condiciones, la docu-
mentación se remite a la SGIC
que realiza las actuaciones ne-
cesarias para verificar el cum-
plimiento o incumplimiento. Una
vez realizadas estas actuaciones
y, en principio, comprobado la
existencia del incumplimiento se
comunica a la empresa benefi-
ciaria y se le pone demanifiesto
el expediente, al objeto de que
presente las alegaciones y la
documentación que considere
oportunas. Recibidas y analiza-
das las alegaciones se realiza la
propuesta de resolución. Final-
mente el incumplimiento se de-
clara por la misma autoridad
que concedió la subvención, es
decir por Orden Ministerial o por
acuerdo de la Comisión Dele-
gada del Gobierno para Asuntos
Económicos.

Dependiendo de la condi-
ción incumplida y/o el grado
de incumplimiento, el resultado
del expediente puede ser la pér-
dida total de la subvención con-
cedida o una reducción pro-
porcional de la subvención en

función del incumplimiento de-
clarado.

Aunque la mayoría de las
condiciones establecidas en la
resolución de concesión deben
cumplirse en la fecha de finali-
zación del plazo de vigencia,
hay que señalar que existen dos
condiciones que tienen un ám-
bito temporal más amplio. Estas
condiciones son:

– Mantenimiento del nivel de
puestos de trabajo recogido
en la resolución, como míni-
mo durante los dos años pos-
teriores a fin de vigencia.

– Mantenimiento de las inver-
siones objeto de la subven-
ción, en condiciones norma-
les de funcionamiento du-
rante un período mínimo de
cinco años desde la finaliza-
ción del plazo de vigencia.

Actualmente, el mayor nú-
mero de incumplimientos de-
tectados afectan a alguna de
estas dos condiciones.

Por lo que respecta a las ac-
tuaciones de inspección y con-
trol que realiza directamente la
SGIC sobre los beneficiarios de la
subvención, hay que señalar
que las funciones de vigilancia e
inspección se extienden a cual-
quier cuestión que pueda plan-
tearse en relación con la sub-
vención concedida y pueden re-
alizarse hasta transcurridos cua-
tro años contados desde el ven-
cimiento del plazo de la última
de las condiciones establecidas
en la resolución de concesión.
Además estas actuaciones pue-
den abarcar todas o solamente

alguna de las condiciones a
cumplir por el beneficiario, y su
resultado se plasma en el co-
rrespondiente informe que, en su
caso, sirve de base para iniciar el
correspondiente procedimiento
de incumplimiento.

Para finalizar hay que señalar
que el papel que las Comuni-
dades Autónoma tienen en re-
lación con los incentivos regio-
nales es muy activo, en cuanto
que constituyen la “ventanilla”
de los incentivos regionales. Con
el objeto de homogeneizar las
actuaciones de las distintas
CC.AA, la SGIC, en coordinación
con la S.G. de Incentivos Regio-
nales, lleva a cabo distintas ac-
tuaciones, entre las que cabe
destacar:

– La elaboración demanuales
y guías prácticas.

– La realización, en colabora-
ción con el Instituto de Estu-
dios Fiscales, de cursos dirigi-
dos a las Comunidades Au-
tónomas.

Para concluir este articulo,
quiero destacar que el desarro-
llo de los dos ámbitos funciona-
les hace que la Subdirección
General de Inspección y Control
tenga que relacionarse con em-
presas privadas así como con
entidades públicas locales, au-
tonómicas, nacionales y comu-
nitarias. Esta circunstancia per-
mite que la SGIC tenga una vi-
sión amplia de los problemas
derivados de la gestión de los
fondos comunitarios y de las
subvenciones, tanto en el tiem-
po, como en el espacio y entre
instituciones.
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Título: Estudios Presupuestarios
en homenaje a Don José Pascual
García.
Director: José María Labeaga

Azcona.
Editorial: Instituto de Estudios Fis-

cales.

La trayectoria profesional de
José Pascual destaca no solo por su
dilatada y reconocida experiencia
en la Intervención General de la Ad-
ministración del Estado o en el Tri-
bunal de Cuentas, entre otros Cen-
tros, sino también por su labor do-
cente e investigadora, a través de la
que ha abordado el ordenamiento
presupuestario en profundidad, lo
que ha convertido a este experto
conocedor del Derecho financiero
en un punto de referencia para to-
dos aquellos que trabajan con cues-
tiones relativas a la presupuesta-
ción, gestión y control del gasto pú-
blico. Próxima su jubilación, el Insti-
tuto de Estudios Fiscales ha tenido la
iniciativa de recopilar diecisiete tra-
bajos a través de los que se abor-
dan, desde temas contables y pre-
supuestarios, hasta aspectos deri-
vados o conectados con el control,
pasando por aspectos relacionados
con las subvenciones, la responsa-
bilidad contable o la transparencia.
Esta iniciativa constituye no solo un
reconocimiento a José Pascual por
su trabajo, sino también un agra-
decimiento por todas sus aporta-
ciones.

Título: La vertiente cualitativa de
la materialidad en auditoría: marco
teórico y estudio empírico para el
caso español.
Autor: Javier Montoya del Corte.
Editorial: Fundación de las Cajas

de Ahorro (FUNCAS).

La función de la auditoría de
cuentas, a la que se atribuye unami-
sión de claro interés público, ha pa-
sado por diversos períodos de crisis
de identidad y de confianza social.
Recientemente, gran parte de los es-
cándalos financieros producidos en
el ámbito internacional han llevado
a la profesión auditora, en determi-
nados ámbitos, a una situación de-
licada. La necesidad de recuperar-
se de esta situación ha dado lugar
a que en los últimos años se hayan
incrementado los esfuerzos por acer-
car las expectativas de los usuarios
y el trabajo real de los auditores, y
por lograr auditorías más apropiadas
y de mayor calidad. Entre los diver-
sos temas que en este contexto
han preocupado y captado el in-
terés de los reguladores, profesio-
nales e investigadores, se encuentra
la importancia relativa o la mate-
rialidad. Esta obra se centra, con-
cretamente, en el estudio de la ver-
tiente cualitativa del concepto de
materialidad y de su aplicación en
auditoría, puesto que pese a su
enorme trascendencia e influencia
en el desarrollo y en los resultados de
los trabajos de auditoría, no siempre
ha sido correctamente utilizada por
los auditores.

Título:Comprendiendo las Cuen-
tas Nacionales.
Autores: François Lequiller; Derek

Blades.
Editorial: OCDE.

Este manual explica el ámbito y
el significado de los grandes agre-
gados macroeconómicos y de sus
principales componentes. Muestra
cómo y para qué se utilizan estos
agregados, ofreciendo múltiples
ejemplos que ayudan a compren-
der mejor estos conceptos. El ma-
nual presenta las cuentas naciona-
les desde una perspectiva global,
dedicando alguno de sus capítulos
a las comparaciones internaciona-
les y a los sistemas de cuentas na-
cionales de Estados Unidos, Méjico
y Chile.

El primer capítulo analiza la re-
lación entre los principales con-
ceptos de cuentas nacionales y el
análisis macroeconómico. El libro
continúa con el análisis de las va-
riaciones de precios y de volumen,
las comparaciones internacionales,
el ámbito de la producción, los em-
pleos finales y las cuentas no finan-
cieras de los hogares, de las em-
presas y de las administraciones pú-
blicas. También describe el ámbito
de las tablas input output y de las
cuentas económicas integradas.
Por último, informa sobre la historia y
el futuro de los sistemas internacio-
nales de cuentas nacionales.



Título: La financiación territorial en
los estados descentralizados: un es-
tudio comparado.
Autor: JoséManuel Tejerizo López

y otros.
Editorial: Instituto de Estudios Fis-

cales.

Unmodelo de descentralización
política, como el de España, no re-
sulta viable si no está acompañado
de una distribución adecuada del
poder financiero, pero tal distribu-
ción plantea, en opinión de los au-
tores, tres cuestiones relevantes:
¿Cómo se distribuye el poder finan-
ciero y, en particular, el tributario, en-
tre los distintos niveles del poder po-
lítico? ¿Deben existir mecanismos de
nivelación, compensación o ajuste
financieros entre los distintos niveles
del poder político? ¿Cómo se or-
ganiza la Administración pública
que debe hacer efectivo el poder tri-
butario?. El estudio que se aborda
en esta obra pretende describir
cómo se han resuelto estos interro-
gantes en los sistemas políticos de
otros países descentralizados como
Alemania, Australia, Canadá y Es-
tados Unidos, cuyos modelos pre-
sentan algunas características co-
munes. Del citado estudio, los auto-
res llegan a la conclusión de que la
aplicación de los sistemas analizados
a la financiación de las Comunida-
des Autónomas se presenta com-
plicada.

Título: Ley deContratos del Sector
Público. Adaptadoa la Ley 2/2011, de
4 demarzo, de Economía Sostenible.
Autor: Virginia Pérez Alegre y Ja-

vier García Serrano.
Editorial: Dykinson.

La recién aprobada Ley de Eco-
nomía Sostenible trata de impulsar la
eficiencia en la contratación públi-
ca y la colaboración público priva-
da, como elementos fundamentales
de la relación entre la Administración
Pública y el tejido empresarial y, a la
vez, como ámbitos en los que debe
reforzarse la vinculación a paráme-
tros de sostenibilidad económica. La
adopción de estas medidas conlle-
va la reforma de la Ley deContratos
del Sector Público. En especial, se
modifica por completo la normativa
de los modificados de obras, se es-
tablece unamayor transparencia de
la información en la contratación pú-
blica, se fomenta la realización de
contratos de I+D, y se impulsa la par-
ticipación de pequeñas ymedianas
empresas en la contratación pública.
Además, se centraliza el acceso a la
información contractual en una pla-
taforma electrónica en la que se di-
fundirá toda la información relativa
a las licitaciones convocadas por el
sector público estatal. Asimismo, se
simplifican los trámites administrativos
en los procesos de contratación dis-
minuyendo el coste que ello supone
para los empresarios. Por último, se in-
cluyen ciertas previsiones que com-
pletan el régimen jurídico de las fór-
mulas contractuales e institucionales
de colaboración entre el sector pú-
blico y el sector privado.

Título: Análisis de Eficiencia y Ca-
lidad de las Empresas Privatizadas en
Europa.
Autor: Patricia Bachiller Baroja.
Editorial: Instituto de Estudios Fis-

cales.

La privatización de las empresas
públicas ha sido un fenómenomun-
dial y un elemento clave de la co-
rriente denominada Nueva Gestión
Pública, siendo uno de los aspectos
más visibles de las reformas de los úl-
timos años en el sector público. Esta
obra se divide en tres partes. La pri-
mera está formada por un capítulo
teórico en el que desarrolla los me-
canismos de control de las empresas
privatizadas, centrándose en la re-
estructuración de las compañías
privatizadas, la calidad en los sec-
tores donde opera y la regulación
del mercado. A continuación, se
analiza el resultado del proceso pri-
vatizador en Europa y en España,
siendo el objetivo de esta parte
comprobar si la eficiencia de estas
empresas ha variado como conse-
cuencia de su cambio de titularidad.
Finaliza la obra con un estudio del
sector de las telecomunicaciones en
Europa examinando la eficiencia
de los principales operadores de
telecomunicaciones y los determi-
nantes de la calidad del servicio
prestado en esta industria, y com-
probando si la privatización y la li-
beralización del sector han supues-
to un aumento de la eficiencia.
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Portal de la Administración
Presupuestaria:

últimas novedades y subsede
electrónica de la IGAE

En este número de la revis-
ta, seguimos analizando
las últimas novedades
que se han incluido en el

Portal de la Administración Pre-
supuestaria (PAP).

Las principales incorporacio-
nes dentro de cada uno de los
canales en los que se organiza el
Portal son:

– Canal de Oficina Virtual:

• Se ha agregado una nue-
va funcionalidada los foros
privados de esta Oficina
Virtual, que permite a sus
integrantes la suscripción a
los foros de su interés.

• Por otra parte, en el Ca-
tálogo de Sistemas de In-
formación, se ha desdo-
blado el sitio Web de FON-
DOS 2007 en Fondos 2007
Obj. 1 y 2 y Fondos 2007
Obj. 3.

– En el Canal de la Dirección
General de Presupuestos se
ha publicado una página

para la “Base de datos ma-
croeconómicos de la Comi-
sión Europea AMECO”. La
Comisión actualiza la base se-
mestralmente y se ofrece la
última versión disponible de
otoño de 2010.

– En la página de Costes de
Personal, se ha creado un
nuevo canal para “Retribu-
ciones 2011”.

Otra novedad importante ha
sido la creación de la Subsede
electrónica de la IGAE dentro del
ámbito del PAP, siendo accesible
desde el propio Portal.

Como comentábamos en la
anterior edición de la revista, la
Ley 11/2007, de 22 de junio, de
acceso electrónico de los ciu-
dadanos a los Servicios Públicos,
creó el concepto de sede elec-
trónica. Mediante la Orden
EHA/3408/2009, de 17 de diciem-
bre, se crearon las sedes elec-
trónicas en el Ministerio de Eco-
nomía y Hacienda, correspon-
diendo al ámbito de la Adminis-

tración Presupuestaria la Sede
Electrónica de la Dirección Ge-
neral de Costes de Personal y
Pensiones Públicas y la de la Di-
rección General de Fondos Co-
munitarios. La puesta enmarcha
en el Ministerio de nuevos pro-
cedimientos que requieren la au-
tenticación de la Administración
Pública o de los ciudadanos por
medios electrónicos, ha implica-
doquedichaOrden haya sido re-
cientemente modificada por la
Orden EHA/940/2011, de 13 de
abril, con el objeto de incorporar
a la sede electrónica central del
Ministerio de Economía y Ha-
ciendanuevas sedes electrónicas
o subsedes, entre ellas, la subse-
de de la IGAE a la que se podrá
acceder directamente a través
de la dirección http://www.se-
deigae.gob.es o directamente
desde nuestro portal, como se in-
dicaba anteriormente.

Si bien las funciones de la
IGAE se centran en el control y
contabilidad de la gestión eco-
nómico-financiera del sector pú-
blico estatal, a efectos de las re-



laciones con los ciudadanos se
ofrece en esta sede electrónica
el acceso a los servicios elec-
trónicos relativos al Procedi-
miento de control financiero de
subvenciones, que tiene como
objetivo verificar que el benefi-
ciario de subvenciones ha ob-
tenido y aplicado correcta-
mente la subvención percibi-
da. A este nuevo servicio elec-
trónico se puede acceder des-

de la parte izquierda de la Sub-
sede, y enlaza con el Formulario
de propósito general para la
presentación de escritos (FOGE).

Además de lo anterior, como
contenido de esta Subsede, se
facilita el acceso desde lamisma
a las bases de datos de legisla-
ción e informes (Lei) y a otro tipo
de información relacionada con
las actividades desarrolladas por

IGAE: Informes y Cuentas Eco-
nómicas del Sector Público; Eje-
cución del Presupuesto y Con-
tabilidad Pública; Estadísticas e
Informes y Publicaciones.

En los próximos números de
la revista seguiremos informan-
do de los cambios que se re-
gistren y de los nuevos conteni-
dos que se vayan incorporando
al Portal.

Web
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